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Introducción

La vida constitucional del Estado de Zacatecas, ha expresado las pugnas tanto nacionales como locales en el azaroso camino que transitado nuestro país. El presente trabajo, es un esfuerzo por concentrar de manera sistemática y analítica la evolución constitucional zacatecana.

Agradeciendo al Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional Autónoma de México la honrosa invitación que hiciera a la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Zacatecas, que por mi conducto participa en este Encuentro Nacional de Derecho Constitucional Estatal. También y por respeto al Encuentro Nacional y en especial al Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM y honestidad personal, debo aclarar que sólo el primer capítulo de este trabajo, fue publicado en la revista del Tribunal Superior de Justicia del Estado de Zacatecas denominada Quid Justitia en junio de 1994; pero lo demás, que abarca lo relativo a la Constitución zacatecana vigente, es total y completamente inédito. 

El constitucionalismo nacional, impactará definitivamente a las entidades del país; de alguna manera caracterizarán los periodos en los que dependiendo del pensamiento político dominante, la Constitución zacatecana será modificada, suprimida o reformada en sus numerales, títulos o capítulos.

El periodo de estudio que sirve de base para el presente trabajo, muestra claramente, la tradición jurídica que iniciara desde que México es independiente como nación hasta la Constitución vigente hoy en Zacatecas. 

La Constitución Política del Estado de Zacatecas, aún con sus transformaciones, deja a salvo los principios republicanos y ha resistido todo tipo de embates, que van desde reformas que implican el cambio de una letra o una palabra, hasta la denominada reforma integral realizada en 1998.
Siendo la Constitución Política un proyecto jurídico de la vida política, económica y social, por tanto, debe ser perfectible; pero creo que no debe trastocarse el sentido social que de ella emana y que es su esencia: la defensa de las garantías de los ciudadanos, la determinación de los órganos públicos que deberán cumplirla y hacerla cumplir.

El Estado de Zacatecas, con su orden jurídico, conduce sus destinos con animo de conciliar y armonizar con nuestro Código Político federal, sin descuidar su libre y soberana voluntad estatal.

La historia de los textos Constitucionales que ha Zacatecas se le han otorgado desde 1825 hasta la fecha, no han sido un mero capricho (sin que se ignore la decisiva influencia de la voluntad de los gobernantes), sino del momento histórico en que se encuentra la vida nacional y por consecuencia que en la local repercute en su evolución jurídica e institucional.

Por lo tanto, realizaré un análisis del contenido de las Constituciones de 1825, 1832, 1850, 1857, 1869, 1910 y 1918; así como las diversas reformas que ésta ha sufrido hasta 1998.

En lo que respecta a la de 1825, esta se expidió, bajo los auspicios del gobernador Francisco García Salinas; ésta fue expedida aún en el nombre de Dios, representando con esto la arraigada fe católica, y sustentando la religión  que los ciudadanos del Estado deberían profesar, así mismo señala una muy peculiar forma de dividir su territorio en Partidos, éstos integrados por varios municipios y congregaciones.

En 1832, reformada bajo el gobierno de Francisco García Salinas, perdura la figura de la reelección, teniendo que pasar únicamente dos años después del término para la conclusión del periodo gubernamental, que en éste caso era de cuatro; también se señala que podía ser diputados los extranjeros, considerados como aquéllos que no eran nativos u originarios del mismo.

Nuevamente se reforma la Constitución zacatecana en 1857, ahora en virtud de los cambios acontecidos a nivel nacional, haciéndose necesario adecuarla a las nuevas condiciones económicas, políticas e ideológicas, sociales y culturales, que vivía el país, que entre otras cuestiones trajo consigo la segunda etapa de Reforma, y se tuvo que regular la separación Iglesia-Estado.

En esta etapa se comienza a hacer la diferencia entre extranjeros y ciudadanos, asimismo las partes integrantes de la entidad comienzan a aumentar considerablemente, se adiciona lo referente a la responsabilidad de los servidores públicos ya que anteriormente no lo contemplaba, tanto para el gobernador, como para los demás funcionarios de la administración pública.

Nuevamente en 1910, se reforma la Constitución del Estado, pero ahora en ésta, se señalan cuales podrían ser las causales para perder la ciudadanía, así también se establecen dos periodos ordinarios de sesiones para el Congreso local.

La Constitución vigente en Zacatecas, data de 1918; allí se expresan las demandas más sentidas y que llevaron al pueblo a la revolución mexicana; así como, las normas de derecho público y social que los jóvenes gobiernos de la entidad impulsaron para erigirse en rectores de la vida económica, política y social del Estado. 

Capítulo I:

Las constituciones de Zacatecas en el siglo XIX
1.1. La Constitución Política de los

Estados Unidos Mexicanos de 1824

El conocimiento del desarrollo del jurídico de nuestro Estado a través de sus constituciones, implica por hermenéutica —y contrastación— de las diversas normas que nos han regido; además, nos exige entender la evolución político-jurídica que la sociedad históricamente ha proyectado en nuestras leyes, y por último, nos plantea la recuperación histórica que se expresa en la necesaria referencia a la primera Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos de corte federalista.

Efectivamente, fue largo el camino de nuestro pueblo para conformarse como nación; después de la guerra de independencia, los Tratados de Córdoba y el intento monárquico de Iturbide:

"El Congreso aprobó el Acta Constitutiva de la Federación (estatuto provisional del nuevo gobierno) el 31 de enero de 1824, en el cual se establecía en el artículo 6°, sus partes integrantes son Estados independientes, libres, soberanos en lo que exclusivamente toca a su administración y gobierno interior"
.
Por esa época en nuestro país se imprimieron diferentes constituciones como la francesa, la norteamericana y la colombiana; también se presentaron proyectos y traducciones de importes escritos de pensadores políticos en periódicos como El Federalista, planteando que, de alguna manera, tanto las constituciones, como los conceptos políticos podrían servir de modelos. No podemos omitir la enorme influencia de nuestros vecinos del norte para que siguiéramos su modelo y forma de gobierno; la incisiva participación de Joel Poinssett en la división los insurgentes, es la mejor prueba de lo aquí aseverado.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos —primera de corte federalista— fue sancionada el 4 de octubre de 1824 por el Congreso General Constituyente. Vale recordar que asistieron como diputados representantes por Zacatecas: Valentín Gómez Farías, Santos Vélez, Francisco García Salinas y José Miguel Gordoa. Esta Constitución no resultó, por otra parte, un documento al estilo de las leyes anglosajonas, sino que era un documento de gran contenido ideológico; sus autores habían tenido por objeto organizar y poner en funcionamiento el gobierno, así como la consagración de la soberanía popular. Quedó integrada por 171 artículos; en el último de ellos se incluyó el principio vitalicio de su vigencia. Nació así, un federalismo suí géneris, aunque artificial, que con más de 160 años ha logrado consolidarse y tomar carta de naturalización.

El Congreso General Constituyente expresó en el preámbulo, que la citada constitución:

"Se expedía para fijar la independencia política, establecer y afirmar la libertad, y promover la prosperidad y gloria de la Nación Mexicana".

El poder quedó a cargo del ejecutivo y se otorgó suma importancia a la autonomía de los estados. La república federal mexicana quedó integrada por 19 estados y cuatro territorios, su artículo 2° expresaba:

"Su territorio comprende el que fue del virreinato llamado antes de la Nueva España, el que se decía capitanía general de Yucatán, el de las comandancias llamadas antes de las provincias internas de Oriente y Occidente, y el de baja y alta California é islas adyacentes en ambos mares. Por una ley constitucional se hará una demarcación en los límites de la federación, luego que las circunstancias lo permitan".

Por otra parte su artículo 5° establecía:

"Las partes de esta federación son los estados y territorios siguientes: el estado de las Chiapas, el de Chihuahua, el de Coahuila y Tejas, el de Durango, el de Guanajuato, el de México, el de Michoacán, el de Nuevo León, el de Oaxaca, el de Puebla de los Ángeles, el de Querétaro, el de San Luis Potosí, el de Sonora y Sinaloa, el de Tabasco, el de las Tamaulipas, el de Veracruz, el de Xalisco, el de Yucatán, y el de los Zacatecas; el territorio de la alta California, el de la baja California, el de Colima y el de Santa Fe de Nuevo México. Una ley constitucional fijará el carácter de Tlaxcala (sic)".

El título VI de esta Constitución reguló lo relativo a los Estados de la Federación, y de él se derivó la autonomía de éstos para emitir sus constituciones locales. El 10 de octubre tomaron los cargos de Presidente y Vicepresidente,  Guadalupe Victoria y Nicolás Bravo, respectivamente.

1.2. Constituciones de Zacatecas siglo XIX

1.2.1.
La Constitución del Estado Libre

Federado de Zacatecas de 1825
La primera Constitución Política del Estado de Zacatecas, fue sancionada por el Congreso Constituyente el 17 de enero de 1825. En esta fecha fungía como gobernador, Pedro José López de Nava. La constitución fue proclamada en el nombre de Dios trino y uno, supremo legislador de la sociedad, y de Jesucristo, autor y consumador de nuestra fe. Se integró por 198 artículos, distribuidos en ocho títulos.  Fue firmada por los diputados constituyentes: Juan Román, Madano Fuentes de Sierra, Eusebio Gutiérrez de Velasco, José Francisco de Arrieta, Ignacio Gutiérrez de Velasco, Pedro Ramírez, Juan Bautista Martínez, Domingo Velázquez, Juan Bautista de la Torre, José Miguel Díaz de León y Domingo del Castillo.
En el primer título establecían ciertas disposiciones preliminares, en las cuales se definía al Estado de Zacatecas señalándolo como un Estado libre e independiente de los demás Estados Unidos de la nación mexicana.  

Estipulando además, que en todo lo concernientes su régimen interior y administración era libre y soberano. Por otro lado, en él se reconoció la unión federada, en el marco de la cual Zacatecas había delegado sus facultades y derechos al Congreso General, al igual que todos los restantes Estados de la Federación. 

Declaraba que el territorio del Estado estaría integrado por once Partidos: Zacatecas, Fresnillo, Sombrerete, Aguascalientes, Juchipila, Nieves, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango y Villanueva —quedando pendiente la disputa de Zacatecas con otros estados sobre los partidos de Colotlán y Bolaños—.

En esta Constitución local —al igual que la federal de 1824—, se prescribió que la religión a la que deberían someterse los ciudadanos sería la Católica, Apostólica y Romana, sin tolerancia de ninguna otra. 

Contiene, incluso, un apartado para los derechos y obligaciones de los habitantes de Zacatecas, que entre otros: libertad para hablar, escribir, imprimir ideas; y las garantías de igualdad, propiedad y seguridad. Dentro de las obligaciones fueron instituidas la de ser fieles a la Constitución, obedecer las leyes y respetar las autoridades legítimamente constituidas, así como respetar también los derechos de sus semejantes; contribuir a los gastos del Estado y defenderlo, llegado el caso, con las armas.

Se constituyó en el texto la institución de la ciudadanía local, en dos niveles: zacatecanos y ciudadanos zacatecanos. Los primeros eran aquellos nacidos dentro su territorio; los segundos, eran los nacidos en cualquier otra parte del territorio mexicano y que se avecindaran en Zacatecas; y además los extranjeros, que se agrupaban en la segunda clasificación, adquirían la ciudadanía, ya por nacionalización o por vecindad obtenida según la ley.

A partir de la presente Constitución local, pues, serían ciudadanos: los nacidos y avecindados en el Estado; los ciudadanos de los demás estados y territorios de la federación, luego que fuesen vecinos, los hijos de padres mexicanos nacidos en el extranjero y avecindados en Zacatecas y; los extranjeros que hubiesen adquirido su carta de ciudadanía y viviesen en el Estado de Zacatecas.

1.2.1.1. El Poder Legislativo

En el segundo título —denominado Del Gobierno del Estado—, se estableció que Zacatecas adoptaría la forma de gobierno republicano, representativo, popular federado. Incorporando para ello la clásica división de poderes: el legislativo, cuya función es crear las leyes; el ejecutivo, para hacerlas cumplir, y el judicial, encargado de aplicarlas. El Congreso del Estado se integraba por diputados nombrados mediante elección popular, en número igual de propietarios y suplentes correspondiente al número de Partidos.

Dentro de los requisitos exigidos a la sazón, se encontraban: ser ciudadano; tener 25 años de edad; vecino o natural del Partido que lo designara, además de tener instrucción y probidad.  La vecindad no debía ser menor de 2 años, y en caso de tratarse de extranjeros, la residencia no debía ser menor de 10 años.

Se establecieron una serie de impedimentos para ser diputado, que afectaban tanto a los empleados civiles y militares de la Federación, como a los empleados civiles del Estado con nombramiento, a los gobernadores, vicarios y sacerdotes de las iglesias. El Congreso se renovaría cada dos años —el 1° de enero— y se les reconoció fuero a sus miembros, lo cual significaba que eran inviolables e irreclamables por sus opiniones.

Acerca del proceso electoral —proseguía la Constitución—, se establecía la elección popular, la cual no se efectuaría de manera indirecta, sino a través de Juntas Primarias o Municipales, y Secundarias o de Partido. 

La Junta Primaria se celebraría en todos los municipios del Estado de la siguiente manera: el Presidente del Ayuntamiento convocaría a todos los ciudadanos que estuvieran en pleno ejercicio de sus derechos para que, por escrito o verbalmente, eligieran a diez personas. Posteriormente se levantaría una acta en la que se anotarían los nombres de los diez electores de Partido, cuya lista se enviaría mediante copia al gobierno del Estado para que éste, a su vez, la hiciera llegar al Congreso. Podía además, dividirse en secciones el territorio municipal para la mejor y eficaz concurrencia de los ciudadanos de todas las rancherías que los integraran. Las elecciones se desarrollaban dentro de tres días especificados, con horario de cuatro horas diarias, repartidas en mañana y tardes. Las juntas primarias o seccionales, deberían de ser públicas, y ningún ciudadano podría concurrir a ellas armado. Una vez concluida la elección se practicaría el escrutinio y se determinarían los ciudadanos que más votos hubieran obtenido.

Las juntas secundarias, por su parte, debían celebrarse en la cabecera de Partido y a ellas concurrirían los diez electores de Partido nombrados en las Juntas Primarias. En ellas se procedería a la votación y sería diputado el que reuniera la mayoría absoluta de los votos emitidos. En el caso de que ninguno de los candidatos llegara a reunirlos, sería diputado el que tuviera el mayor número de ellos. De la misma forma se elegiría a los diputados suplentes.

Un aspecto interesante en lo que atañe a la investidura de los electores de ambas juntas —muy acorde al espíritu global de la constitución— era la toma de protesta, respecto de la cual textualmente se prescribía en el artículo 51:

“Luego el presidente puesto en pie junto a la mesa en que estará la imagen de Cristo crucificado y el libro de los santos evangelios dirá en alta voz »¿.Juráis por Dios nuestro Señor y los santos evangelios nombrar para diputados al congreso particular del Estado, a aquellos ciudadanos que en vuestro concepto y en el del público sean hombres de instrucción, de juicio y de probidad, adictos a la independencia de la nación y a su forma de gobierno?» y respondiendo sí juramos, el presidente contestará: sí así lo hiciereis, Dios os ayude, y si no, os lo demande ".

El Congreso comenzaba, en este contexto, sus sesiones el día 1° de enero y éstas duraban todo el año, debiendo desarrollarse dos veces por semana en diferentes días. Al Congreso se le reconocieron además diversas facultades y atribuciones, entre otras: decretar las leyes; formar los códigos de la legislación del Estado; nombrar al Gobernador y Teniente Gobernador; fijar anualmente los gastos de la administración pública del Estado; cuidar de la enseñanza y educación general del Estado; garantizarlas libertades políticas y de imprenta.  

Los diputados tenían también, facultades para promover iniciativas de ley, al igual que el propio gobierno, los ayuntamientos, las corporaciones, los empleados y todo ciudadano de la clase y condición que fuere. Sin embargo, para someter algún proyecto a discusión del Congreso era necesario que lo avalaran por lo menos tres diputados.

Una vez discutido el proyecto se imprimía y se enviaba un ejemplar al gobernador y a los ayuntamientos del Estado y éstos podían dar su punto de vista. Una vez aprobado por el Congreso se remitía al gobierno para que realizara las observaciones que creyera pertinentes. En caso de que no existiera ninguna observación, se promulgaba. En caso contrario el proyecto era retornado al Congreso y se abría una nueva discusión. Una vez concluida ésta y siendo favorecido con una votación de dos terceras partes más uno de los diputados, se tenía por aprobado el proyecto de ley, y se le hacía llegar al gobernador para su respectiva publicación. En caso de que el proyecto una vez más fuera objetado, no se volvía a proponer su discusión sino hasta pasados ocho meses.

1.2.1.2.
La organización del Poder Ejecutivo

El título cuarto, denominado del Poder Ejecutivo, estaba distribuido a su vez era cuatro capítulos, en los cuales se establecía que el cargo de gobernador se ejercería por períodos de cuatro años, pudiendo reelegirse en él por otros dos años y, concluidos éstos, no podría reelegirse hasta pasados cuatro años. 

El jefe del Poder Ejecutivo debía ser un ciudadano en plenos derechos, como mínimo de 30 años de edad, podía ser natural de algún Estado de la Unión y vecino de Zacatecas, con residencia no menor de cinco años; quedando excluidos para el cargo los militares y empleados de la federación. La designación del Gobernador del Estado era, como ya se apuntó, una prerrogativa del Congreso.

Para tal efecto, los ayuntamientos se encargarían de nominar tres personas que cumplieran con los siguientes requisitos: ser ciudadano en ejercicio de sus derechos; con un mínimo de treinta años de edad; podía ser natural de alguno de los Estados de la Unión pero vecino de Zacatecas por lo menos durante un período de cinco años; las nominaciones deberían ser remitidas al presidente del Congreso, quien a su vez debía presentarlas en sesión secreta, procediéndose así a la elección de la persona en quien debía recaer el cargo de gobernador.

Una vez concluida la elección se procedería a la elección del Teniente Gobernador, el cual era elegido de entre los individuos restantes que habían sido propuestos para el cargo de gobernador. En caso de que el titular del ejecutivo falleciese, o no pudiese desempeñar el careo por algún motivo, a juicio del Congreso, el Teniente Gobernador debía asumir dicho cargo.

Entre las atribuciones concedidas por la Constitución al Gobernador del Estado encontramos: cumplir y hacer cumplir las leyes del Congreso y de la federación; velar por la conservación del orden público; publicar los decretos; cuidar la administración de la justicia; dirigir las relaciones políticas y comerciales con los demás estados; nombrar los magistrados de los tribunales; atender la fabricación de moneda; cuidar de la administración y recaudación de rentas en el estado; asumir el título de primer jefe de la milicia cívica y, otorgar indultos.

La Constitución creaba también el cargo de Secretario del Despacho del Gobierno, cuyo titular sería una persona que tendría por encargo el despacho y giro de todos los negocios de su inspección; sería nombrado por el gobernador y debía tener un mínimo de 25 años de edad, pudiendo ser originario de cualquier Estado de la Unión y vecino de Zacatecas durante un período mínimo de 5 años antes de su designación.

El Gobernador debía tener, además, un consejo auxiliar consultivo, que se denominaría Consejo del Gobierno; dicho organismo se integraría por: el Teniente Gobernador, un magistrado de la tercera sala del Supremo Tribunal de Justicia elegido por el Congreso y el jefe de hacienda. Entre las atribuciones que la Constitución le reconocía al Consejo sobresalen las siguientes: asistir al gobernador en los asuntos de gravedad; velar por el cumplimiento de la Constitución; emitir su opinión acerca de las iniciativas de ley formuladas por el ejecutivo y proponer temas para la presentación propuestas para los beneficios eclesiásticos en el Estado.

1.2.1.3.
El régimen municipal y división de Partidos

Esta primera Constitución instauró en Zacatecas un régimen republicano cuya base serían los ayuntamientos asentados en diversas poblaciones del Estado, para su gobierno interior. Los ayuntamientos, se compondrían a su vez, por un presidente, un alcalde, varios regidores y un síndico, toda vez que por sí o en su término tuviera tres mil habitantes. Para formar parte de los ayuntamientos, fueron establecidos algunos requisitos, los principales de ellos: el ser ciudadano en ejercicio pleno de sus derechos políticos, el ser mayor de veinticinco años y avecindado en la localidad por un lapso no menor de dos años anteriores al día de la elección.

Como una institución heredada de la Constitución de Cádiz de 1812, este código Zacatecano instituyó la figura administrativa de los Jefes Políticos, los cuales se asentaban en la cabecera de su jurisdicción, a la que se le dio el nombre de Partido. Cada Jefe Político era una autoridad intermedia entre los municipios y el gobierno del Estado.

El presidente del ayuntamiento debía ser nombrado por la Junta Electoral Municipal y duraría en su cargo dos años. Ningún ayuntamiento podría tener un número menor de tres alcaldes, un presidente, ocho regidores y dos síndicos procuradores. Los alcaldes debían renovarse cada año y los regidores, por mitad, cada período saliendo los más antiguos.

Algunas de las atribuciones que la Constitución concedió a los ayuntamientos fueron: comunicar al Congreso la opinión que tuvieran respecto de los proyectos de ley que se les presentasen; elaborar sus ordenanzas propias o adecuar al nuevo régimen constitucional las ya existentes, con aprobación del Congreso; nombrar al secretario del ayuntamiento; a los integrantes de policía de orden; nombrar a los responsables de la instrucción primaria y, de la salubridad; además el promover la agricultura, la industria, el comercio y la minería, así como realizar censos estadísticos de su municipalidad.

La corporación debería además rendir informes trimestrales de los bienes puestos bajo su cuidado; crear arbitrios para la mejor distribución de recursos para la consecución de sus fines; crear Juntas Municipales en aquellos lugares que tuvieran ni menos de mil almas ni más de tres mil, los cuales tendrían a su vez organismos compuestos por un Alcalde Conciliador y de uno o dos vocales de elección popular.

Se prescribió que en las cabeceras de Partido se crearía una Junta Censoria o de vigilancia, compuesta de tres vocales nombrados por la Junta Electoral Municipal; en las demás poblaciones habría una sección o Junta Subalterna, compuesta de dos vocales, que a su vez se encargaría de vigilar permanentemente el cumplimiento de las obligaciones públicas de las autoridades municipales y tenía la obligación de informar al gobierno de la conducta que observaran los alcaldes y ayuntamientos. 

En todos los pueblos del Estado —prescribió el texto constitucional—, se establecerían escuelas de primeras letras en las que se enseñaría a leer, escribir y contar, así como también el catecismo de la doctrina cristiana y una breve explicación de los derechos civiles del hombre y del ciudadano.

A los ayuntamientos, en los pueblos de su circunscripción, les fue confiado el cuidado especial de las escuelas primarias; encomendándoles visitas semanales para informarse de su estado y necesidades que tuvieran; siendo obligación del Congreso del Estado, formar el Plan General de Enseñanza e Instrucción.

1.2.1.4.
La organización del Poder Judicial

En el Título Quinto de esta ley fundamental, se estableció que la administración de justicia sería aplicada con base en las leyes, así en causas civiles como criminales, siendo competencia exclusiva del Poder Judicial del Estado la aplicación de justicia en Zacatecas. No podría ser juzgado ningún hombre sino por leyes existentes con anterioridad al hecho y por medio de tribunales establecidos con anterioridad al acto que se juzgara y, en ningún caso, por comisión especial.
También debían instalarse tribunales de primera instancia en todos los municipios del Estado, los cuales serían integrados por los alcaldes mientras, no existieran jueces de letras en las cabeceras de los Partidos; siendo precisamente en éstos donde deberían iniciarse todos los negocios judiciales.

La capital del Estado sería la sede del Tribunal Supremo de Justicia, el cual funcionaba mediante tres salas: la primera conocía los negocios en segunda instancia y por su parte, la segunda sala conocería en tercera instancia; la tercera sala se encargaría, por otro lado, de decidir los conflictos de competencia que surgieran entre los tribunales de primera instancia, pudiendo además resolver los recursos de nulidad y los recursos en materia eclesiástica del estado.

Asimismo, ningún negocio tendría, partiendo del texto constitucional, más de tres instancias y otras tantas sentencias definitivas. Una vez ejecutoriada la sentencia, sólo quedaba el recurso de nulidad. Sin embargo, ningún juez que hubiese conocido el negocio en alguna instancia, podría conocer en otra, ni fallar en caso de interposición de los recursos de nulidad. Se instituyeron además otros principios de legalidad procesal, como por ejemplo el que todo hombre tenía derecho de recusar a los jueces sospechosos, a los que demoran el despacho de la causa y a los que no substanciasen con arreglo a las leyes. El soborno, el cohecho y la prevaricación fueron instituidos como motivo de acción popular contra los jueces que lo cometieron.

En relación a la justicia civil, se apuntó que aquellos pleitos que versaran sobre poca cantidad, se determinarían definitivamente en la vía oral; en los demás juicios, no se admitiría la demanda sin que se hiciera constar el haberse intentando la conciliación. Los litigios civiles podrían arreglarse inclusive por medio de árbitros, si así lo acordaran las partes y, las sentencias arbitrales se ejecutarían sin admitir recurso alguno, si al hacer el compromiso no se reservaban las partes el derecho de apelar.

En materia criminal, la Constitución estableció que los delitos leves que no ameritaran penas correccionales, serían castigados mediante providencias de policía gubernativa; pero su clasificación —en delitos y penas—, sería señalada por la ley y no por el arbitrio absoluto del juez.

Específicamente, si el delito fuere de injurias, no se admitiría querella sin que se hubiera intentado la conciliación; por tanto, nadie podría ser aprehendido sino por delito que ameritara pena corporal, previa la información sumaria del hecho y decreto motivado del juez. In fraganti, todo delincuente podía ser arrestado incluso por ciudadanos comunes para conducirlo a la presencia del juez. Además, ningún individuo que se hallare en la cárcel se consideraría como formalmente preso —sino como detenido—, cuando no se le hubiera notificado —al alcaide y a él— el decreto de prisión. Se distinguió además el arresto correccional de la prisión propiamente dicha.

Al detenido que dentro de las sesenta horas posteriores a su aprehensión no se le notificara el decreto de su prisión, ni se hubiere pasado copia al alcaide, sería puesto en libertad, exigiéndose irremisiblemente la responsabilidad al juez. Al procesado sólo se le podrían embargar bienes de su patrimonio en los delitos de responsabilidad pecuniaria y sólo en la proporción que hubiere de corresponder. Se proscribieron los tormentos o apremios, al igual que la pena de confiscación de bienes; pero sería usada la fuerza si se temiera la fuga. Previo a recibir su confesión, al inculpado le serían leídos todos los documentos acusatorios, declaraciones y nombres de los testigos. Ninguna pena trascendería a la familia de quien la sufrió o mereció su efecto.
Para llegar a ser integrante del Supremo Tribunal de Justicia la Constitución impuso como requisitos: ser ciudadano zacatecano; mayor de treinta años de edad; por lo menos con dos años de residencia en el Estado antes de su integración; y tener generalmente un concepto y opinión de cierta ilustración y honradez. 

Los magistrados serían nombrados por el gobernador y su cargo abarcaría seis años, pudiendo ser reelectos; su sueldo sería establecido por el Congreso previamente a que tomara posesión de su empleo y, para verificarse ésta, deberían hacer el juramento de rigor.

En el Título Sexto de la Constitución se hizo referencia a la hacienda pública del Estado, estableciéndose las contribuciones de los habitantes, aclarando que no podría establecerse ninguna contribución sino para cubrir los gastos generales de la federación y los particulares del Estado.

Para cubrir dichos gastos, el gobernador anualmente formularía el presupuesto de egresos y, una vez aprobado por el Congreso, se fijarían las contribuciones con que debían sufragarse. Sólo el Congreso quedó facultado para establecer contribuciones, siendo la Administración General de Hacienda la encargada de recaudarlas.

El manejo propuesto constitucionalmente para la Hacienda Pública del Estado, planteaba su independencia respecto de toda otra autoridad que no fuese el Poder Ejecutivo, quien por su conducto debía dirigir un banco establecidos en la capital del Estado, cuyo objeto entre otros, era el fomento de la minería.

El Título Séptimo, se refería a la Milicia del Estado el cual debía contar con su propia fuerza militar compuesta por los cuerpos de milicia local, la que en conjunto, se disponía fuera nombrada cada año por el Congreso y que debía prestar servicios continuos reglamentándose además su gobierno y administración.

En el último Título —el octavo—, referente a la observancia de la Constitución, al modo y tiempo de hacer variación en ella, se estipulaba que, sancionada ésta por el Congreso, no podría haber ninguna autoridad que pudiese dispensar su observancia; por tanto, toda autoridad que hubiera tomado posesión debería jurar su cumplimiento.

Las violaciones a la Constitución hacían responsable a quien las cometiera, estando facultado el Congreso para exigir responsabilidades. No podría así realizarse ninguna reforma sino hasta pasados dos años a partir de la fecha de su publicación. 

Concluido el término, era preciso que así lo pidieran las dos terceras partes del total los diputados. Una vez admitida la propuesta de reforma se imprimiría y publicaría la nueva versión constitucional, remitiéndose ejemplares de ella al gobierno, Supremo Tribunal y a todos los ayuntamientos, para que expresaran su opinión conforme a los términos que la Constitución les señalaba.

1.2.2. Constitución Política del Estado Libre

y Federado de los Zacatecas de 1832

1.2.2.1.
Ciudadanía y derechos fundamentales

En 1832 se realizó el cuarto Congreso Constitucional, que sancionó para el Estado de Zacatecas la segunda Constitución Política local.

Fue sancionada y promulgada el 14 de diciembre de 1832 por los diputados Luis Gonzaga Márquez, como presidente; José Luis del Hoyo; Valentín Gómez Farías; Felipe Prado y González; Justo Hermosillo; Luis de la Rosa; Miguel Román; Pedro Ramírez; Diego Castanedo; Pedro Sanromán, como secretario; Antonio Eugenio de Gordoa, como secretario; y como Gobernador del Estado Francisco García Salinas.

Su texto contenía 174 artículos, ordenados en ocho títulos. Fue invocada en el nombre de Dios todopoderoso, autor supremo legislador de las sociedades. Declaró al Estado de Zacatecas, como libre e independiente de los demás Estados Unidos de la Nación Mexicana; y en iguales términos se pronunció en lo relativo a su gobierno y administración interior. Ratificó los mismos 11 Partidos que desde la anterior se señalaban. Advirtió que una disposición especial, determinaría la situación de Colotlán y Bolaños.

La nueva Constitución siguió estableciendo por religión oficial y perpetua para el estado de Zacatecas: la Católica, Apostólica y Romana. Acerca de los bienes de la iglesia, en tanto no se resolviera la cuestión en la Constitución general, el gobierno quedaba obligado a protegerlos y conservarlos mediante leyes justas y prudentes.

Por lo que tocaba a las obligaciones y derechos de los habitantes del Estado, estableció minuciosamente lo que se entendía por derechos: la libertad de hablar, escribir y publicar sus ideas, toda vez que no ofendieran los derechos de otro; la igualdad para ser regidos, gobernados y juzgados por una misma ley; el de propiedad para hacer de su persona y bienes adquiridos, el uso que mejor les pareciese, prohibiéndose para siempre el comercio de esclavos y, el de seguridad, por el cual se protegía y amparaba a todos los miembros de la sociedad.

En contrapartida, definió como obligaciones: el ser fieles a la propia Constitución, obedecer las leyes y respetar a las autoridades legalmente constituidas, el contribuir a los gastos del Estado y defenderlo con las armas cuando fueran llamados por la ley. Declaró finalmente que tales derechos y obligaciones, conformaban los elementos del Derecho Público de los zacatecanos.

Respecto a la ciudadanía zacatecana, la Constitución realizó una clasificación en dos tipos: quienes eran zacatecanos y aquellos que se reconocían como ciudadanos zacatecanos.  Los primeros serían, los nacidos en el territorio del Estado, los nacidos en cualquier parte del territorio nacional, que se avecindaran en Zacatecas y, los extranjeros por naturalización o por vecindad adquirida según la ley. La segunda clasificación de la ciudadanía quedaba integrada por los ciudadanos de los demás Estados de la federación, luego que fuesen vecinos de Zacatecas; los nacidos en el extranjero e hijos de padres mexicanos cuando se avecindaran también en el Estado y no hubiesen perdido su calidad de mexicanos, entre otros requisitos.

Se perdía la calidad de ciudadano zacatecano por varias causales, según este texto constitucional: por adquirir otra nacionalidad; por sentencia que impusiera sanciones corporales, aflictivas o infamantes y; por admitir empleo o condecoración de gobierno extranjero. Sólo el Congreso del Estado podía dispensar la rehabilitación de la calidad ciudadana local y, sólo por ese medio se recobraban los derechos de los ciudadanos.

En la misma tónica, se instituyeron varias causases para la suspensión el ejercicio de los derechos ciudadanos, las cuales eran: por incapacidad física judicialmente decretada; por la declarada condición de deudor en quiebra o deudor a los caudales públicos, fraude o malversación; por la condición de vago, previa calificación judicial; por hallarse procesado criminalmente; por no haber cumplido 21 años y; —de cuarenta años en adelante— no saber leer y escribir aplicándose ésto a los nacidos con posterioridad al año de 1810.

En el terreno de los derechos políticos, prescribió que sólo los que fueran ciudadanos y estuvieran en ejercicio de sus derechos, podrían elegir y ser elegidos para los empleos del Estado.

Además ratificó la forma de gobierno ya instituida en la Constitución anterior, es decir republicana, representativa, popular y federada. Ocurrió lo mismo en relación con la división de poderes.

1.2.2.2.
El Poder Legislativo

La Constitución de 1832 dedicó su título III a la estructura del Poder Legislativo local. Una de las innovaciones que advertimos en esta Constitución, consistió en que se agregó un artículo que establecía que los diputados suplentes debían concurrir al Congreso cuando fallecieran los propietarios o se encontraran imposibilitados —a juicio del Congreso— por alguna causa para el ejercicio de sus funciones.

A partir de este texto no podían ser diputados: los empleados civiles o militares de la federación; los funcionarios civiles con nombramiento del Gobierno del Estado y titulares de cargos aforados. Ratificó en términos generales el sistema previsto en la anterior Constitución para la elección de diputados, misma que consistía, como ya se vio, en el mecanismo de elección indirecta, a través de las Juntas Primarias o Municipales y Secundarias o de Partido. 

Se determinó también que el Congreso del Estado debía sesionar todo el año, realizando mínimamente dos sesiones ordinarias por semana, sin perjuicio de las extraordinarias, pudiendo ser públicas, a menos que el caso exigiese reserva.

Ratificó también el sistema para las iniciativas de ley, concedida no sólo a los diputados, sino al gobierno, ayuntamientos, corporaciones, empleados y a todo ciudadano sin importar condición o clase.

Se derogaron además, los artículos 86 y 87 de la Constitución de 1825, en los cuales se establecía que no se podía decretar una ley sin conocer las opiniones, tanto del gobernador como de los ayuntamientos; y se estableció, que cuando algún proyecto de ley proviniese del ejecutivo, y siete diputados lo solicitaran, se dispensarían los trámites antes citados, y el Congreso así procedería a discutir el proyecto.

Se agregó el explícito principio de que las leyes serían obligatorias una vez sancionadas y publicadas por el gobernador; debiéndose ejecutar en cada Partido, toda vez que se tuviera conocimiento de ellas. Se reputaban como conocidas en el lugar en que resida el gobierno, en las 24 horas después de su solemne publicación y, en los demás lugares del Estado, en el mismo término después de publicada en el sitio en que residiere su Ayuntamiento.

1.2.2.3. Reforma del Poder Ejecutivo

En la Constitución anterior, se señalaba que el gobernador era responsable de todos los procedimientos en el desempeño de su cargo, y cualquier persona podría acusarlo ante el Congreso. Esta disposición fue derogada y se creó otra, en la cual se estipulaban los delitos en que podía incurrir el gobernador durante su encargo. Y una vez que hubiese terminado su período de ejercicio, cualquier persona, durante el término de un año, podía acusarlo ante el Congreso por cualquier delito que hubiere cometido en su mandato.

Se le asignaría, por lo demás, durante el tiempo en que fungiera como gobernador —cuatro años—, un sueldo regular y decente; pudiendo reelegirse por dos años más y, no pudiendo continuar ni reelegirse hasta pasados cuatro años después de su última nominación, siguiendo así un sistema similar al de la Constitución precedente. Se enfatizó además, acerca del modo de suplir las faltas del gobernador, estipulando que si falleciese o por algún impedimento físico o moral se hallare "embarazado" para gobernar, a juicio del Congreso, desempeñaría sus funciones el Teniente Gobernador.

Por lo que toca al Consejo de Gobierno que instituyó la Constitución de 1825, fueron derogados prácticamente la totalidad de sus artículos relativos. Quedó vigente únicamente la disposición relativa al reconocimiento y existencia del citado Consejo. Se hizo un agregado que ordenó, que —mediante una ley particular—, se determinaría el número de individuos que deberían integrarlo, así como también la autoridad facultada para nombrarlos y fijar sus atribuciones.

1.2.2.4. Régimen municipal y administración territorial

En relación al gobierno político interior de los Partidos, se prescribió la tradicional administración de los Ayuntamientos y Juntas Municipales, con la finalidad de que cada una de éstas instancias se gobernara interiormente; serían elegidas de manera popular.  Sin embargo, en las cabeceras de Partido habría un Jefe Político, nombrado por el gobierno; se elegiría de entre las temas que proporcionaran los Ayuntamientos y las Juntas Municipales; duraban en su encargo cuatro años, y podían reelegirse indefinidamente. Para ser Jefe Político se exigía ser ciudadano en pleno goce y ejercicio de sus derechos; mayor de 25 años de edad y ser natural o vecino del Estado.

Se enumeraron las atribuciones de los Ayuntamientos y Juntas Municipales, tales como comunicar al Congreso su opinión respecto de todos los proyectos de ley, en cuanto a su reforma o derogación; el desempeño de las labores de policía de orden, de instrucción primaria, de beneficencia, salubridad, seguridad, comodidad, ornato y recreo.

Fueron derogados en su totalidad los capítulos referentes a las Juntas Censorias y el relativo a la Instrucción Pública. Las primeras tenían como función principal, vigilar el desempeño de las autoridades municipales; el segundo, proporcionar escuelas primarias en todos los pueblos del Estado.

2.2.5. Aspectos de justicia y procedimentales

Respecto al funcionamiento del Poder Judicial, la nueva Constitución mantuvo íntegros los principios e instituciones que al respecto se crearon en el ordenamiento precedente, sobre todo en lo que respecta al funcionamiento e integración del Tribunal Supremo, a las garantías procesales, la naturaleza de las penas y a las instancias en las que podían ventilarse los negocios, causas y pleitos civiles y criminales.

Lo mismo puede decirse en relación a la hacienda Pública y la Milicia del Estado, respecto de la misma ordenó la elaboración de una ley reglamentaria. En contraste con la Constitución anterior, la que estableció que no se le podían hacer variaciones o reformas, sino hasta pasados dos años de la fecha en que fue sancionada, la Constitución de 1832 determinó que no admitiría reforma alguna, sino hasta el año de 1836. Y, por último, se derogó la disposición que establecía que, cuando se publicará la Constitución, serían igualmente publicados los reglamentos de los Tribunales y la Instrucción para el Gobierno Interior de los Partidos.

1.2.3.
Reformas a la Constitución Política

del Estado Libre de Zacatecas 1852

Las presentes reformas al Código Político local, fueron promulgadas por José González y Echeverría, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas. Por disposición del H. Congreso del Estado se reformó la Constitución de 1832, y ordenó se reimprimiera y sancionaran las reformas parciales que se le hizo en este año, con arreglo a lo dispuesto en el Artículo 44 de la acta de reformas. Así lo firmaban, bajo el lema de Dios y libertad en Zacatecas a Marzo 31 de 1852.

Estableció que el Estado de Zacatecas sería libre e independiente de los demás Estados Unidos de la nación mexicana, con los cuales conservaría las relaciones que establece la confederación general de todos ellos. Declarándose es igualmente libre y soberano, en todo lo que toca exclusivamente a su gobierno y administración interior. Expresamente señalaba que para mantener sus relaciones con la Unión federada, el Estado de Zacatecas delegaba sus facultades y derechos al Congreso General de todos los Estados de la Federación Mexicana.

Modificó el número de Partidos, ya que las anteriores de 1825 y 1836 contemplaron sólo 11 y esta reforma incorporó dos más: los partidos de Zacatecas, Fresnillo, Aguascalientes, Sombrerete, Nieves, Juchipila, Mazapil, Pinos, Jerez, Tlaltenango, Villanueva, Calvillo y Nochistlán. Y dejaba pendiente aún la disputa constitucional sobre los Partidos de Colotlán y Bolaños.

Los derechos y obligaciones de los ciudadanos zacatecanos que conformaron  los Derechos Públicos, fueron: el de libertad para hablar, escribir, imprimir sus ideas, y hacer cuanto quisieran con tal que no ofendan los derechos de otro; igualdad para ser regidos, gobernados y juzgados por una misma ley, sin otra distinción que la que ella establezca; no teniendo por ley sino la que fuere acordada por el Congreso de sus representantes; el de propiedad para hacer de su persona y bienes adquiridos con su talento, trabajo e industria el uso que mejor les parezca, sin que ninguna autoridad pueda embarazárselos más de en los casos cohibidos por la ley. Se prohíbe para siempre comercio de esclavos; seguridad por el que la sociedad los protege y ampara para gozar de ellos. Su libertad civil se les afianza igualmente, no pudiendo ser ninguno perseguido ni arrastrado sino en los casos previstos por la ley, y en la manera que ella disponga.

En cuanto a sus obligaciones: ser fieles a la Constitución, obedecer las leyes y respetar a las autoridades legítimamente constituidas; guardar sus respectivos derechos a sus semejantes; contribuir en los términos que la ley disponga para los gastos del Estado; defenderlo con las armas cuando sean llamados por la misma ley.

Al igual que la constitución anterior, dividían en dos clases generales y únicas de ciudadanos. A saber: zacatecanos y ciudadanos zacatecanos.

El Poder Legislativo reside en un Congreso, compuesto de los diputados nombrados popularmente por los ciudadanos. La base de la elección será la población, nombrando cada Partido un Diputado propietario y un suplente por cada veinte mil habitantes y por una fracción que exceda de doce mil. Si la población de un Partido no llegare a veinte mil, nombrará siempre un Diputado propietario y un suplente.

Para ser Diputado propietario o suplente se requería ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos, de 25 años de edad a lo menos y natural o vecino del Estado 2 años antes de la elección. No siendo mexicano, necesitaban tener carta de ciudadanía al tiempo de la elección y 4 años de vecindad.

Expresamente los diputados, no podían  ser:  el Gobernador del Estado, los magistrados y Fiscal del Supremo Tribunal de Justicia, el jefe de Hacienda y el Secretario del Gobierno; así como, los empleados de la Federación de cualquiera clase que sean, y los Jueces de Letras, los Jefes Políticos y demás empleados o funcionarios, cuya jurisdicción o mando comprenda un solo Partido; no podían ser elegidos diputados en el mismo Partido donde ejercieran sus funciones.
Si un mismo individuo fuere nombrado Diputado propietario por dos o más partidos, representaría al de su vecindad; si de ninguno de ellos fuere vecino, al de su nacimiento, y si ni uno ni otro representaría al que la suerte le designe. El sorteo se haría por el Congreso mandándose repetir la elección en el Partido que por esta causa quedaría sin representación. El congreso se renovaría por mitad cada año desde 1853.

Durante el tiempo de las sesiones serían asistidos los diputados con las dietas y viáticos que les señalare la ley, sin que las primeras puedan exceder de dos mil pesos anuales, ni los segundos de dos pesos por legua.
El Congreso comenzaría sus sesiones el día 1° de Noviembre en la capital del Estado, en el local y, hora que determinar su Reglamento Interior. El día 15 de Octubre de cada año deberían estar en la capital los nuevos diputados y en el mismo se presentarían y exhibirían sus credenciales o la Diputación Permanente, o al Presidente del Congreso si estuviere reunido, para que se inscribieran sus nombres en el registro que habría al efecto en la Secretaría.
Luego que hubiesen las dos terceras partes de los diputados que debían componer el Congreso, se reunirían en juntas preparatorias para examinar y aprobar o reprobar la legitimidad de las personas y sus credenciales. Declarada insubsistente alguna elección, por falta de los requisitos legales en el nombrado, se mandaría reponer la elección en el momento. La credencial de los diputados, sería el oficio que las Juntas Electorales les dirigiesen, participándoles su nombramiento.

Para instalarse el Congreso concurrirán a la sesión del día 1° de Noviembre el Presidente y secretarios estando reunidos, o los individuos de la Diputación Permanente. Los nuevos diputados prestarían ante aquellos el juramento de observar la Constitución del Estado, la General de la Unión Confederada y desempeñar religiosamente su encargo. Inmediatamente se procedería a elegir de los diputados por ellos mismos, un Presidente, un Vicepresidente y dos secretarios con la que se declarará el Congreso legítimamente constituido. Se avisaría al Gobierno para que lo hiciera publicar y circular en todo el Estado. Acto continuo se presentaría el Gobernador, quien felicitaría al Congreso por su instalación.

El siguiente día 2 de Noviembre se presentaría al Congreso por el individuo que fue Presidente de la Diputación Permanente, o del Congreso si estuviere reunido, una nota de los trabajos en que se ocupó la Legislatura, de las leyes, decretos o resoluciones que se expidieron en todos los ramos de la administración pública, del resultado que hubiesen tenido y de todos los negocios que quedaren pendientes. En la sesión siguiente el Gobierno por medio de su secretario daría cuenta por escrito, en cada bienio, del estado de toda su administración.

Las sesiones del Congreso serían diarias, exceptuando los días festivos religiosos o de fiesta nacional solemne; y durarían cada año cuatro meses desde el día 1° de Noviembre hasta el último de Febrero siguiente. Podrían protegerse por treinta días útiles, a pedimento del Gobierno, o por acuerdo del Congreso.

Ningún ciudadano podía excusarse por ningún motivo ni pretexto alguno de desempeñar el encargo de Diputado. En caso de renuncia resolvería el Congreso si se admitiese o no.

Cada año, antes de cerrar sus sesiones ordinarias, nombraría el Congreso de su seno una comisión o Diputación Permanente, compuesta de tres individuos propietarios y otros tantos suplentes. El primer nombrado sería el Presidente de esta comisión, la cual subsistirá durante el receso del Congreso.

Las facultades del Congreso, según artículo 39 de la reforma constitucional de referencia, entre las dieciocho fracciones que lo integraban, decían: decretar las leyes concernientes a la administración y gobierno interior del Estado, en todos sus ramos, interpretarlas, aclararlas y derogarlas; velar incesantemente sobre la conservación de los derechos civiles y naturales de los ciudadanos y habitantes del Estado; y promover por cuantos medios estén a su alcance su prosperidad general; formar los códigos de la legislación particular del Estado; computar los sufragios y declarar Gobernador propietario y suplente a los que hubieren obtenido mayor número de votos; en caso de empate, nombrar a uno y otro de entre estos mismos; declarar si ha o no lugar a la formación de causa a los diputados del Congreso, al Gobernador, al Secretario del Despacho del Estado y a los individuos del Supremo Tribunal de Justicia; decretando también se haga efectiva la responsabilidad de estos funcionarios públicos y la de los demás empleados; fijar anualmente los gastos de la administración pública del Estado, a propuesta del Gobernador; imponer contribuciones para cubrirlos y aprobar el repartimiento que se haga de ellas entre los partidos del Estado; examinar y aprobar las cuentas de todos los caudales públicos del Estado; representar al Congreso General de la Unión, sobre las leyes, decretos u órdenes generales que se opongan a perjudiquen a los intereses del Estado.

Todo Diputado tenía por razón de su oficio la facultad de proponer al Congreso proyectos de ley, haciéndolo por escrito y poniendo las razones en que lo funde. Esta facultad no sería solo privativa de los diputados, sino también del Gobierno, ayuntamientos, corporaciones, empleados y de todo ciudadano de la clase y condición que fuere.

Los proyectos no se limitarían únicamente a la propuesta de nuevas leyes, sino también a la reforma de las antiguas, y a su derogación en el todo o parte; siempre que en concepto de los proponentes fuese útil la medida para asegurar los derechos de los ciudadanos y su prosperidad general.

Cuando un proyecto de ley o de su reforma se presentaré al Congreso, para declarar si se admitía a discusión, bastaría que así lo pidiesen tres diputados.

Los proyectos de ley o decreto que se sometieran a discusión se imprimirían, y la Secretaria Congreso pasarían ejemplares de ellos al Gobierno, Supremo Tribunal de Justicia, a los Jueces de Letras, los Jefes Políticos, a los Ayuntamientos y Juntas Municipales del Estado, para que hiciesen las observaciones que estimaren justas.

Cuando algún proyecto de ley fuere por su naturaleza ejecutivo y las dos terceras partes de los diputados electos pidiesen que se le dispensaren los trámites referidos, y se tome luego en consideración, el Congreso procedería a su discusión previo dictamen de la comisión respectiva.

Para la votación de cualesquiera ley o decreto, deberían estar presentes al menos las dos terceras partes del número total de los individuos que compongan el Congreso. Por regla general, toda votación quedaría decidida por la mayoría absoluta de votos de los diputados presentes.

Las leyes serían ejecutorias en todo el territorio del Estado, en virtud de la promulgación que hiciese el Gobernador; se ejecutarían en cada Partido del Estado desde el momento en que pudiera saberse en ellos la promulgación hecha por el Gobierno. Esta se reputaría por conocida, en el lugar en que resida el Gobierno, veinte y cuatro horas después de su solemne publicación o promulgación; y en los demás lugares del Estado en el mismo término después de publicación o promulgación; y en los demás lugares del Estado en el mismo término después de publicada en el que residiere su Ayuntamiento.

Éstas condiciones eran necesarias previamente para que los tribunales puedan aplicar las leyes; en consecuencia, sus disposiciones son únicamente para el futuro y de ninguna suerte tendrán efecto retroactivo.

El Poder Ejecutivo residiría en un Gobernador que debería ser ciudadano en ejercicio de sus derechos, mayor de 30 años, natural de alguno de los estados de la Federación y vecino de éste 5 años antes de ser electo. Quedaban  excluidos los empleados de la Federación y los que gozaren del fuero eclesiástico o militar. El Gobernador duraría en su encargo 4 años y no podría ser reelecto hasta que haya pasado igual periodo. El Congreso le asignará el sueldo que debía disfrutar antes de su nombramiento. Si se omitiere esta asignación, el sueldo sería el mismo que disfrutó el Gobernador anterior.

La elección de Gobernador propietario y suplente se hará por los electores secundarios de Partido en dos personas, en el mismo día, y después de concluida la de diputados. Los votos para tal elección se emitirían individualmente y no por Juntas. Las actas de esta elección y las de diputados, se remitirían por los presidentes de las Juntas respectivas al Congreso, si estuviera reunido, o a la Diputación Permanente.

En los partidos que no correspondiera hacer elección de diputados, se reunirían también los últimos colegios electorales para nombrar únicamente Gobernador propietario y suplente. El día 20 de noviembre del año anterior al que corresponda la elección de Gobernador, el Congreso nombraría una comisión de su seno que revisare las actas y diese cuenta dentro del tercer día. En éste calificaría las elecciones, haría la computación de votos individuales, y declararía Gobernador propietario al que hubiere reunido mayor número de votos, y suplente al que resultara con la misma mayoría después del primero. En caso de reunir dos o más igual número de sufragios, el Congreso elegiría a uno y otro de entre estos mismos. Se publicaría luego el nombramiento de Gobernador propietario y suplente, y el periodo de sus funciones comenzaría el 1° de Enero siguiente.

Las fallas del Gobernador se cubrirían por el suplente; las de éste por el que el Congreso nombre estando reunido, o por el Presidente de la Diputación Permanente, si la falta no excediera de un mes, pues en este caso sería convocado el Congreso para elegir.

En caso de fallecimiento o falta absoluta del suplente, se mandaría hacer nueva elección en la forma prevenida en el artículo 63, a no ser que faltasen menos de seis meses para la elección constitucional, en cuyo caso continuaría, la persona electa por el Congreso.

El Gobernador que terminare su periodo presentaría al Congreso una memoria en que diese cuenta de toda su administración.

En Artículo 72 de esta Constitución zacatecana de 1852, se estipula el refrendo de los actos del Ejecutivo, al señalar que todas las órdenes y decretos del Gobernador deberían firmarse por el Secretario, y sin este requisito no se obedecerían.

El Gobernador del Estado, durante el tiempo de su empleo, solo sería responsable por delito de traición contra la independencia nacional o forma establecida de Gobierno, por cohecho o soborno, por actos dirigidos a impedir las elecciones de diputados, su reunión o el ejercicio de las atribuciones del Congreso; por usurpación del Poder Judicial, y por delitos contra la libertad de imprenta. Después de haber cesado en sus funciones, podía ser acusado ante el Congreso por toda clase de delitos que hubiese cometido en el ejercicio de su empleo.

El Gobierno para todo el despacho y giro de los negocios de su inspección, tendría un Secretario, que se denominaría Secretario del Despacho de la Gobernación de Zacatecas. Sería el jefe de la Secretaría y correrían a su cargo todos los negocios del Gobierno del Estado, fuesen cuales fueren. Debía ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos, de 25 años de edad a lo menos, nacido en cualquiera Estado de los de la Unión y vecino de éste con 5 años antes de su nombramiento.

1.2.3.1. Gobierno Político Interior de los Partidos

Existirían ayuntamientos y juntas municipales elegidos popularmente en los pueblos del Estado, para su gobierno interior y régimen municipal; sus atribuciones, el número de individuos de que debiesen componer y la base de población que fuese necesaria para establecerlos, se fijaría en el reglamento económico político.

En cada cabecera de Partido se designaría a un Jefe Político que nombraría el Gobierno de entre los individuos que en las diferentes ternas le propusiesen los respectivos ayuntamientos y juntas municipales, y su duración sería de cuatro años, pudiendo ser reelecto indefinidamente.

En el mismo reglamento se detallarían las atribuciones de éstos funcionarios, y el sueldo que deberían disfrutar.

Para ser Jefe Político se requería ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos, mayor de 25 años de edad, natural o vecino del Estado.

Las atribuciones de los ayuntamientos y juntas municipales eran: informar al Congreso o manifestar su opinión en todos los proyectos de ley, de su reforma o derogación, que se les remitiesen sin que pudiesen sancionarse sin oírlos en los términos que previniera la presente Constitución; la policía de orden, la de instrucción primaria, la de beneficencia, la de salubridad, la de seguridad, la de comodidad, ornato y recreo; y repartir las contribuciones o empréstitos que se señalaren a sus territorios.

1.2.3.2. La administración de Justicia en General

La justicia se administraría aplicando las leyes en las causas civiles y criminales. Su aplicación correspondería exclusivamente a los tribunales, y éstas funciones no podía ejercerlas en ningún casó, ni el Congreso, ni el Gobernador, ni tampoco podían avocarse causas pendientes ni mandar abrir juicios fenecidos.

Ningún hombre podía ser juzgado en el Estado, sino por leyes dadas y tribunales establecidos con anterioridad al acto por que se juzguen, y en ningún caso por comisión especial. Todo habitante del Estado debería ser juzgado por los mismos tribunales en los negocios comunes, civiles y criminales, y por las mismas leyes que determinarían la forma de los procesos, sin que autoridad alguna pudiera dispensarlas. Los eclesiásticos y militares continuarían sujetos a las autoridades a que lo están, según las leyes vigentes en la época.

Los tribunales no estarían facultados para interpretar las leyes ni suspender su ejecución. Todos los asuntos judiciales del Estado se terminarían hasta su último recurso dentro de su territorio. Ningún negocio tendría más de tres instancias y otras tantas sentencias definitivas; según la naturaleza de los asuntos, se determinaría por la ley la que cause ejecutoria. Así, como ningún juez que hubiese sentenciado en alguna instancia, sentenciaría en la otra. La justicia se administrará en nombre del Estado, y bajo la forma que prescribe la ley.

Todo hombre tendría derecho para recusar a los jueces sospechosos, así como para pedir la responsabilidad a los que demoren el despacho de sus causas, o no las sustanciaran con arreglo a las leyes. Produciría acción popular contra los jueces que cometieran o incurrieran en soborno, cohecho y la prevaricación.

El Poder Judicial se depositaría en un Tribunal Supremo de Justicia y en los Jueces de 1era Instancia que estableciera la ley. Los nombramientos de los magistrados y Fiscal del Supremo Tribunal de Justicia se harían en lo sucesivo por el Congreso a propuesta en terna del Gobierno. El nombramiento de interinos se haría por todo el tribunal si la falta no excediese de un año  y así fuere se haría en los términos que estableciese el Congreso a propuesta en terna del Gobierno.

Las salas primera y segunda conocerían alternativamente de los negocios que ocurrieran en segunda instancia; de la tercera conocería lo que no hubiere conocido en segunda. La ley secundaria podría reformar lo dispuesto en este párrafo.

Los nombramientos de Jueces de Letras se harían por el Supremo Tribunal a propuesta en terna de los Ayuntamientos y Juntas Municipales del Partido.

Por ministerio expreso de la ley, se podía crear nuevos Jueces de Letras en las municipalidades donde lo creyera necesario para la buena administración de Justicia, haciéndose en este caso la postulación por el ayuntamiento y juntas municipales respectivas.

En ningún negocio civil o criminal habría recurso de nulidad; más los jueces serían personal y pecuniariamente responsables de los daños que se ocasionen a las partes por la falta de los trámites esenciales en la sustentación de los juicios.

El Supremo Tribunal de Justicia conocería en primera, segunda y tercera instancia de las causas que se formen, previa declaración del Congreso, a los diputados, al Gobernador, a los individuos de] mismo tribunal, y al Secretario del Despacho. Si se hubiere de formar causa a todo el Supremo Tribunal de Justicia, ésta se sustanciará en primera, segunda y tercera instancia por un tribunal que se nombraría por el Congreso en el primer mes de su renovación, compuesto del número de individuos y de las salas que designaría una ley particular.

Para ser individuo del Supremo Tribunal de Justicia, se requería ser ciudadano en el ejercicio de sus derechos, natural de cualquiera de los estados de la Federación, mayor de 25 años de edad, con 2 a lo menos de residencia y abogado recibido.

Pero se podría suspender la disposición, en cuanto a que la residencia en el Estado sea de dos años antes de la elección, hasta que a juicio del Congreso hubiese en el Estado suficiente número de letrados, pudiendo mientras tanto elegirse de fuera de él, teniendo las demás circunstancias.

Durarán 6 años los magistrados, pudiendo ser reelectos indefinidamente. Serían responsables de sus procedimientos en el desempeño de su oficio.

Su sueldo lo señalaría el Congreso, antes de que tomaren posesión de su empleo, y para verificarse éste prestarían juramento de observar la Constitución Política del Estado, y desempeñar religiosamente las obligaciones de su encargo.

1.2.3.3. La Hacienda Pública del Estado

Las contribuciones de los habitantes del Estado, exigidas conforme a la ley, formarían la Hacienda Pública. No podrían establecerse ninguna contribución sino para cubrir los gastos del Estado.

Sólo el Congreso podía establecer contribuciones y derogar o alterar su método de recaudación y administración.

La Administración General de Hacienda correspondería a las oficinas que estableciera la ley. 

En la tesorería del Estado ingresarían todos los caudales que produjeran las contribuciones; y no se pasaría en data a esta oficina gasto alguno, si no tuviera previa autorización por la ley.

1.2.3.4. La observancia de la Constitución

y modo de reformarla

Publicada la Constitución sería obligatoria a todos los funcionarios y habitantes del Estado sin que el Congreso ni autoridad alguna pudiese dispensarla.

Todas las autoridades, funcionarios y empleados públicos, sin excepción de clase alguna, jurarían cumplir y hacerla cumplir.

Las reformas que se propusieran a esta Constitución, se tomarían en consideración seis meses después, de manera que siempre haya este tiempo de intervalo entre la proposición y la discusión. 

Para que una reforma se tuviera por aprobada, se necesitaba la concurrencia de los votos de las dos terceras partes y uno más de los diputados presentes. El Gobierno no podía ejercer el veto en las reformas constitucionales.

Quedan integradas en esta Constitución, la sancionada en 14 de diciembre de 1832, y la Acta de Reformas de 11 de julio de 1850, y derogados por consiguiente todos los artículos que no estuviesen comprendidos en ésta.

Se aprobó en el salón de sesiones del H. Congreso de Zacatecas a los 31 días del mes de Marzo de 1852, firmando por el Partido de Nieves, Pedro Alonso; por el Partido de Villanueva, Pedro Sánchez; por el Partido de Zacatecas, Juan Arteaga; por el de Aguascalientes, Jesús Terán; por el de Sombrerete, Eustaquio Canales; por el de Calvillo, Carlos Barrón; por el de Fresnillo, Ramón Talancón y José María de la Torre; por el de Villanueva, Roque Ochoa; por el de Juchipila, Juan Ruvalcaba; por el de Jerez, Genaro Ramón Arbide; por el de Zacatecas, Casimiro Cenóz.

1.2.4.
Constitución Política del 

Estado de Zacatecas de 1857

Este ordenamiento constitucional fue proclamado también en el nombre de Dios y, con la autoridad del pueblo zacatecano, por los representantes del Estado, reunidos en virtud de lo que disponía la Constitución Política de la República Mexicana, dada el 5 de febrero de 1857. Esta nueva Constitución zacatecana fue firmada, el 27 de octubre de 1857, por los Diputados Constituyentes Francisco de Borja Balaunzarán, presidente y diputado por el Partido de Fresnillo; Luciano de la Rosa, vicepresidente y diputado por Pinos; José M. Castro, diputado por el Distrito de Zacatecas; Francisco Javier de la Parra, diputado por Sombrerete; Jesús González Ortega, diputado por Villanueva; Refugio Vázquez y Antonio Borrego, estos dos últimos fungieron además como secretarios, el primero resultó diputado por Juchipila y el Segundo por Jerez. Fue promulgada el 5 de noviembre del mismo año, siendo Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, Victoriano Zamora.

Su estructura quedó dividida en ocho títulos y 85 artículos, tres de los cuales fueron transitorios. Estableció novedosamente, y en concordancia con la Constitución federal, el reconocimiento, respeto y garantía a los hombres en el uso y goce de sus derechos naturales. Ratificando además como forma de gobierno la republicana, representativa, popular y federal.

1.2.4.1.
Garantías, derechos naturales y ciudadanía

Reconoció como habitantes del Estado de Zacatecas, a todos los que de hecho pisaran su territorio, y los que tuvieran su residencia fija en él. Señaló, asimismo, como extranjeros a todos aquellos que lo fueran respecto al resto de la república. Prescribió que los ciudadanos zacatecanos serían los habitantes del Estado que residiesen habitualmente en él y reunieran los requisitos que a tal efecto imponía la Constitución General de la República en la sección 4ta, título I.

1.2.4.2.
Territorio y régimen municipal

Acerca del origen de los poderes públicos y de la forma de gobierno en el Estado, estableció que la facultad que la Constitución de la república concedía a los Estados federados para que organizaran su administración interior, residía esencialmente en los ciudadanos del propio Estado de Zacatecas, y estos la ejercían a través de sus mandatarios, los cuales se elegían al efecto según sus leyes.

Acerca de la forma de gobierno se reiteró el republicano, representativo, popular y federal; así como también en la división clásica de poderes.

Determinó que el Estado de Zacatecas se integraría territorialmente por 12 partidos, con lo cual se modificó la determinación de la anterior de 1852, en: Zacatecas; Fresnillo; Sombrerete, con los pueblos de Nueva Tlaxcala y San Andrés del Teul; Nieves; Mazapil; Pinos, con la Hacienda del Carro y Estancia Nueva; Villanueva; Nochistlán; Juchipila; Tlaltenango; Jerez y Ojocaliente, con las haciendas de Santa Elena, del Refugio y los ranchos inmediatos.  Aguascalientes dejó formalmente de pertenecer al territorio zacatecano.

1.2.4.3.
Reformas al Poder Legislativo
Se integraron en esta nueva Constitución importantes modificaciones en lo relativo a la elección e instalación del Congreso del Estado, en comparación con las Constituciones anteriores. Entre ellas podemos mencionar la restricción del período de ejercicio de los diputados a dos años y el proceso electoral proyectado de manera indirecta en primer grado.  Por otra parte, el Congreso no podría sesionar sin que estuvieran presentes más de la mitad de sus integrantes.  

Tendría además sólo un período de sesiones el cual comenzaría el 16 de septiembre y concluiría el 16 de febrero del año siguiente, pudiendo prolongarse treinta días más. Se dispuso que el gobernador debía asistir a la apertura del período de sesiones del Congreso para informar del estado en que se encontraba la administración pública. De igual forma, previo a la clausura del período de sesiones ordinarias, el Congreso nombraría una diputación permanente compuesta de tres diputados propietarios y otros tantos suplentes. También el procedimiento para la promulgación de leyes, como veremos enseguida, se transformó casi completamente.

La reforma y promulgación de las leyes locales, al igual que en la Constitución anterior, quedó como facultad particular de Congreso, pudiendo presentar iniciativas tanto el gobernador como el Supremo Tribunal de Justicia, las Asambleas Municipales y en general todos los habitantes de Zacatecas.  También en contraste con la Constitución de 1832, se ordenó que, cuando fuera presentado algún proyecto de ley o se quisiera reformar el contenido de la Constitución, era menester aprobar su discusión en el Congreso, se pasaría copia de él al ejecutivo para que en el término de diez días formulara las observaciones que estimase convenientes; vencido este término se iniciaría la discusión en lo particular del proyecto.

En esta nueva disposición, ya no se pedía a los ayuntamientos su opinión respecto a un proyecto de ley. Para la votación de cualquier ley o decreto debería estar presente la mayoría de las personas que integraban el Congreso; y cuando un proyecto de ley fuera desechado, no se podría proponer nuevamente sino hasta pasado un año. Las leyes aprobadas y promulgadas empezaban a surtir sus efectos veinticuatro horas después de su publicación, y no tenían efecto retroactivo alguno.

Inclusive, las facultades y atribuciones del Congreso sufrieron ciertas adiciones, como la de computar los sufragios y declarar gobernador propietario; determinar si hubiera o no lugar a formación de causa en los delitos comunes contra los diputados, y si fueran o no responsables los diputados, el gobernador, el secretario de gobierno y los ministros del Tribunal Superior de Justicia que fueren acusados ante el Congreso; también se le reconoció al Congreso facultades para formar nuevos Partidos y municipalidades.

La Diputación Permanente tenía además a su cargo las atribuciones de asistir al Consejo del Gobierno del Estado; vigilar que las leyes se cumpliesen e informar al Congreso de las infracciones cometidas; convocar las sesiones extraordinarias cuando algún motivo grave lo exigiese, o así lo solicitase el gobernador, y también el recibir los decretos y proyectos de ley.

1.2.4.4.
Reformas al Poder Ejecutivo

El Poder Ejecutivo del Estado recaía también en el Gobernador, el cual duraría en su cargo cuatro años, y no podría reelegirse sino hasta pasados otros tantos más después de su período. Su elección de éste sería indirecta en primer grado, y al terminar su cargo quedaba obligado a presentar al Congreso un informe de su administración. Residiría en la capital del estado, y para separarse de su cargo temporalmente, necesitaba una licencia expedida por el Congreso o la Diputación Permanente.

Entre otras facultades y deberes, el gobernador tenía a su cargo nombrar a las personas que administraran la hacienda pública, y a todas aquellas cuyo nombramiento no fuera expresamente conferido a cualquier otra autoridad; además podía imponer multas que no excediesen de quinientos pesos a quienes desobedecieran sus órdenes.

El gobierno del Estado contaría con un Secretario de Despacho, cuyo titular debería poseer una instrucción regular y honrosos antecedentes. Entre otras cosas, tendría su cargo firmar todas las órdenes, reglamentos y decretos del gobernador.

1.2.4.5.
Régimen interior, territorial y municipal

El capítulo denominado Del Gobierno Interior de los Partidos se reformó en su totalidad; en las nuevas disposiciones se prescribió que en cada cabecera de Partido habría un Jefe Político que duraría en su cargo cuatro años; sería nombrado popularmente y no podría reelegirse sino hasta que transcurriera término equivalente. Además se estableció que las municipalidades que solas o reunidas con otras, bien por su situación topográfico, o por el número de sus habitantes —que excediera de veinte mil— o por los recursos que su industria, su comercio y su riqueza territorial hicieran ingresar, podían convertirse en Partidos, y serían elevadas a este rango por el Congreso, si ellas lo solicitaran, oyéndose previamente al gobierno.

1.2.4.6.
Reformas en materia de justicia

No todas las disposiciones referentes al Poder Judicial fueron reformadas, especialmente en lo que competía a las garantías procesales, únicamente fueron dos los artículos modificados en los que se estableció que ningún negocio tendría más de dos instancias, y que no existiría el recurso de nulidad.

El nombramiento de los magistrados y fiscal del Tribunal Superior de Justicia y el de los jueces de primera instancia se haría por el gobierno de entre una tema propuesta por el Congreso. Dentro de los requisitos exigidos para tales cargos, se pedía que debían ser ciudadanos en ejercicio de sus derechos, nativos o vecinos del Estado, mayores de treinta años y con experiencia profesional mínima de seis años como abogado en cualquier parte de la república.

Para el caso de los jueces de primera instancia, se reiteran los mismos requisitos con excepción de la experiencia, bastando estar titulado como profesional del Derecho y tener veinticinco años de edad como mínimo.

El capítulo reservado a los tribunales fue reformado totalmente. En sus nuevos contenidos se estableció: que el Poder Judicial se depositaría en un cuerpo colegiado denominado Supremo Tribunal de Justicia, y en los jueces de primera instancia. El cuerpo colegiado sería nombrado por el gobierno de entre las temas que le presentara el Congreso, y los interinos por el tribunal.

Otra de las novedades contenidas en esta Constitución, fue el capítulo denominado De la Responsabilidad de los Funcionarios Públicos, en el cual se hizo mención de los delitos en que podían incurrir aquellas personas que gozaban de fe pública. Los delitos, en este sentido, podían ser del fuero común u oficiales.

1.2.4.7. Hacienda, seguridad pública

y régimen burocrático

En el capítulo de la Hacienda Pública se crearon dos nuevas disposiciones, en las cuales se establecieron las contribuciones que debían ser pagadas por los zacatecanos, debiendo ser decretadas por el Congreso, y además que todo empleado de hacienda será responsable de todos aquellos gastos que hicieren y que no hayan sido previamente autorizados por el Congreso.

Por otra parte la seguridad pública del Estado se confirió a una fuerza —la Guardia Nacional en servicio activo—, cuyo número de miembros lo determinaría el ejecutivo en el presupuesto general de gastos, sin perjuicio de que dispusiera de la Guardia Nacional en asamblea para los casos extraordinarios que ocurrieran.

En las disposiciones generales, se estableció prudentemente que ningún empleo público era propiedad del individuo que lo servía, sino su encargo.  Entre el Estado y el empleado que le sirve sólo se reconocía la mutua obligación de que aquél pagara y éste sirviera; cesando el servicio, cesaba toda obligación de pago, sin que nadie tuviera derecho a pensión o jubilación.

Además ninguna persona podía desempeñar dos empleos de gobierno, con la excepción de que alguno de ellos se dedicara a la enseñanza pública.

El derecho de vecindad, por otro lado, para los efectos civiles, políticos y judiciales, se adquiría con la residencia de dos años en el Estado. Los empleados y corporaciones del Estado que hubieran sido elegidos popularmente empezarían sus funciones el 16 de septiembre. En el último capítulo se asentó que no se reconocía otra ley fundamental para el gobierno interior del Estado, que la Constitución local y ninguna autoridad podría dispensar su observancia.

No autorizándose además ninguna reforma a la Constitución, si no proviniese de una votación de las dos terceras partes de las asambleas municipales y por la misma proporción de los Diputados que integrasen el Congreso.

1.2.5.
Constitución Política del 

Estado de Zacatecas de 1869

Esta Constitución, como las anteriores, fue proclamada en el nombre de Dios y con la autoridad del pueblo zacatecano; el Congreso del Estado decretó remitirla al ejecutivo para su promulgación el 6 de enero de 1869.  Su estructura quedó seccionada en ocho títulos y un total de 82 artículos. Fue promulgada por el Gobernador Constitucional, Trinidad García de la Cadena el 12 de enero del mismo año.

A la sazón, eran miembros del Congreso los diputados Rafael G. Femiza, vicepresidente y diputado por Villanueva; Manuel G. Solana, diputado por Pinos; Julián Torres, representando al Partido de Jerez; Joaquín S. Román, diputado por Tlaltenango y fungiendo como segundo secretario; Manuel Ortega, por Fresnillo; Gregorio Castanedo, por Nochistlán de Mejía; Ramón Talancón primer secretario, por Mazapil; y F. Acosta representando al Partido de Sombrerete; Mariano García de la Cadena por Juchipila; Luis G. García, por el Partido de Ojocaliente; el Partido de la Capital fue representado por Gabriel García y; Joaquín Román por Nieves.

De manera general puede decirse que las reformas que se hicieron a la anterior Constitución de 1857 fueron mínimas, por tal motivo la esencia de esta nueva fue muy similar a su precedente. A continuación trataremos el sentido de las pocas reformas realizadas.

1.2.5.1. Principales reformas

Respecto a la forma de gobierno no se modificó en lo más mínimo pues continúo siendo la republicana, representativa, popular y federal. Asimismo sobre las facultades del Congreso, sólo una fue modificada; ahora aparte de computar los sufragios y reconocer formalmente al gobernador electo, el Congreso también nombraría a los diputados, a los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y a los jueces de primera instancia.

Los ministros y el fiscal del Supremo Tribunal, así como los jueces de primera instancia serían elegidos popularmente en primer grado y no por el gobierno como se establecía en las constituciones anteriores de 1825, 1832 y reforma de 1852.

Otra novedad consistió en que el Congreso del Estado debía establecer las bases conforme a las cuales el ejecutivo podía celebrar empréstitos sobre el crédito del Estado, a más de aprobarlos contratos respectivos y reconocer y mandar pagar las deudas que el Estado contrajera.

En lo que tocaba a la reforma constitucional no tendría validez, sino por el voto de las dos terceras partes de las asambleas municipales, manteniendo criterios similares a la Constitución precedente.

1.2.6.
Constitución Política del Estado 

de Zacatecas de 1910

Declaró que el pueblo zacatecano, representado por su Congreso, decretaba la nueva Constitución Política. Fue aprobada el 3 de febrero de 1910. Se estructuró por ocho títulos y un total de 80 artículos. Fue promulgada por el gobernador Francisco de P. Zárate y firmada por los diputados José A. Castanedo; Luis Canales, vicepresidente; Jesús María Castañeda; Sixto Dena; Zeferino Borrego; Antonio Urrutia; Rafael García; Ramón Romero; Luis Elías Alatorre; Luis Escobedo; Félix Ponce, secretario; Luis F. Córdoba, secretario.

A diferencia de las anteriores, en esta Constitución no se invocó el nombre de Dios, sino que fue proclamada en nombre del pueblo zacatecano, representado por su Congreso local.

1.2.6.1.
Poder Legislativo y territorialidad

Dispuso que el territorio del Estado sería el que ya se encontraba delimitado en la Constitución Federal, y que una ley fijaría su división en partidos y municipalidades, aunque no especificó cuál sería esa ley orgánica.  Cabe recalcar, que debido a lo anterior esta Constitución no definió jurídicamente, como las anteriores, las partes que integraban el territorio del Estado. En contraste con la Constitución de 1869, —que mencionaba un solo período de sesiones ordinarias— en ésta se estableció que el Congreso tendría dos períodos ordinarios: el primero comenzaría el día 16 de septiembre y terminaría el 15 de diciembre, pudiéndose prorrogar hasta por treinta días más; el segundo daría principio el 1° de abril y concluiría el día último de mayo, pudiendo prorrogarse hasta por quince días más.  Prescribió que la elección de sus diputados sería de manera directa y en primer grado, sujetándose las elecciones a la respectiva Ley Orgánica Electoral.

En esta Constitución, se dispuso también que el gobernador debería asistir a la apertura de sesiones del Congreso y que informaría a éste acerca de la administración pública en general, debiendo informar también, por escrito, de la situación particular que guardaran los Partidos del Estado.

En los anteriores textos constitucionales las resoluciones del Congreso sólo tenían el carácter de ley o acuerdo económico; y en 1910 se hizo una adición, consistente en que dichas resoluciones también podían ser decretos. Por lo demás antes de cerrar sus sesiones ordinarias, debería nombrar una Diputación Permanente, y no sería cada año —como señalaba la anterior—, sino al terminar el período de sesiones ordinarias. Se agregó a lo anterior que cuando algún proyecto de ley fuere desechado, no se volvería a presentar sino hasta el siguiente período de sesiones; y no hasta que transcurriera un año como se establecía anteriormente.

En general, puede decirse, que las facultades y atribuciones del Congreso no sufrieron más reformas, únicamente fueron adicionadas tres más, que en lo esencial contenían:

I).- Establecer las disposiciones jurídicas conforme a las cuales podía el ejecutivo celebrar válidamente empréstitos sobre el crédito del Estado.

II).- Aprobar, en su caso, los convenios celebrados por el ejecutivo, relacionados con los conflictos por límites territoriales que se pudieran presentar con los Estados vecinos.

III).- Conceder al ejecutivo facultades extraordinarias cuando el caso lo ameritara, pero revisando posteriormente todos los actos que hubieran dimanado del uso de esas facultades para lo que hubiere lugar.

1.2.5.2.
Reformas del Poder Ejecutivo

Se generaron algunas modificaciones en lo relativo al funcionamiento y organicidad del Poder Ejecutivo del Estado. Por ejemplo que el gobernador duraría en su cargo cuatro años, sin que pudiera reelegirse. Se derogó la disposición que establecía el código político anterior, consistente en la posibilidad de reelección toda vez que transcurriera un período inmediato.  Las faltas temporales del gobernador  serían suplidas bajo los principios siguientes: si el Congreso estuviera reunido, por la persona que éste designara; si estuviera en receso, por la persona que designara la Diputación Permanente. Si la falta fuere absoluta, la persona designada en los términos anteriores expediría un decreto en el cual se ordenaría que se erigiese en todo el Estado un nuevo gobernador, y éste duraría en su cargo el tiempo que le faltara al gobernador propietario.

Se creó una disposición, que ninguna de las constituciones anteriores había contemplado, relativa a que cuando el gobernador se separase de su encargo, durante el último de los años de su período de gobierno, no se haría ninguna convocatoria para elegir gobernador, sino que, en ese caso, sería facultad del Congreso o en su defecto de la Diputación Permanente, el hacer tal designación.

Cuando el gobernador quisiera ausentarse del territorio Estado o separarse de su empleo, necesitaría un permiso del Congreso o de la Diputación Permanente; pero cuando su ausencia no durase más de cuarenta y ocho horas, no necesitaría de dicho permiso. El gobernador tenía además como obligación, durante su encargo, visitar por lo menos una vez al año todos los Partidos del Estado, avisando de sus viajes al Congreso y en sus recesos, a la Diputación Permanente.

De las diferentes atribuciones concedidas al gobernador, por el régimen constitucional anterior, sólo fue reformada una de ellas, y se agregaron dos.  La reforma a que se hace mención primeramente estableció que era atribución del gobernador, además de promulgar, cumplir, hacer cumplir y ejecutar las leyes y cualesquiera otras resoluciones del Congreso, la de proveer en la esfera administrativa para su exacta observancia y hacer del conocimiento la legislatura local, las leyes que emanaran del Congreso de la Unión.

Las nuevas atribuciones del gobernador fueron la celebración de convenios sobre límites con los Estados vecinos, sometiéndolos a la aprobación del Congreso del Estado, y; decretar la expropiación por causa de utilidad pública.

El ejecutivo, para el giro de los negocios de su inspección tendría un secretario, el cual se denominaría Secretario del Poder Ejecutivo, cuyo encargado sería el jefe de la Secretaría y correrían a su cargo todos los negocios de su competencia.

Mientras que en la Constitución de 1869 se estableció como un requisito para el desempeño de este cargo tener 25 años de edad, en la de 1910 se incrementó la edad exigida a 28 años. Las faltas del Secretario debían ser suplidas por otro nombrado por el ejecutivo, y por el Oficial Primero cuando aquellas no sobrepasaran de tres meses.

1.2.6.3. Régimen municipal

En lo que atañe a los Partidos en que se dividía el Estado, el estatuto se mantuvo pero se dispuso que en sus cabeceras habría un Jefe Político, que duraría en su cargo cuatro años, y sería nombrado por el gobernador, y además este código derogó la disposición anterior relativa a la posibilidad de su reelección.

Además, cuando en alguna población del Estado existiesen más de 1,000 habitantes —la Constitución anterior fijaba un límite de 500— y menos de 4000, tenían derecho a constituirse en Congregación, regida por una Junta Municipal; y si el número de habitantes fuere de 4000 o más, se constituirían municipalidades. La anterior Constitución de 1869, establecía el límite de más de 2000 habitantes.

1.2.6.4
Reformas en materia de justicia

Mantuvo el principio procesal de que ningún negocio judicial —ya fuese civil o del orden criminal—, tendría más de dos instancias; se hizo una adición, estableciendo la procedencia del recurso de casación en contra de las sentencias ejecutoriadas; quedó también asentada la responsabilidad en que podían incurrir los jueces o magistrados, cuando no cumplieran con sus obligaciones, o bien aplicaran de manera inexacta la ley, y con ello ocasionaran perjuicios a las partes.

Por otra parte, la designación de los ministros titulares o interinos, de los jueces y del fiscal del Supremo Tribunal de Justicia, se seguiría haciendo por el propio tribunal y mediante elección directa en primer grado. En esta disposición se adicionó un párrafo, señalando que en caso de faltas absolutas de los ministros y fiscal, se procedería a una nueva elección.

De los requisitos que enumeró la Constitución de 1869 para ser magistrado del Supremo Tribunal de Justicia, no se reformó ninguno, sino que se agregaron dos más: ser abogado titulado y tener dos años de residencia en el Zacatecas.  En cuanto a los requisitos exigidos para que acceder al cargo de juez de primera instancia no hubo cambios, sino únicamente se hizo adición en lo relativo a que debían residir en el estado al momento de hacer su nombramiento. Según la Constitución de 1869, duraban en su cargo un período de cuatro arcos, pero en la de 1910 se extendió a seis; los jueces continuaban en su cargo por cuatro años; pudiendo reelegirse en ambos casos.

La Constitución de 1869 establecía, que la responsabilidad por los delitos oficiales, sólo podría exigirse durante el período en que el funcionario ejercía su cargo y hasta un año después, mientras que la de 1910, además de lo que acabamos de señalar, se incluyó que de no haberse promovido lo conducente para exigir tal responsabilidad, el delito no podría prescribir sino en plazos específicos y conforme a las disposiciones particulares sobre prescripción de las acciones penales que estableciera la ley de la materia.

La vecindad, como requisito para el desempeño de algún cargo público, se adquiría con una residencia de dos años en el territorio estatal. Y todos los funcionarios del Estado que fueren de elección popular, con excepción de los magistrados y de los jueces, entrarían en el ejercicio de su encargo el día 16 de septiembre del año que correspondiera.

Las adiciones que tuvo la constitución de 1910 fueron hechas en los artículos 59, 65, 69, 71, 72, 74, 75, 98, 102, 122, 123, 124, 125 y por último el tercero transitorio.

Capítulo II:

Constitución Política del

Estado de Zacatecas de 1918

2.1.
La Constitución zacatecana 

de la revolución mexicana

La revolución mexicana de 1910, finalmente expresó sus demandas en la Constitución de 1917, y en Zacatecas impactó a los jóvenes regímenes en la urgencia de objetivar con sus peculiaridades dichas ofertas políticas y económicas, a la par  de lograr erigirse en los rectores de la vida social del estado.

Por razones de acotar el contexto de la promulgación de esta Constitución local, señalaré que de la estructura del derecho surgido de la revolución mexicana, en la etapa comprendida entre 1917 y 1929 en el estado de Zacatecas, plantea algunos problemas debidos a las peculiares características del derecho de esta época. Las cuales se manifiestan concretamente en los conflictos suscitados entre los diversos grupos sociales y las necesidades de los gobiernos locales de este período.

Los jóvenes gobiernos revolucionarios enfrentan el imperativo de erigirse en los representantes hegemónicos de los grupos sociales locales; también enfrentan la necesidad de adecuar el universo jurídico federal al estado de Zacatecas por entonces involucrado en los grandes procesos nacionales. Por ello el año de 1917 ‑en el cual se inicia la vigencia de la constitución revolucionaria‑ se convierte en el punto de inicio de este período.

El derecho típico de esta época procura la satisfacción inmediata de las demandas sociales, prioritarias. En materia agraria se promovió el reparto de latifundios mediante la institución de procedimientos jurídicos expeditos para el fraccionamiento.

Pero el fomento de la pequeña propiedad rural, como concesión a requerimientos de grupos sociales, apareció de manera decidida; definiéndose las características legales de ésta.

Otro signo de las tendencias legislativas de la época que comentamos, fue la creación de bases que institucionalizaron al nuevo estado revolucionario a nivel local. Esta tarea fue paralela a la pacificación regional mediante la materialización paulatina de algunos postulados sociales de la revolución.

Por ello, fundamentalmente se legisló en materia social y pública, ocupando un prominente lugar el derecho agrario, con seis leyes que fueron creadas desde el año de 1917 a 1929; así como el derecho laboral, en cuya materia se publicaron tres ordenamientos; el derecho público con quince, lo cual revela la preocupación esencial de los gobiernos locales por consolidar la pacificación del pueblo y la estructuración de un estado que delineara con urgencia algunos postulados más inmediatos de la revolución, para así obtener dos resultados: por un lado la legitimación local de la revolución, así como su concatenación en la dinámica nacional y, por otro lado, convertir al incipiente estado revolucionario en el rector de la vida política, económica y social, frente a los grupos de poder locales. Además y para precisar, lo primero que se legisló en Zacatecas, después de la revolución mexicana y de la Constitución federal del 17, no fue precisamente la Constitución local, sino una ley agraria.

Pero ubiquémonos, desde el surgimiento del movimiento maderista,  encontró apoyo en Zacatecas, y principalmente entre la gente que había sido simpatizante del exgobernador García de la Cadena. Además, quien fuera personaje importante en la política durante el porfiriato, Jesús Aréchiga, quien se encontraba distanciado del régimen, apoyaba abiertamente a Madero y su hijo será uno de los pocos personajes de la alta sociedad zacatecana que se deja ver en el mitin de Madero en la capital del Estado.

Madero incluyó en su gira como candidato a la Ciudad de Zacatecas, en la que estuvo el 23 de marzo de 1910. El Gobernador Francisco P. Zarate, no permitió la celebración del mitin que tenía previsto. Al notar que su prohibición constituía una violación a la Constitución General, Zarate respondió: 

“A mi no me importa la Constitución, lo que me importa es cumplir las instrucciones que tengo para mantener la tranquilidad del Estado”

Con el triunfo de la causa maderista se inició para el país un periodo de democratización, sin precedentes en su historia.

El Partido Católico Nacional, ya formalmente constituido, contaba con direcciones regionales en todo el país, Zacatecas junto con el Estado de México y el territorio de Tepic, fueron las regiones de mayor influencia de dicho Partido en la Cámara de Diputados Federal. Lo anterior, nos demuestra la influencia del clero mexicano en la política, así como la incipiente limpieza en las elecciones y el espíritu democrático y político del pueblo zacatecano.

Con la muerte de Madero, se reinició la lucha armada que pretendió el regreso al orden Constitucional y el abandono de Huerta a la Presidencia de la República.

Zacatecas, al igual que la mayoría de los Estados de la República reconoció el régimen instalado por Victoriano Huerta, solo el gobernador de Coahuila y la Legislatura de Sonora se opusieron  a dicho reconocimiento.

Nuevamente por su situación geográfica del Estado de Zacatecas fue el constante paso de los revolucionarios. Reanimada la lucha por el asesinato de Madero y unidas las fuerzas de Carranza y de Francisco Villa para derrocar al usurpador y restablecer el orden Constitucional, la fuerza del Norte se convirtió en un poderoso ejército. Huerta concentró en la ciudad de Zacatecas, al ejército federal en el último intentó de contener dicho avance.

La Toma de Zacatecas fue importante desde dos puntos de vista; primero, porque fueron vencidas las tropas federales que significaban el mayor obstáculo huertista para el avance  de las tropas constitucionalistas hacia la capital del país; y segundo porque marca el inicio de los desacuerdos entre  Villa y Carranza.

Al triunfo de la Revolución y una vez restablecido el orden constitucional, fue electo gobernador del Estado el General Enrique Estrada, quien inició el  fraccionamiento de los latifundios y promulgó la primera Ley Agraria del Estado el 20 de Noviembre de 1917, como ya lo habíamos señalado.

Con el fin de adecuar la Constitución local a la nueva Constitución Federal, fue expedida esta nueva Constitución la cual se firmó en el Salón de sesiones del H. Congreso del Estado el 9 de enero de 1918 por los Diputados: Leopoldo Estrada, Isaac Magallanes, Teodoro Ramírez, Quirino E. Silva, Juan Z. Aguilar, Julián Adame, Daniel Hurtado, Ignacio López Nava, José Inés Ortega, Jesús Sánchez, Bruno López, Manuel Viadero Armida, Adolfo Villaseñor y José Cervantes. Fue promulgada por el Gobernador interino José Trinidad Luna Enríquez el 12 de enero del mismo año. 

La Constitución Política del Estado de Zacatecas fue promulgada el 12 de Enero de l918. La estructura de esta Ley se integró por 10 Títulos, en 21 Capítulos y un total de 105 artículos.

El Título Primero señala cuáles serían las garantías individuales de que gozarían los ciudadanos zacatecanos, remitiéndonos así a las que reconoce la Constitución general de la república, en su Título Primero y Capítulo I, señalando que son los habitantes los que residan en el Estado y los que pisen el mismo, así como su bienes estarán protegidos por sus leyes.

También distingue quienes son extranjeros, al igual que señala a los ciudadanos del Estado como aquellos originarios y los ciudadanos mexicanos como aquellos que se encuentran en el Estado con una residencia de un año.

En su numeral sexto, nos remite a la Constitución general de la república, para señalar cuales son las prerrogativas y obligaciones de los ciudadanos, así como también señala como se pierde la misma en los artículos 31, 35, 36 y 37 de éste máximo ordenamiento jurídico local.

El Título segundo, estipula que la soberanía del Estado reside esencial y originalmente en el pueblo, el cual es libre y soberano en lo que concierne a su régimen interior; esto significaba, que podía hacer todo aquello que la ley le permitiera, siempre y cuando no afectase los intereses propios o de particulares. Declaró que su forma de gobierno sería republicana, representativa y popular; postula el concepto americano de soberanía y la división clásica de poderes, teniendo como base su división territorial, su organización política y administrativa al municipio libre.

Señaló, como novedad y concordancia con la Constitución federal, la desaparición de la organización territorial en Partidos y con ello los Jefes Políticos, como autoridades intermedias entre los municipio y las autoridades estatales, de esta manera, las partes integrantes del territorio del Estado serían 51 municipios: Apulco; Apozol, Atolinga, Calera; Concepción del Oro; Ciudad García; Chalchihuites; El Carro; El Plateado; Estanzuela; Fresnillo; Guadalupe; Huanusco; Jalpa; Juchipila; Morelos; Monte Escobedo; Mazapil, Mezquital del Oro; Moyahua; Momáx; Nieves; Noria de Ángeles; Nochistlán, Ocampo; Ojocaliente; Pánuco; Pinos; Rió Grande; San Juan Bautista del Teúl; San José de la Isla; San Pedro Piedra Gorda; Susticacán; Sombrerete; Saín Alto; San Andrés del Teúl; San Miguel del Mezquital; San Juan del Mezquital; Santa Rita; Sánchez Román; San Francisco de los Adame; Tepechitlán; Tepetongo; Veta Grande; Valparaíso; Villa del Refugio; Villa García; Villa de Cos; Villanueva y Zacatecas. 

El Título Tercero referente a la División de Poderes, entendía ésta como lo señalaba el filósofo Montesquieu (1689-1755):

“Se debe de asignar a un grupo de ciudadanos el poder de elaborar las leyes; a otro, el de ponerlas en vigor y vigilar que se cumpla; y a un tercero el de interpretarlas, resolver los conflictos que plantea su aplicación y castigar a los infractores por no cumplirlas. Estos tres poderes se llaman respectivamente, Legislativo, Ejecutivo y Judicial”

El artículo 13 de la Constitución de referencia, señalaba la división de clásica de poderes en Legislativo, Ejecutivo y Judicial.

El Poder Legislativo corresponde al Congreso Constitucional del Estado formado por la Cámara de Diputados; el Poder Judicial está depositado en el Supremo Tribunal de Justicia y en los Tribunales que dependen de ella; el Poder Ejecutivo radica en el Gobernador del Estado. Declarando que no podían reunirse dos o más poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en menos de quince individuos, al igual que la federal.

El Ejecutivo tiene como máximo representante al Gobernador del Estado, Legislativo es el encargado de aprobar, derogar o suprimir cualquier decreto, ley o acuerdo en su caso y por último el Poder Judicial que es el encargado de la administración de justicia.

El Congreso Constitucional del Estado, se integraría por representantes electos por el pueblo y en representación de uno por cada 30,000 mil habitantes o fracción mayor a veinte mil, no siendo menor de 15 diputados, los cuales durarían en su cargo cuatro años.

El Estado se dividía en Distritos Electorales, como jurisdicción que en cada uno de sus respectivos municipios se podía determinar lo relativo a la elección de los poderes públicos del Estado.

En cada una de los distritos electorales se elegirá un diputado propietario y un suplente, el primero deberá tener residencia no menor de un año en tal distrito y ser vecino del mismo.

Dentro de los requisitos que se señalan para ser diputados, se mencionan: ser mexicano por nacimiento y ciudadano zacatecano; residencia de 5 años antes del día de las elecciones, para aquellos que no fuesen nativos del Estado; tener 25 años cumplidos el día de la elección; no estar en servicio activo, ni desempeñar cargo público; no estar en ningún cargo en el Gobierno del Estado —Secretario General de Gobierno, Procurador de Justicia del Estado—, entre otros.

Para el desempeño de otro cargo que no fuere el de representante popular, el Diputado tenía que pedir permiso al Congreso o a la Diputación Permanente, en caso contrario la infracción sería la pérdida del carácter de tal. Éstos serían inviolables, es decir, que se les exime de responsabilidad por las manifestaciones que hagan y los votos que emitan en el ejercicio de sus funciones.

Cuando ocurriera la falta de un Diputado propietario, podía ocurrir el diputado suplente, siempre y cuando se suscitaran lo siguiente: que existieran faltas temporales o absolutas; cuando no se presentara oportunamente para la instalación del Congreso, cuando se dejare de concurrir por más de diez sesiones consecutivas, y por último en los que señalase el Reglamento Interior de la Congreso local.

Los diputados locales deberían ser mexicanos y ciudadanos zacatecanos, con 25 años de edad, entre otros requisitos que se precisan en esta Constitución.

El Congreso para abrir sesiones tenía que tener más de la mitad de sus miembros, éste tenía asignados tres períodos de sesiones ordinarias:

1).- Empezaría el 16 de septiembre y terminará el 1° de diciembre, prorrogable hasta el 31 del mismo mes.

2).- Otro, que iniciaba el 1° de Marzo y terminaría el 31 de Mayo, pudiendo prorrogase hasta por quince días más.

3).- Por último, un periodo de sesiones que iniciaría del 1° al 15 de Septiembre, para el sólo efecto de erigirse en Colegio Electoral; así mismo, para revisar los expedientes electorales y hacer la declaratoria de diputados y de Gobernador.

Al término de los dos primeros periodos, se nombraría una comisión llamada Diputación Permanente, la cual estaría integrada de tres Diputados en calidad de propietarios, y otros tantos en calidad de suplentes; en la actualidad recibe el nombre de Comisión Permanente, y funciona en los recesos de la Legislatura del Estado, y sólo por motivo urgente se convoca a sesiones extraordinarias, cuando así lo justifique la importancia del asunto.

El Gobernador podrá asistir a las sesiones ordinarias, pero únicamente para informar acerca de las ramos de la administración pública del Estado y municipios, esto lo realizaría de manera sucinta y por escrito.

Las resoluciones que el Congreso realizara tendrán el carácter de Ley, definida como toda resolución que en términos generales otorgue derechos e imponga obligaciones. Por su parte el Decreto, será aquella resolución, mandato u orden del Congreso que implique una declaración sobre casos particulares. Mientras que el Acuerdo, todas las demás resoluciones que tome la Cámara y que no tengan el carácter de ley o decreto.

Son competentes para iniciar leyes o decretos los Diputados del Congreso del Estado, el Gobernador, el Supremo Tribunal de Justicia, las Asambleas Municipales, y por último, todo ciudadano del Estado; en cuanto a la iniciativa popular, estas podrán ser admitidas para su discusión, aprobación y en su caso publicación, pero se les daría una primera y segunda lectura, y después de esto, se consultaría al Congreso para verificar si se admitía su discusión, pasando inmediatamente a la Comisión que le correspondiese. La ley o decreto serían promulgados por el Gobernador del Estado y publicada por los Presidentes Municipales en sus respectivas jurisdicciones.

La Constitución que analizamos, reconocía la facultad del Congreso local, para proponer Candidatos a Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de acuerdo con el texto original del artículo 96 de la Constitución Federal de ´17.

Una de las novedades en esta Constitución, respecto a las otras, lo constituyó la facultad del Congreso local para declarar, cuando hayan desaparecido las autoridades de algún municipio, que ha llegado el caso de convocar a elecciones extraordinarias para el restablecimiento de los Ayuntamientos.

Contuvo atribuciones en materia económica e impositiva, añadiéndosele la facultad de señalar contribuciones y concediéndose cobrarlos a los municipios, impuestos que en todo caso deberían ser suficientes para atender sus necesidades.

En lo que respecta al título quinto del Poder Ejecutivo del Estado, se depositaría en un solo individuo que se denominaría Gobernador del Estado de Zacatecas. Este duraría en su cargo 4 años, se elegiría por votación directa y entraría a ejercer su cargo desde el 16 de Septiembre del año de su elección.

El constituyente de 1918 reincorpora la facultad de veto al Ejecutivo local respecto a los proyectos de leyes o reformas que le turne al Congreso local. Lo subrayo, porque dicha  facultad le fue negada respectivamente en los textos constitucionales de 1857, 1869 y 1910.

Una vez más, se modificó el procedimiento para sustituir al Ejecutivo. Se estableció, que las faltas temporales serían suplidas por la persona que designase el Congreso o la Diputación Permanente. En caso de existir una falta absoluta y ocurriera dentro de los dos primeros años del periodo de gobierno, se nombraría un Gobernador Interino a fin de que convoque a elecciones para sustituir al Gobernador. Cuando ocurriera falta definitiva en los dos últimos años, la persona designada por el Congreso actuaría como Gobernador sustituto y por el tiempo restante del periodo. En caso de que la falta ocurriere en términos de dejar acéfalo al Poder Ejecutivo, el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia se haría cargo de él, para el sólo efecto de promulgar el decreto que expediría la Legislatura, nombrando a un Gobernador Interino.

Señala como fecha límite para presentar el presupuesto de ingresos y egresos al Congreso, el 1° de Noviembre de cada año.

Dado el caso de que declarasen desaparecidos las autoridades de algún municipio, correspondía al Ejecutivo del Estado, proponer ternas al Congreso para la elección del Presidente Municipal.

Establece la obligación del Ejecutivo para acatar y cumplir los fallos del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, así como proporcionar al Poder Judicial la ayuda que demande para el eficaz y rápido desempeño de sus funciones.

Se otorgaba al Ejecutivo —y aún así continúa— el mando de la fuerza pública del municipio en el que resida habitualmente o transitoriamente. Como una de sus facultades, se estableció que el Ejecutivo podía conceder dispensas de leyes relativas al Estado Civil; podía —y puede— indultar; conmutar o reducir la pena a los reos sentenciados por los Tribunales del Estado; así mismo, para nombrar y remover al Secretario General de Gobierno, informándose de ello al Congreso; y también podía nombrar empleados administrativos.

El Gobernador se auxiliaría para el despacho y tramitación de los asuntos de su competencia, por una persona denominada Secretario General de Gobierno; juntos el Gobernador como el Secretario, deberían firmar todas las ordenes, reglamentos, decretos y disposiciones generales, para que fuesen válidas.

Los requisitos para ser Secretario eran los siguientes: ser ciudadano mexicano por nacimiento; originario del Estado o vecino de él, con residencia de 1 año anterior a su nombramiento; contar con 30 años; ser persona ilustrada, de honrosos antecedentes; y en sus faltas temporales o absolutas, el Gobernador nombraría a quien lo sustituyera, y cuando éstas no excedieran de dos meses el cargo lo desempeñará el Oficial Primero de la Secretaría.

Con respecto al título sexto, que se refiere al Poder Judicial, se deposita en los Tribunales del Estado y en Jurados en delitos de imprenta.

Ningún negocio civil o mercantil tendría más de dos instancias, y serían responsables de los daños que ocasionen a las partes, ya sea por faltas en la tramitación en la substanciación o inexacta aplicación de a Ley por parte de los Jueces o de los Magistrados. La Justicia sería administrada en nombre del Estado y bajos las formas que estableciese la Ley.

La elección de los miembros del Tribunal Superior de Justicia se depositaba en el Congreso, dejando a dicho Tribunal la Facultad de nombrar y remover sólo a los Jueces de Primera Instancia y de los Municipios.

Conservó el Supremo Tribunal de Justicia, la facultad de iniciar leyes y de fungir como Tribunal de sentencia en los casos de delitos oficiales del Gobernador, Diputados del Congreso del Estado, Secretario General de Gobierno y Procurador General de Justicia del Estado.

El Supremo Tribunal tenía facultad de pedir y dar información sobre los ramos de su competencia al Congreso y al Gobernador, siempre que dichos informes no dañasen la administración de Justicia.

El Poder Judicial se ejercía a través del órgano denominado Supremo Tribunal de Justicia, que se integraba por Magistrados, Jueces de Primera Instancia, Jueces Municipales y demás inferiores que establece la Ley. Éste  órgano, estará integrado por 5 Magistrados propietario e igual número de suplentes, electos por el Congreso del Estado en funciones de Colegio Electoral, tal elección se realizará a los diez días siguientes de la instalación del Congreso en escrutinio secreto y por mayoría absoluta de votos. Las faltas temporales de los Magistrados serían cubiertas por los suplentes, y en el caso de ser absolutas se resolverían de igual forma, pero sólo mientras el Congreso procedía a realizar nueva elección.

Dentro de los requisitos para ser Magistrado se requería: ser ciudadano Mexicano, en ejercicio pleno de sus derechos; poseer título de abogado; gozar de buena reputación y haber residido en el Estado 1 año anterior al día de la elección y contar con 30 años cumplidos. Entrarían a ejercer su cargo el día 1° de Octubre, durando en él seis años, pudiendo ser reelectos; y para poder entrar en funciones, protestarían ante el Congreso o en sus recesos ante la Diputación Permanente.

El Supremo Tribunal de Justicia podía iniciar las leyes o decretos que tengan por objeto la administración de Justicia; conocer y emitir sentencia en los delitos oficiales; formar su Reglamento Interior; nombrar Jueces de Primera Instancia así como removerlos o destituirlos, etcétera.

Así también, conoce de negocios civiles y criminales, recursos que se sometan a su consideración, revisión de procesos que hubieren causado ejecutoria las sentencias o resoluciones definitivas, de la competencia entre Jueces Municipales o entre Jueces de Distritos Judiciales distintos, sobre contiendas de jurisdicción, solicitud de libertad preparatoria, y por último, los negocios que la ley someta a su consideración.

El capítulo tercero hace mención sobre los jueces de primera instancia y señala que estos se determinarían conforme a la Ley de Organización de Tribunales del Estado, con respecto a su número, competencia, atribuciones y deberes señalados en la misma. El artículo 73 señalaba cuáles son los requisitos para ser Juez de Primera Instancia, siendo algunos: ser mexicano por nacimiento en ejercicio de sus derechos; contar con su respectivo título de abogado y una edad de 25 años cumplidos, y por último, gozar de buena y notoria conducta pública.

El capítulo cuarto hace referencia a los Jueces Municipales, pero estos a diferencia de los jueces de primera instancia estarían determinados por una Ley Secundaria, esta señalaría su competencia, atribuciones y deberes del mismo.

Así mismo, en el capítulo V, del Título Sexto, hace referencia al Ministerio Público, el cual estaría encargado de la persecución ante los Tribunales de los delitos de orden común, y solicitar las ordenes de aprehensión contra reos; buscar y presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad; procurar que la administración de justicia sea pronta y expedita; la aplicación de las penas, y por último, la intervención en todos los negocios que la ley determine.

Los Jueces de Distrito y Jueces Municipales, estarían organizados por una ley reglamentaria, siendo nombrados y removidos libremente por el Gobernador, teniendo como jefe al Procurador General del Estado; al igual, y por ley exprofeso, se debería de organizar al Ministerio Público.

El Procurador General del Estado sería el Consejero Jurídico del Gobierno y sus agentes, responsables de toda falta, omisión o violación en que incurrieren en el ejercicio de sus funciones.

La organización municipal se contempla el Capítulo Único, Título Séptimo, el cual estaría regido por la Ley Orgánica del Municipio Libre; misma que fue expedida por el Gobernador y General Enrique Estrada un 1º de diciembre de 1919.

Para la organización del Municipio nos remite a la federal en su artículo 115 fracciones I, II y III; esta última señala que los ayuntamientos serían representados jurídicamente por un Síndico.

Las Juntas Municipales estarían compuestas por tres vocales, las cuales tendrían bajo su responsabilidad la gestión administrativa de las Congregaciones.

Al Congreso del Estado le correspondía todo lo relativo a la erección o supresión de los municipios o congregaciones, dándose las siguientes hipótesis al respecto: para que se pudiera erigir una municipalidad sería necesario que existiera una población de 4,000 mil habitantes y contar con los recursos necesarios para su propio sostenimiento; y por último, para la creación de Congregaciones Municipales, sólo sería necesario que aquella población o poblaciones tuvieran más de 500 habitantes; y en el caso de la supresión de las dos hipótesis anteriores, que no se cumplieran con los requisitos señalados con anterioridad.

El municipio al igual que el Estado, gozarían de fe pública, otorgando así crédito a los actos públicos, registros y procedimientos que ante ellos se realizaren. También correspondía a los ayuntamientos resolver sobre la legalidad de las elecciones de sus miembros, y en caso de considerarse nula, total o parcial, el Congreso decidiría en definitiva sobre el asunto; en el ejercicio de sus funciones serían responsable personal y colectivamente  los miembros de los ayuntamientos.

La responsabilidad de los miembros del Ayuntamiento solo podía exigirse durante el tiempo que ejerza sus funciones y un año después de haber terminado éste.

La Constitución de 1910 en sus artículos 70 y 71 hace mención de la Hacienda Pública, en lo que respecta a la de 1918, en sus numerales 73, 74, 75 , 76, 77 y 78, en el título octavo, capítulo único señalando que la Hacienda Pública se compondría: de los bienes y derechos que pertenecen  al estado y de sus rentas y contribuciones que se decreten y además establece que serían administradas por el Ejecutivo del Estado mediante la Tesorería y oficinas de Rentas en la forma que señale la ley, además, establecía que el Gobierno podía celebrar contratos para la ejecución  de obras públicas de interés general, los cuales serían adjudicados en subasta pública y al mejor postor.

Además, también dice que serían representantes el Promotor Fiscal o el Tesorero General, en asuntos de orden judicial y administrativo, siempre y cuando se afecte al Fisco; serían responsables pues todos aquellos empleados que manejen fondos públicos cuando hicieren pagos sin estar autorizado por el Ejecutivo del Estado.

La duración del año fiscal comenzaría a partir del día 1° de Enero y su terminó sería el 31 de diciembre. Al hacer referencia a la responsabilidad de los funcionarios públicos, tenemos que hacer la siguiente mención, ya que este título es nuevo en lo que respecta a la Constitución de 1857, 1910 y 1918, ya que las anteriores no lo contemplaban, señalando que serían responsables de los delitos comunes que cometieren durante el desempeño de su cargo, por delitos, faltas u omisiones en  el desempeño del mismo, los siguientes funcionarios:

— Diputados al Congreso del Estado;

— El Gobernador;

— Los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia;

— Secretario General de Gobierno;

— Procurador General de Estado; y por último

— Promotor Fiscal.

Solamente se podía considerar responsable al Gobernador del Estado en: traición a la patria; violaciones a la Constitución federal y local; ataques a la libertad electoral, y finalmente por los delitos considerado como graves del orden común.

Respecto a la Responsabilidad de los servidores públicos encontramos las siguientes hipótesis:

1).- Cuando la acusación formulada fuere por delito de orden común; y,

2).- Cuando el delito fuese considerado oficial.

En lo que respecta a la primera hipótesis, sería competente para conocer el Congreso, pero con el requisito de que debería estar reunido en gran Jurado, declarando así por mayoría de votos y previa audiencia del acusado, si ha o no lugar proceder en su contra.

En la segunda hipótesis encontramos dos vertientes al respecto: conocería de él el Jurado de Acusación el Congreso, y como jurado de Sentencia el Supremo Tribunal de Justicia.

Estos podrían otorgar una resolución al respecto, pero ésta sería inatacable y siempre que el Congreso se erigiera en Gran Jurado, su resolución  consistiría en cesar en sus funciones al servidor público y dejarlo a disposición del Supremo Tribunal de Justicia.

Podían conocer las Asambleas Municipales sobre faltas u omisiones en que incurrieran los funcionarios, en el desempeño de sus funciones.

Cuando el acusado fuere el Juez de Primera Instancia conocería en proceso el Supremo Tribunal de Justicia; pronunciando una sentencia de responsabilidad, por delitos oficiales; no podía concederse al reo la gracia del indulto.

El tiempo durante el cual podía exigirse la responsabilidad por delitos o faltas oficiales, lo sería durante el tiempo en que el funcionario ejerciera su cargo o dentro de un año inmediato posterior.

Para los funcionarios públicos, cuando existieran en su contra demandas de orden civil, no gozarían de fuero o inmunidad. También se señala, que los empleados del Estado serían juzgados por los tribunales del orden común, por sus jerárquicos superiores.

En lo que respecta a los primeros, serían juzgados por haber cometido delitos oficiales; y a los segundos, por las faltas u omisiones que hubiesen cometido en el desempeño de su empleo.

El Título Décimo, contemplando un capítulo único, denominado Prevenciones Generales, entendía éstas, como las disposiciones que se tomaban para prevenir o anticipar determinado asunto.

Una de estas prevenciones, es que la ciudad de Zacatecas, sería la capital del estado; además, señala que toda que toda elección popular sería directa, entendida ésta, como aquélla que el ciudadano emite en forma directa, personal y sin presión alguna.

Se otorgaba al ciudadano facultad para escoger un cargo ya fuese en el Estado, Municipios o la Federación, dado que éste no podía desempeñar dos cargos a la vez, constituyendo esto una prohibición al mismo; también señala, que lo podían realizar —siempre y cuando— si el cargo era honorífico; en el caso de que algún ciudadano no se presentare dentro del término de treinta días al desempeño de su cargo, se entendería que éste renunciaba al mismo; igualmente, señalaba que para el desempeño de cualquier cargo se tenía que rendir la respectiva protesta de ley.

En cuanto a la protesta que rendía, tanto el Gobernador como el Presidente del Congreso, ésta se realizaba ante el Congreso. Señalaba que los empleados públicos recibirían una remuneración, según lo estableciera la ley por los servicios que éstos prestaran.

Sobre la figura jurídica de las licencias, establecía que no podían excederse de dos meses para aquellas que sea con goce de sueldo, exceptuándose únicamente a los maestros de instrucción primaria. En el Estado de Zacatecas quedaban prohibidos los juegos de azar, y los espectáculos públicos que constituyeran un ataque a la moral, otorgándose facultades a las autoridades municipales para reglamentar y vigilar los espectáculos públicos.

Este Código Político local al igual que el federal, establecen la inviolabilidad de la Constitución, señalando que para su régimen interior solamente se reconocería a ésta, no perdiendo así su fuerza o vigor aunque un trastorno público interrumpiera su observancia. Por último, establece que para realizar reformas se requería que éstas fueren apoyadas, cuando menos, por las dos terceras partes de las Asambleas Municipales; y para que se decreten, se necesitaba igual que la anterior, de las dos terceras partes de los Diputados del Congreso.

Estipulaba un término de dos meses, para considerar como aprobado y apoyado un proyecto de reformas y adiciones, por parte de las Asambleas Municipales.

2.2. Reformas y adiciones

La Constitución zacatecana promulgada en 1918, es y sigue siendo la vigente en el estado de Zacatecas; comúnmente, cuando algún gobernador le realiza modificaciones, indebida y coloquialmente se hable de una nueva; sin embargo, por hermenéutica constitucional, sustentada en el juspositivismo que caracteriza a nuestras normas jurídicas, la Constitución tanto federal como estatales, sólo admiten ser modificadas mediante reformas y adiciones.

Entendemos por reforma: la supresión, cambio, sustitución de una disposición contenida dentro de un precepto legal, sin alterar la esencia del mismo; y por adición: añadir algo a un precepto, sin alterar su anterior contenido. La ley suprema del Estado no podía pasar inadvertida a una reforma, adición o supresión, es por eso, que enunciaré las modificaciones a partir de 1918 hasta la fecha.

La Constitución de 1918 sufrió modificaciones en 5 de agosto de 1921; en 28 de marzo de 1928; las de 29 de mayo de 1930; la de 4 de junio de 1930; las de 6 de abril de 1933; las de 8 de mayo de 1937; las de 23 de diciembre de 1941; las de 27 de diciembre de 1941; las de 30 de octubre de 1943; las reformas de 1944; las de 2 de abril de 1947; las de 10 de diciembre de 1949; otras en 17 de noviembre de 1954; reformas de 15 de febrero de 1958; las de 19 de enero de 1961; la mal llamada Constitución Política del Estado de Zacatecas de 1964; las reformas del 25 de enero de 1973; otras más en 8 de marzo de 1974; las de 17 de abril de 1974; las de 15 de julio de 1975; las de 31 de julio de 1975; las de 6 de agosto de 1976; más en 20 de julio de 1977; le continúan las de 29 de enero de 1979; otra mal denominada reforma como Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas de 1980; las reformas de 28 de enero de 1982; las de 30 de marzo de 1983; otra reforma mal denominada Constitución Política del Estado de Zacatecas en 1984; las reformas del 23 de mayo de 1986; las de 13 de noviembre de 1986; la de 19 de noviembre de 1987; las de 21 de mayo de 1993; las de 10 de enero de 1994; más aún en 8 de agosto  de 1994; otra más en 10 de marzo de 1995; las de 17 de julio de 1995; y culminaremos con las realizadas en 1998.

Aquí, es indispensable hacer una acotación, ninguna de las Constituciones federales, ni estatal en Zacatecas, respetó cabalmente los mecanismos que establecían para ser modificadas; sobre todo las referentes al antiguo régimen; porque tratándose del siglo XX, algunos gobernantes, preferían hacer creer que hacían una nueva Constitución local, en vez, de precisar que únicamente hacían reformas y adiciones. 

2.2.1. Reformas de 1921 y subsiguientes hasta 1997

Por lo anteriormente señalado, es importante resaltar el hecho de que las reformas que se señalan iniciaron a partir del  6 de agosto de 1921, siendo su característica mantener la estructura existente desde 1918 y únicamente podemos señalar que fraccionó articulados e ingresó nuevos párrafos que convirtió en artículos cambiándose su numeral, y por lo tanto recorriendo su numeración.

Mediante la presente reforma
, se reformaron 38 artículos de la Ley fundamental  del Estado, durante el período gubernamental del gobernador constitucional Donato Moreno, mediante el Decreto número 65.

Modificó en primer término el numeral 3º sobre los límites máximos de la propiedad agraria, remitiéndonos a lo establecido por la Constitución federal en su artículo 27 fracción VI, y determinándose los excedentes que quedarían sujetos a fraccionamiento.

En lo que se refiere al numeral 5º, hizo mención  de los requisitos que se exigirían para ser ciudadano zacatecano, señalando lo siguiente: que podía ser todo mexicano que haya nacido en el Estado y los originarios de otros Estados, pero con la excepción, de que éstos tuvieran residencia efectiva de tres años en el territorio de Zacatecas.

Dentro del capítulo de la División de Poderes, señaló que éstos no podían reunirse en dos o más personas, ni depositarse el legislativo en menos de 15 diputados, remitiéndonos así al artículo 12 de la misma.

Sobre el Congreso del Estado señaló, que los diputados serían electos directamente por los ciudadanos; que durarían en el cargo dos años, eligiéndose un suplente por cada propietario.

Se reformaron los requisitos para ser diputado, matizados por un marcado jacobinismo, en los términos de no permitir que accedieran los ministros de ningún culto religioso, activo o retirado, ni los que pertenecieran a las asociaciones de igual carácter —subrayo tal elemento, por encontrarse relacionado con la tradición jurídica liberal manifiesta desde la época juarista y que presenta continuidad en los tan debatidos artículos 24 y 130 del Código Político del ´17, en lo referente a los cultos religiosos—.

Las faltas de los diputados serían cubiertas por su respectivo suplente, pero siempre y cuando éstas no excedieran de sesenta días; las faltas serían temporales y además también se señalaba aquellas que tuvieran el carácter de absolutas, lo cual generaría que mientras no se procediera a nueva elección, se llamaría al suplente para los efectos correspondientes.

Se amplían y especifican facultades para cada uno de los poderes del Estado; enumerándose así, las facultades con que cuenta el Congreso del Estado, siendo una de éstas, la de calificar las elecciones tanto de diputados y la de Gobernador, y declarar a aquéllas que obtienen mayoría; computar sufragios y declarar Senadores electos como Colegio Electoral; calificar y nombrar mediante elecciones a los magistrados del Supremo Tribunal de Justicia; decretar desaparecida la asamblea de algún municipio, así como erigir o suprimir municipalidades; dirimir conflictos entre el Poder Ejecutivo y Judicial, así como de éstos con los municipios del Estado.

Respecto al Poder Ejecutivo determinó, que en caso de no verificarse la elección o verificada ésta no se realizara la declaratoria respectiva, lo asumiría provisionalmente el Presidente del Supremo Tribunal de Justicia, mientras el Congreso hacía la designación respectiva.

Modificó lo referente a la Hacienda Pública Municipal, en lo relativo a su hacienda que sería administrada libremente, por los cantidades asignadas de manera anual por el Congreso. Observándose un retroceso en cuanto a la autonomía municipal, dado que anteriormente se expresaba que la injerencia del Congreso sólo tenía por fin vigilar que no se vulneraran facultades federales o estatales en materia fiscal.

También, fueron abordados los procedimientos y características de fuero y juicio de desafuero, en lo que se refiere a la comisión de delitos de orden común y oficiales. Se adicionó una cuarta fracción referente al parentesco de consanguinidad en tercer grado, que no podían tener con los Magistrados y el Procurador General de Justicia.

En lo referente al Supremo Tribunal de Justicia artículo 58, fue reformado en cuanto al número de magistrados propietarios, anteriormente era de cinco, reduciéndose éste número a tres.

Se modificó el término de los representantes en el Congreso del Estado a cuatro años, al igual que el número de habitantes para elegir a los Diputados, determinando la base de computo de un diputado por cada cincuenta mil habitantes o fracción mayor de treinta mil, y el número de los mismos será menor a siete.

Posteriormente, se vuelve a reformar el anterior numeral, para regresar a al término que estableció la reforma constitucional de 1921, consistente en que los diputados serían electos de manera directa cada dos años.

También, y en materia de facultades extraordinarias de que goza el Gobernador, se reformó la Ley de Alcoholes vigente, así como impone en la misma, que éste pueda establecer las modalidades que considere convenientes, con apego al artículo 38 fracción VII.

En cuanto a los periodos de sesiones  ordinarias del Congreso, cada año debía celebrar una que iniciaría el 16 de septiembre y terminaría el 31 de diciembre, prorrogable hasta el 31 de enero del año siguiente; aquí podemos señalar que esta reforma significó un retroceso, ya que en los anteriores ordenaba tres periodos de sesiones, pudiendo prorrogarse éstos, significó, que los asuntos no se pudieran analizar a fondo como en las anteriores, ya que el tiempo era muy corto para poder analizar, discutir y aprobar cualquier encomienda de ley, decreto o acuerdo que se les asignará.

Se realizó una reforma al artículo 31 donde señala la figura del Presidente de la Diputación Permanente, el cual se encargaría de informar cuáles fueron los motivos o razones por las cuales se lanzó la convocatoria para que el Gobernador informará sobre la administración pública.

Producto de esta reforma, se tuvo que modificar el Reglamento para el Gobierno Interior del Honorable Congreso del Estado, en el cual se señalaba la forma y el día, en que había de iniciarse el único período de sesiones, en el cual se declaró:

 “La H. Legislatura del Estado Libre y Soberano del Zacatecas abre hoy ... (fecha) su período ordinario de sesiones (...)“.

Asimismo señaló este ordenamiento, que abierto el periodo extraordinario el Presidente de la Diputación Permanente informaría acerca de los motivos o razones que originaron la convocatoria; también al reformarse el artículo 28 del mismo ordenamiento jurídico, se hizo indispensable reformar su reglamento, y adecuarlo en cuanto a que sólo había un periodo de sesiones ordinarias, el cual terminará el 31 de diciembre o en su caso el 31 de enero, si éste periodo se prorrogaba.

En cuanto al periodo del Poder Ejecutivo se reformó, siendo anteriormente de dos años, y con reforma se aumentó a seis años; en lo referente a la fecha de inicio de sus funciones, sería a partir del 16 de septiembre del año de su elección.

2.2.1.1. Reforma de 1944

Mediante decreto número 18 fue reformado el Código Político del Estado en el año de 1944, siendo gobernador Leobardo Reynoso. Durante este periodo sólo se adicionaron algunos artículos, por ejemplo, en su capítulo segundo denominado Garantías Sociales, los extremos que contuvo el artículo 123 de la Constitución de la República, en lo relacionado a los trabajadores al servicio del Estado, señalando que los habitantes del Estado gozarían de las garantías que señalaba dicho numeral.

Señaló que el Estado sería el encargado de asegurar, proteger y procurar que los individuos tuvieran preparación para  realizar las diferentes actividades económicas.

Es adicionado un capítulo tercero denominado Garantías Patrimoniales, señalándose que los bienes de propiedad particular que se encuentren dentro del territorio del Estado, quedarían sujetos a las disposiciones legales respectivas, así mismo señaló cuáles serían las prescripciones que se podían generar en lo referente a la propiedad territorial del Estado.

En cuanto a las obligaciones de los habitantes del Estado, esta reforma nos remite a la Constitución general de la república, en su artículo 31, señalándose, que serían aquellas que tuviera todo mexicano.

Adicionó el artículo 11 que señalaba que los hijos de zacatecanos ilustres o de aquéllos que hubiesen prestado servicios de importancia a la Nación o al Estado, podían ser declarados ciudadanos zacatecanos, mediante solicitud al Congreso Constitucional, quien resolvería con conocimiento de causa.

En lo que se refiere a las partes integrantes del Estado, determinó que serían los Municipios de Apozol; Apulco; Atolinga; Bimbaletes (con cabecera en Loreto); Calera; Concepción del Oro (con su Congregación El Salvador); Chalchihuites; Cuauhtémoc (con cabecera en San Pedro Piedra Gorda); El Plateado; Fresnillo (con sus Congregaciones Cañitas y General Enrique Estrada); García de la Cadena; Guadalupe; Huanusco; Jalpa; Jerez (con cabecera en Ciudad García Salinas); Jiménez del Teúl; José de la Isla; Juan Aldama; Juchipila; La Blanca; Luis Moya; Mazapil; Melchor Ocampo; Mezquital del Oro; Miguel Auza; Momáx; Monte Escobedo; Morelos; Moyahua de Estrada; Nieves; Nochistlán; Noria de Ángeles; Ojocaliente; Pánuco; Pinos; Río Grande; Saín Alto; Sánchez Román; Sombrerete; Susticacán; Tabasco; Tepechitlán; Tepetongo; Teúl de González Ortega (con su Congregación Ignacio Allende y Benito Juárez); Valparaíso; Vetagrande; Villa de Cos; Villa García; Villa González Ortega; Villa Hidalgo; Villanueva y Zacatecas, representando así un total de 52 Municipios lo trajo como novedad acrecentar uno más, así como 5 congregaciones emergentes.

Es reformado lo relativo al poder Legislativo, señalándose que éste se depositaría en nueve personas, por lo tanto disminuyó su composición en relación a las anteriores reformas y Constituciones del Estado.

Señaló una nueva figura, en lo que se refiere a la no reelección de los diputados para el período inmediato, así como también permitió que los diputados suplentes pudiesen elegirse como propietarios, siempre que no hubiesen ejercido funciones en el periodo de su designación, pero los propietarios no podía elegirse como suplentes para el mismo.

Esta reforma constitucional de 1944, modificó el artículo 25 en el cual señaló que se podía elegir un diputado por cada sesenta mil habitantes o fracción mayor a treinta mil.

Los requisitos para ser diputado estos son reformados, ya se ahora se necesitaría ser originario del Estado y vecino del Distrito Electoral, así como tener residencia no menor de un año o en su caso de tres —para aquellos que no sean nativos del propio Estado—, así también adicionó una fracción quinta donde se señaló que no podía ser Diputado un Juez de Primera Instancia, Recaudador de Rentas, Secretario del Ayuntamiento, Recaudador de Rentas, Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento, ni tesorero Municipal, cuando menos noventa días antes de la elección.

Uno de los actos y omisiones que sin ser delito, estuvieron expresamente señalados por la reforma de 1944, fue que los Diputados no podían ejercer un cargo o comisión sin el permiso del Congreso, y en caso contrario les traería aparejado la pérdida de carácter de Diputado, en este supuesto, se tendría que hacer previamente el desafuero.

La reforma determinó que en la calificación de las elecciones de Diputados, serían resueltas en la forma y términos que señalaba la Ley Electoral, siendo sus resoluciones de carácter irrevocable.

En lo que respecta al derecho de iniciar leyes se adicionó, a los Diputados del Congreso del Estado y Federales. En la promulgación de las leyes señaló que las realizaría el Gobernador del Estado, y en lo referente a la publicación las realizaría tanto él, como los Presidentes Municipales.

2.2.1.2. Reformas del 2 de Abril de 1947

Siendo Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, Leobardo Reynoso, reformó por Decretó número 254 la Constitución del Estado.

Reformó el Artículo 84 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, en los términos de que los municipios que integraban el territorio del Estado, conforme el Artículo 20 de la Constitución, serían independientes entre sí. Cada cual sería administrado por un Ayuntamiento y no habría entre ellos y los poderes del Estado, ninguna autoridad intermedia. Estableció, que en las elecciones municipales participarían las mujeres en igualdad de condiciones que los varones, con derecho a votar y ser votados.

El presente Decreto entraría en vigor a partir de la fecha de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. Y fue dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado, a los 30 días del mes de Abril de 1947; firmando los Diputados Lic.  José Falcón; Paulino Pérez y Benito López. El Decreto fue firmado en el Despacho del Poder Ejecutivo del Estado, a los 2 días del mes de Abril de 1947.

2.2.1.3. Reformas del 10 de Diciembre de 1949

Otra vez, en el periodo del Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Zacatecas,  Leobardo Reynoso, se reformó la Constitución local, a través del Decreto número 204.

Por medio de las presentes reformas se determinó que  se erigía una Congregación Municipal en el Municipio de Teul de González Ortega, que se denominaría “Benito Juárez” con jurisdicción en Florencia Gihuitón, Mesa de Núñez, Los Dormidos, Monte de Carrillos, San Lucas, Los Campos, Patitos, Llano Grande, Tonilco, Crucitas, El Durazno, Estancia de Teresa Carlos, Cuevas Chicas, Cuevas Grandes, Tecolotes y Tlaxcala, con sus respectivas comprensiones territoriales.

La cabecera de la Congregación Municipal de Florencia, sería el poblado de este nombre que en lo sucesivo tendría la categoría de pueblo y se denominaría “Benito Juárez”.

En los transitorios señalaba, que se convocaba a elecciones para los miembros de la Junta Municipal a que se refiere el Artículo 100 de la Constitución Política local, en los lugares comprendidos en la jurisdicción de la Congregación que se erigía en el presente Decreto.

La preparación de las elecciones a que se hace referencia en el párrafo anterior, quedarían a cargo de la Presidencia Municipal de Teul de González Ortega.

Las elecciones de referencia, se sujetarían a las prevenciones de la Ley Electoral de los Municipios del Estado y se verificarían el primer domingo de Febrero de 1950, tomando posesión los funcionarios que resulten electos, el día primero de Marzo de 1950.

El presente Decreto fue dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado, a los 10 días del mes de Diciembre de 1949; signando los Diputados Abogado Herminio Reynoso y Sánchez; Enrique Mendoza Figueroa y Jesús Vela Ruiz. Por su parte el Gobernador Leobardo Reynoso lo promulgó y ordenó su publicación a los 20 días del mes de Diciembre de 1949. Fungía como Secretario General de Gobierno, el Lic.  Pascual Santoyo

2.2.1.4. Reformas del 17 de Noviembre de 1954

Siendo Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Zacatecas José Minero Roque, se reformó el Código Político local, a través del Decreto número 140.

Postuló que dentro de una elevada y justa comprensión del puesto que la mujer mexicana debía ocupar en la vida cívica del país, y que se ha hecho acreedora por su destacada intervención en los hechos gloriosos que han determinado el rumbo de los destinos de la patria, y la constitución definitiva de nuestra nacionalidad, así como por su postura eficaz y constante en todo lo que se relaciona con la vida activa, dentro y fuera del hogar en un maduro y siempre honesto plan de dignidad y sacrificio; que el Ciudadano Presidente de la República, don Adolfo Ruiz Cortines, en sus discursos y mensajes al pueblo, durante su campaña electoral, ofreció iniciar lo necesario para obtener para ella los mismos derechos políticos de que disfruta el hombre, en los diversos aspectos a que se refieren las prerrogativas electorales consagradas en la Constitución General de la República, ya reconocidos desde el 31 de Diciembre de 1946 por lo que respecta a las funciones municipales.

Derivada de la oferta política aludida por Ruiz Cortínez y una vez elevado al supremo poder de la nación, cumpliendo sus ofrecimientos mencionados, inició ante el H. Congreso de la Unión las consecuentes reformas constitucionales que fueron aprobadas en los artículos 34 y 115, Fracción I, de nuestra Carta Magna, mediante los cuales se concedió a la mujer la plenitud de los derechos políticos.

El Estado de Zacatecas, reconociendo la conveniente y justa igualdad que en este aspecto ciudadano debe operar en favor de la mujer, por las razones que se dejan consignadas siendo, además necesario poner en consonancia nuestra Legislación con los artículos constitucionales citados, reformó en nombre del pueblo la Constitución local.

Se reformó el Artículo 10 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, para quedar en los términos; de que serían ciudadanos del Estado los mexicanos, hombres y mujeres que, reunidos los requisitos del Artículo 84 de la Constitución General de la República, hubiesen nacido en el mismo, y los que, siendo originarios de otra Entidad Federativa, tuvieran tres años de residencia en ésta.

También se reformó la fracción I del Artículo 27 de la propia Constitución; para precisar: que para ser Diputado se requería: ser mexicano por nacimiento, ciudadano zacatecano en los términos del Articulo 10 de la Constitución, en pleno ejercicio de sus derechos políticos, originario del Estado y vecino del Distrito Electoral correspondiente, con residencia en él, no inferior de un año, inmediatamente anterior al día de la elección, o de tres para los que no fuesen nativos del propio Estado.

Reformó la fracción I del Artículo 48 de esta Constitución, en los términos: de que para ser Gobernador del Estado, se requería ser ciudadano mexicano y zacatecano, en los términos del Articulo 10 de esta Constitución, nativo del Estado o con residencia efectiva de cinco años cuando menos, inmediatamente anteriores al día de la elección, para los que no fuesen originarios del mismo.

Modificó la Fracción I del Artículo 66 de la misma, en los términos, de que para ser magistrado del Supremo Tribunal de Justicia se requería: ser ciudadano mexicano por nacimiento, y zacatecano en los términos del Artículo 10 de esta Constitución, nativo del Estado o domiciliado legalmente en él cuando menos cinco años antes de la elección.

Se reformó el Artículo 85 de la Constitución, determinando que los Presidentes Municipales, regidores y síndicos de los ayuntamientos, deberían ser ciudadanos zacatecanos en los términos del Artículo 10, nombrados por elección directa, no pudiendo ser reelectos para el periodo inmediato. Las personas que por elección indirecta, o por nombramiento o designación de alguna autoridad, desempeñaran funciones propias de esos cargos, cualquiera que sea la denominación que se les diera, no podrían ser electas para el periodo inmediato. Los funcionarios mencionados, cuando tuvieran el carácter de propietarios, no podrían ser electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes, pero los, que tuvieran el carácter de suplentes sí podrían ser electos para el periodo inmediato como propietarios, a menos que hubiesen estado en ejercicio.

Fue dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado, a 13 de Noviembre de 1954; signando los Diputados Herón Molina Moya; Antonio Bañuelos Rivas y el  Profr.  José G. Cervantes.

2.2.1.5. Reformas del 15 de Febrero de 1958

Siendo Francisco Espartaco García, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, a través del Decreto número 223 reformó la Constitución local.

La reforma señalaba que el Artículo 34 de la Constitución Política del Estado prevenía que la apertura de Sesiones de la H. Legislatura Local, tendría lugar el día 16 de Septiembre de cada año y el Artículo 58 de la propia Ley Fundamental establecía que en dicho acto el C. Gobernador de la Entidad presentaría a los Diputados un informe de la gestión administrativa que hubiere realizado en el ejercicio inmediato anterior. Que significaba que el legislador al señalar la fecha expresada, sustentó el criterio de que tal ceremonia coincidiera con los actos conmemorativos del Aniversario de la Independencia Nacional.

La consignación del informe de referencia, el amplio programa de Obras Públicas que gradualmente se ha intensificando al tenor del desenvolvimiento económico y social de Zacatecas, hacía que dicho documento resultara cada vez más extenso, teniéndose que emplear en su lectura un lapso más o menos prolongado, que entorpecía consecuentemente la celebración de los festejos patrios.

Que por las razones expuestas se imponía la conveniencia de reformar el concepto Constitucional citado, procurando no contrariar el propósito fundamental que inspiró su redacción, esto es, que la ceremonia mencionada afectara mayor solemnidad y trascendencia, verificándose en la conmemoración nacional apuntada, tomando en cuenta por lo demás, la proximidad de dicha fecha con la de la terminación de cada ejercicio legal.

Se reformó el Artículo 34 de la Constitución Política del Estado, en lo tocante a la fecha que señala para la apertura de sesiones del H. Congreso Local; estableciendo que el Congreso tendría cada año un periodo de sesiones ordinarias, que principiaría el 15 de Septiembre y terminará el 31 de Diciembre, prorrogable hasta el 31 de Enero siguiente.

El Decreto
 comenzaría a surtir sus efectos desde el día de su publicación en el Periódico Oficial del Estado. Dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado a los 31 días del mes de Enero del año de 1958; signando el Diputado Presidente J. Jesús Vela Ruiz; como Diputado Secretario la Profa. Aurora Navia Millán; el Diputado Secretario Herón Eduardo Domínguez. Fue dado en el Despacho del Poder Ejecutivo del Estado, el 15 de Febrero de 1958.

2.2.1.6. Reformas del 19 de Enero de 1961

Otra vez, en el periodo de Francisco Espartaco García, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, reformó la Constitución local, a través del Decreto número 220.

Señalando que el Artículo 9°, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Instituto de Ciencias Autónomo de Zacatecas, concedía al Rector de la propia Institución la facultad para expedir certificados de estudios, grados y títulos profesionales de los alumnos egresados a la propia Casa de Estudios; y que lo anterior, se encuentra en oposición al contenido de la Fracción XXVII del Artículo 56 de la Constitución Política del Estado, que concede al C. Gobernador de la Entidad, en forma absoluta, la facultad de expedir los títulos profesionales a las personas que hayan cursado y aprobado sus estudios en establecimientos de Educación Superior del Estado.

Pero, toda vez, que le fuera otorgada su autonomía al Instituto de Ciencias de Zacatecas, y existiendo la posibilidad en el futuro de que alguna otra institución de Educación Superior funcione también en forma desligada del Estado, se estima procedente, por haber llenado los requisitos exigidos por el Artículo 138 del Código Supremo del Estado de Zacatecas, reformar el precepto constitucional mencionado, a efecto de que las facultades del Poder Ejecutivo de la Entidad, en esta materia, se limiten a los establecimientos e instituciones de Cultura Superior que oficialmente dependen del Estado.

Por lo tanto, se reformó la fracción XXVII del Artículo 56 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, para que se estableciera, la facultad de expedir los títulos profesionales de las personas que presenten los exámenes respectivos en los establecimientos de Educación Superior en el Estado, previa la comprobación de los estudios y servicio social que determinen las leyes, a excepción de los alumnos del Instituto de Ciencias Autónomo de Zacatecas, ya que esta Institución se regiría por lo dispuesto en la Ley Orgánica de la propia Casa de Estudios.

Fue dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado a los 14 días del mes de Enero de 1971; signando como Diputado Presidente, Rafael Yáñez Sosa; el Diputado Secretario, Aureliano Guzmán Elías; el Diputado Secretario Salvador Martínez Carrillo. Por su parte, el Ejecutivo del Estado lo promulgó a los 19 días del mes de Enero de ese mismo año.

2.2.1.7. Reforma a la Constitución zacatecana en 1964

Las presentes reformas se promulgaron en el periodo gubernativo de José Rodríguez Elías, mediante el  Decreto de número 382 que los Diputados del H. Congreso del Estado, le dirigieron

La Constitución Política del Estado y Ley Fundamental del mismo contienen las normas en las que se sustenta la vida jurídica de las instituciones que lo rigen y de todos sus habitantes, la forma de expresarlas y hacerlas operantes en el ambiente jurídico, habían sufrido cambios, es así como, que las bases fundamentales en que se sustentan las instituciones políticas de Zacatecas no sufrían ningún cambio ni variación ya que responden, y seguirán respondiendo a ideas, normas y preceptos que informan la vida institucional no sólo del Estado sino de todo el país, se hacía necesario que, respetando éstas, se actualizara su funcionamiento para que correspondiera a las necesidades de la época.

Reconocía la reforma en cuestión, que en la Constitución, tenía una redacción defectuosa en la mayor parte de sus disposiciones, y que en la misma se usaban términos y expresiones que no correspondían a la denominación con que deben señalarse las instituciones, y por este motivo el gobernante y legislatura local, creyeron oportuno cambiar del texto hasta ese momento vigente, la redacción y los términos que debían mortificarse, substituyéndolos con aquéllos que por ser los que se usan en el derecho constitucional señalan con mayor precisión técnica las ideas, conceptos y denominaciones a que se refieren.

Se encontró que algunas disposiciones vigentes debían ser derogadas por no ser operantes, y algunas por ser superfluas, ya que su contenido estaba implícito o expreso en diversos artículos que no debían tener rango constitucional, por ser materia de leyes secundarias.

Se modificó lo relativo a los habitantes del Estado, que aún no habiendo nacido en el mismo, contribuyen con su esfuerzo y trabajo en cualquier forma en que su actividad se manifieste el engrandecimiento del mismo, considerando que pueden llegar a adquirir la calidad de ciudadanos del Estado, previa solicitud que hagan al Congreso con este fin y la declaratoria de ese H. Congreso local haga sobre el particular, tomando en cuenta los merecimientos del solicitante. Por este motivo se introdujo a esta reforma constitucional el texto correspondiente.

La reforma otorgó dar a los municipios de Nieves, El Plateado y La Blanca, los nombres respectivamente de los ameritados generales revolucionarios Francisco R. Murguía, Joaquín Amaro y Pánfilo Natera, para con ello rendir un homenaje a estos hombres que participaron directamente en la Revolución Mexicana, defendiendo con las armas los principios que ahora rigen la vida institucional del país, y que además de esa participación directa en el movimiento armado, tuvieron en la organización de sus instituciones ingerencia importante, razones que justifican ampliamente al homenaje que en esta forma les rinde así el Estado de Zacatecas, del que para fortuna nuestra fueron nativos.

Fortaleciendo los principios que inspiraron y sostiene la Revolución Mexicana, y teniendo el honor de haber sido el primero en el mundo que dio rango constitucional a las garantías sociales, y a medida que los principios mencionados de la Revolución se han consolidado operando en el ámbito del país va siendo necesario garantizar por medio de las disposiciones también de rango constitucional en la jurisdicción de los estados, las referidas garantías.

Por eso nuestra Constitución Política Estatal, amplió el capítulo respectivo para que no en forma genérica, como actualmente las establece, sino concreta y específica, incluye en el articulado de su parte dogmática las garantías sociales de que debe gozar el zacatecano, para que éste las conozca y pueda ejercitarlas en la forma a que le da derecho su propia condición de hombre.

En el Artículo 20 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, se determinan las partes integrantes del Territorio del Estado mencionando los municipios que lo conforman con sus respectivas Congregaciones Municipales; y las Congregaciones de El Salvador, Municipio de Concepción del Oro, la de Enrique Estrada, del Municipio de Fresnillo y la de Benito Juárez del Municipio de Teul de González Ortega, se erigieron desde esta reforma, en Municipio Libre ya que reunían los requisitos que establecía para tal efecto la Fracción I del artículo 102 de nuestra Constitución Política, dado que las agrupaciones de los poblados que las constituían estaban ligadas por intereses comunales y tenían la población que exigía la disposición constitucional mencionada, pudiendo sostener su Gobierno Municipal con recursos propios.

Así pues, desde el punto de vista de las disposiciones constitucionales mencionadas, debían constituirse en Municipios las Congregaciones a que se ha hecho referencia, y, por otra parte, sus peculiaridades económicas, sociales y políticas obligaban igualmente a ello, reformando el Artículo 20 de la Constitución Política del Estado para que se tengan como parte integrante del territorio del mismo, en carácter de Municipios, las Congregaciones de El Salvador, Enrique Estrada y Benito Juárez, que habían venido perteneciendo a los municipios de Concepción del Oro, Fresnillo y Teul de González Ortega.

Se reformó el Artículo 25 de la Constitución Política del Estado, con el fin de que el Congreso del mismo estuviese compuesto por el número de diputados que de acuerdo con las condiciones demográficas, económicas y sociales del momento eran necesarios, reformándose además las disposiciones a que se hace referencia, para ajustarlas a las necesidades actuales del Estado.

Por otra parte, el Artículo 100 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, dice que la gestión administrativa de las Congregaciones Municipales, estaría a cargo de Juntas Municipales compuestas de tres miembros electos directamente por los vecinos de cada Congregación, por lo tanto, los vecinos de las Congregaciones Municipales por el hecho de pertenecer al Municipio respectivo, intervienen en la elección del Ayuntamiento que administra el propio Municipio, y si además intervienen en la elección de las Juntas Municipales que rijan las Congregaciones, de hecho estaban interviniendo en dos elecciones; y sí el Ayuntamiento es jurídicamente el representante de éstos, al designar él las Juntas Municipales que administran a las Congregaciones lo hace en función de representante de los propios miembros de las Congregaciones que intervinieron en su elección; en consecuencia, no se justificaba que los habitantes de las Congregaciones Municipales eligieran mediante elecciones constitucionales a los miembros de las Juntas Municipales, interviniendo en dos elecciones, las de Ayuntamientos y Juntas Municipales.

Además, el Artículo 101 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, decía que tanto los ayuntamientos como las Juntas Municipales, deberían nombrar representantes de la Autoridad para los lugares poblados que no tengan las categorías mencionadas; y en la forma que estaba redactada la disposición de referencia, habría representantes de dos autoridades distintas con las mismas funciones, lo que daría lugar a fricciones entre las Autoridades y entre los vecinos, con detrimento de la respetabilidad de las mismas y del orden que debe prevalecer en los lugares de su jurisdicción, por lo que se reformó el articulo mencionado.
2.2.1.8. Reformas de 25 de Enero de 1973

En el periodo gubernativo del Ing. Pedro Ruiz González, y mediante el Decreto número 226, reformó la Constitución del Estado.

Tuvo por objeto fundamental, agilizar coordinadamente entre los ejecutivos Federal y del Estado, así como con los ayuntamientos, una positiva eficacia en la recaudación de impuestos sobre los ingresos mercantiles.  Estimando que sería un instrumento jurídico que tanto el Estado como los Ayuntamientos habrían de valerse a fin de disponer de recursos económicos para la satisfacción de necesidades de orden social.

Además de la agilización en sus métodos para el cobro de impuestos, llevaría implícito el criterio de mantener una acción coordinada para sus tareas sociales, entre Ejecutivo Federal, Entidad Federativa y Ayuntamientos, fortaleciéndose estos últimos en su economía, puesto que percibirían un 20% de participaciones. 

Se adicionó al Artículo 60 de la Constitución Política del Estado un párrafo más, que señalaba, que se podrían celebrar con el Ejecutivo Federal convenios de coordinación en materia fiscal.

Este Decreto entraría en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial, órgano del Gobierno del Estado. Fue dado en el Salón de Sesiones del H. Congreso del Estado, el  24 de Enero de 1973; signado por el Diputado Presidente, Dr. Federico Grey Escobedo; el Diputados Secretarios, Lic.  Víctor Manuel Legaspí Guzmán y Victorio de la Torre de la Torre. El Poder Ejecutivo del Estado, lo promulgó el 25 de Enero de ese mismo año.

2.2.1.9. Reforma del 8 de marzo de 1974

Pedro Ruiz González, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, reformó en esa fecha la Constitución del Estado, a través del Decreto número 532.

Se reformó la fracción V del Artículo 52 de la Constitución Política del Estado, para señalar que para ser Gobernador del Estado se requería: no tener mando militar en el Estado a menos que se separare seis meses antes de la elección.

2.2.1.10. Reforma del 17 de Abril de 1974

Pedro Ruiz González, Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, reformó en esa fecha la Constitución del Estado, a través del Decreto número 550.
La reforma
 tuvo por objeto, acelerar el desarrollo político; reconociendo en el régimen representativo un elemento de la doctrina política recogida por nuestro Derecho Constitucional. En efecto, en la esfera federal operan reformas en el campo electoral; se otorgó el voto activo y pasivo a la mujer, primero; más tarde se introdujo al texto constitucional la representación de las minorías en la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, con la creación de la institución de diputados de partido; después se redujo la edad para ser sujeto activo del voto a los dieciocho años, y posteriormente, como sujetos pasivos del voto se redujeron los requisitos de edad para ser elegible a los cargos de Diputados Federales y Senador.

La reforma señalaba que requería Zacatecas, una constante readecuación de los esquemas políticos que están operando, con el propósito de mantenerlos paralelos a los que funcionaban en el ámbito federal.

Señalaba que acuerdo con el párrafo segundo del inciso B), de la Fracción III del Artículo 115 del Código Político federal, nos da la pauta del número de Diputados que debían integrar una Legislatura; con base en el último censo de población (1970), el Estado de Zacatecas aumentó a poco más de un millón de habitantes. Con fundamento en tal disposición constitucional, Zacatecas al contar con una población superior a los ochocientos mil habitantes, el número de diputados no podía ser menor de once.

Refería que de mantener la misma cantidad de habitantes que se establecía en el texto del Artículo 27 de la Constitución Política local, propiciaría un inadecuado número de diputados de la Legislatura, provocando en consecuencia entorpecer la acción legislativa. Por ello se modificó el límite de mínimo de trece diputados, estando adecuando la base numérica de habitantes a fin de establecer una auténtica representatividad del Congreso Local.

Además, creó en el seno del Congreso Constitucional de la entidad la institución de Diputados de Partido, orientada a compartir la responsabilidad legislativa; la corresponsabilidad en la actividad gubernamental.

El sistema que propuso el Gobernador del Estado, parece ser el más adecuado, porque de los regímenes proporcionalistas conocidos, es el que más se ajustó a nuestra realidad electoral. Con acierto se mantiene el principio de mayorías, pero complementado con un yuxtapuesto de representación minoritaria.

Determina expresamente la reforma, que no incurre en imitar los esquemas electorales que en la órbita federal operan. Las razones que argumenta el Ejecutivo al proponer los porcentajes de votos que deben obtener los partidos políticos minoritarios, para que tengan derecho hasta dos Diputados de Partido como máximo, son políticamente aceptables. Incentivos a los partidos políticos es lo que se requiere para el desarrollo político zacatecano.

Se aducían como uno de los sustentos de la reforma, que un análisis del registro de electores revelaba que aproximadamente un cincuenta por ciento de la población de Zacatecas fluctuaba entre los veinte y veintiún años; un treinta y cinco por ciento aún no cumplía los treinta años. Esto, demostraba que la proporción de la juventud era mucho mayor que los adultos.

Se reformaron y adicionaron los artículos 26, 27, 28, 29 y fracción II del 30.

Determinándose que el Poder Legislativo del Estado de Zacatecas, se depositaría en una Cámara de Diputados que se denominaría Congreso Constitucional del Estado.

El Congreso Constitucional del Estado, se compondría de representantes del pueblo, electos en su totalidad cada tres años, por los ciudadanos zacatecanos. Se elegiría un Diputado Propietario por cada noventa mil habitantes o fracción mayor de cuarenta y cinco mil, pero en ningún caso el número de representantes sería menor de trece, por cada Diputado Propietario se elegiría un Suplente. Los Diputados Propietarios no podrían ser reelectos para el periodo inmediato.

Los Diputados Suplentes podrían ser electos para el periodo inmediato con el carácter de propietarios, siempre que no hubieren estado en ejercicio, pero los Diputados Propietarios no podrían ser electos para el periodo inmediato con el carácter de suplentes.

La elección de diputados sería directa, mayoritaria relativa y uninominal por Distritos Electorales, con sujeción a lo dispuesto en el Artículo 28 y se complementaría además, con Diputados de Partido, apegándose en ambos casos a lo dispuesto por la Ley Electoral.

En lo referente a Diputados de Partido, se regirán por las reglas siguientes: todo Partido Político Nacional, registrado en los términos de la Ley Federal Electoral, al obtener el uno y medio por ciento de la votación total del Estado en la elección respectiva, tendría derecho a que se le acrediten sus candidatos, un Diputado y hasta uno más, si obtiene el tres por ciento o más del total de los votos emitidos; si lograba la mayoría en dos o más Distritos Electorales, no tendría derecho a Diputados de Partido, pero si la obtiene en un Distrito, se le reconocería solamente un Diputado, siempre que se obtuviera el uno y medio por ciento mencionado; los Diputados de Partido serían acreditados en riguroso orden, de acuerdo con el porcentaje decreciente de sufragios que hubiesen logrado en relación a los demás candidatos del mismo Partido; y, los Diputados de mayoría y los de Partido siendo representantes del pueblo como lo establece el Artículo 27, tendrían las mismas categorías e iguales derechos y obligaciones.

Para ser Diputado, la reforma adicionó, el tener veintiún años cumplidos al día de la elección.

2.2.1.11. Reformas del 15 de Julio de 1975

Fernando Pámanes Escobedo, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto número 99, reformó la Constitución local.
Adicionó la fracción XLIII al Artículo 48 de la Constitución zacatecana, en lo referente a las facultades del Congreso, para citar a los funcionarios del Poder Ejecutivo del Estado, cuando fuere necesario para informar sobre el estado que guardaren sus respectivas dependencias, cuando se discuta una ley o se estudie algún asunto relacionado con las funciones que legalmente desempeñan.

El H. Congreso del Estado, aprobó la presente  reforma el 11 de julio de 1975; signando como Diputado Presidente, el Dr. Manuel Silva Mercado; los Diputados Secretarios Eustaquio de León Contreras e Ing. Gonzalo García García. El Poder Ejecutivo del Estado, hizo lo propio, el 15 de julio de ese mismo año, fungiendo como gobernador el citado al rubro, y como Secretario General de Gobierno, el distinguido Lic. Uriel Márquez Valerio.

2.2.1.12. Reformas del 31 de Julio de 1975

El General de División Fernando Pámanes Escobedo, siendo Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, mediante el Decreto número 113, reformó la Constitución local.

El Ejecutivo del Estado envió al Congreso, la iniciativa de reformas al Artículo 37 de la Constitución Política del Estado, y que la Comisión Permanente de esa Legislatura, estimando urgente la reunión de los miembros de la misma, convocó de inmediato a Periodo de Sesiones Extraordinarias, y según lo dispuesto por la fracción I del Artículo 135 de nuestra Carta Fundamental Local, la mencionada Reforma fue admitida por los integrantes de ese H. Congreso.

Efectivamente, se reformó el Artículo 37 de la Constitución Política del Estado donde señala, que el H. Congreso del Estado tendría un periodo ordinario de sesiones que principiaría el 8 de Septiembre y terminaría el 15 de Enero siguiente.

2.2.1.13. Reforma del 6 de Agosto de 1976

Nuevamente el general de División Fernando Pámanes Escobedo, siendo Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto número 273, reformó la Constitución local.

Aduciendo que el Decreto número 113 publicado en el Periódico Oficial número 64 de fecha 9 de Agosto de 1975, había modificado el contenido del Articulo 37 de la Constitución Política del Estado, para establecer que el periodo anual ordinario de sesiones del Congreso local daría principio el día 8 de Septiembre y concluiría el día 15 de Enero siguiente. Y que en relación con lo anterior, el Artículo 40 de la Constitución Política del Estado establecía la obligación del Ejecutivo para que en la apertura del citado periodo ordinario de sesiones informara al pueblo de Zacatecas sobre el estado que guarda la administración pública en todas sus ramas.

Que ante la circunstancia de que en esta memorable ocasión asistiría a la Sesión Solemne el C. Lic. Luis Echeverría Álvarez, Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos, cuya presencia significaba una honrosa distinción para el pueblo de Zacatecas y una señalada procuración del Señor Presidente por conocer los progresos, problemas e inquietudes de la ciudadanía, que mucho apoyo y estímulo había estado recibiendo durante su mandato, es por lo que el Segundo Informe de Gobierno del Ejecutivo Estatal se rendiría precisamente, por única vez, el día 9 de Septiembre de 1976.

Se reformó
 por ese sólo año el Artículo 37 de la Constitución Política del Estado, donde señaló que el Congreso tendría un periodo ordinario de sesiones que principiará el 9 de Septiembre y terminará el 15 de Enero siguiente.

2.2.1.14. Reformas del 20 de Julio de 1977

El General de División Fernando Pámanes Escobedo, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, reformó la Constitución local, mediante el Decreto número 476; con el objeto de adecuar la norma fundamental del Estado a las exigencias en materia de asentamientos humanos.

Reconociendo que el Estado de Zacatecas, carecía de instrumento legal para regular el Desarrollo Urbano, y como consecuencia de las reformas y adiciones a los artículos 27, 73 y 115 de la Constitución General de la República, con apoyo en la Ley General de Asentamientos Humanos en vigor estableciendo dicho ordenamiento legal, que serían las legislaturas locales en los términos del Artículo 16, las que se encargarían de expedir la Ley de Desarrollo Urbano Estatal; para cumplir con los fines señalados en el párrafo tercero del Articulo 27 de la Constitución Federal en materia de Asentamientos Humanos, es que se realizó la presente reforma.

Se adicionó el Artículo 5° de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, las fracciones I, II y III; señalando que la propiedad particular solamente podía ser objeto de expropiación por causa de utilidad pública y mediante indemnización, en la forma y términos que determinaran las leyes; que se considerarían de utilidad pública las declaratorias sobre provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y predios para llevar a cabo la ordenación de los Asentamientos Humanos mediante la planeación y regulación de la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población. El Gobernador del Estado haría la declaratoria correspondiente en cada caso especial, y;  que el desarrollo de los centros urbanos que estuvieran situados en territorio de dos o más municipalidades y formaren o tiendan a formar una continuidad geográfica, se planearía y regularía en forma conjunta y coordinada por el Gobierno del Estado y los municipios, de acuerdo con la ley local en la materia.

Modificó y adicionó el Artículo 48 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas: Las facultades del Congreso, en las fracciones XLIV a LI.

Precisando, entre otras que, el Congreso tendría facultad para expedir leyes necesarias para cumplir con los fines señalados en el Artículo 5° de la presente Constitución en materia de ordenación y regulación de los Asentamientos Humanos.

Expedir los decretos que procedan sobre la fundación de centros de población; determinar los límites de los centros de población; establecer los procedimientos para la expedición de decretos y de resoluciones administrativas referentes a la ordenación del desarrollo urbano, en la inteligencia de que contendrán como mínimo un estudio previo del caso considerado y comparativo de otras soluciones posibles la obtención de criterios técnicos sobre el particular y las fórmulas de consulta popular.

Señalar o instituir los tribunales o autoridades administrativas competentes para ventilar inconformidades que se susciten con motivo de la expedición de decretos y resoluciones administrativas referentes al desarrollo urbano, y fijar las defensas y recursos procedentes, así como los términos para interponerlos.

Establecer los sistemas de control del correcto ejercicio de las atribuciones conferidas a los ayuntamientos, fijando las responsabilidades en que los mismos o sus funcionarios puedan incurrir, más vías de reparación de daños y señalamientos de sanciones.

2.2.1.15. Reformas del 29 de Enero de 1979

Fernando Pámanes Escobedo, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto número  143, reformó la Constitución local en materia político electoral.

La reforma aducía que el último párrafo del Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establecía que de acuerdo con la Legislación que se expidieran cada una de las Entidades federativas, se introduciría el sistema de Diputados de Minoría en la elección de las legislaturas locales y el principio de Representación Proporcional en la elección de los ayuntamientos de municipios cuya población fuese de 300,000 o más.

La reforma otorgaba a los partidos políticos, el reconocimiento de elementos esenciales, como son el humano, el ideológico, el programático, el de permanencia y el de organización, requisitos que se desarrollarán mejor si se hallaban coordinados dentro de un contexto jurídico. Se establecía ahora un sistema con dominante mayoritario en el que se incluye el principio de representación proporcional, articulado conforme al método orgánico de cociente electoral simple.

La reforma establecía el requisito de que, para obtener el registro de sus listas regionales, el partido político que lo solicitare, acreditara que participaba con candidatos a diputados por mayoría relativa en por lo menos la tercera parte de los 13 Distritos Uninominales. 

Declaraba la reforma, que si el Diputado conoce las ideas, los sentimientos, los propósitos de sus electores, seguramente sabría representarlos y defenderlos.  Si los electores conocen al Diputado por su origen, su capacidad, por su vocación de servicio, por su sentido de solidaridad social, podían estar seguros de haber hecho una elección apropiada. Por eso, siempre será conveniente que el representante popular sea oriundo o cuando menos residente por un tiempo mínimo de la región por la que pretendía ser electo.

La reforma modificó la composición del Colegio Electoral, solución adecuada por que se desterrara el exclusivismo y permitiera la composición plural del organismo calificador. Introdujo el recurso de reclamación ante el Supremo Tribunal de Justicia, contra las resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados.

El peso moral de la opinión del Supremo Tribunal, será más que suficiente para que el Colegio Electoral depure sus procedimientos y cuide su actuación so pena de quedar en entredicho ante la faz del Estado. El solo peso moral bastará para evitar desvíos e injusticias, porque si la opinión del Supremo Tribunal de Justicia no se tomara en cuenta, no sería él el que cayera en desprestigio y vergüenza, sino quien sin razón fundada la eludiera.

Ratificó la reforma, el mandato de la Constitución Federal que había incorporado el principio de representación proporcional en la elección de los ayuntamientos incorporándolo al mecanismo electoral, puesto que hallándose en los municipios los elementos básicos de la estructura del Estado constituyendo se la célula primordial de nuestro Gobierno republicano, democrático y federal, la reforma propuso que la voz de las minorías sea escuchada en las Comunas Municipales, ya que los órganos del Gobierno de los municipios son los que aparecen más vinculados, en su ejercicio diario, a los habitantes de cada municipalidad; por eso, precisó conferir a los ayuntamientos las condiciones que hagan posible un más alto grado de consenso entre gobernantes y gobernados.  El sistema de la presente reforma y adición, contribuirá a hacer posible este requerimiento.

Se reformaron los Artículos 21, 28, 29, 30, 35, 48 y 87 de la Constitución Política del Estado.

En el Artículo 21, se estableció, entre otras, que los partidos políticos serían entidades de interés público; la ley determinaría las reformas específicas de su intervención en el proceso electoral. Que los partidos políticos nacionales tenían derecho a participar en las elecciones estatales y municipales. Así como al uso en forma permanente de los medios de comunicación social, de acuerdo con las formas y procedimientos que estableciera la ley.

Se modificó y adicionó el Artículo 28, para señalar que el Congreso del Estado se compondría de trece diputados electos según el principio de votación mayoritaria relativa, mediante el sistema de distritos electorales uninominales, y cuatro diputados que serán electos según el principio de representación proporcional mediante el sistema de listas estatales.

La reforma modificó el Artículo 29, para determinar que la demarcación territorial de los trece distritos electorales uninominales, sería la que resultare de dividir la población total del Estado entre los distritos señalados, y su distribución se haría teniendo en cuenta los resultados del último censo general de población. Para la elección de los cuatro diputados, según el principio de representación proporcional y el sistema de listas estatales, todo el territorio del Estado sería una sola circunscripción. Entre otras determinaciones más.

Se adicionó la fracción VII el Artículo 30, relativo a los requisitos para ser Diputado del Estado, requiriendo que para poder figurar en las listas estatales como candidatos a Diputado se requería ser originario de alguno de los municipios de la Entidad o vecino de ella, con residencia efectiva, en los términos de la Fracción I de este Artículo.

El Artículo 35 de la reforma determinó, que e Congreso calificaría la elección de sus miembros a través de un Colegio Electoral, que se integraría por cuatro presuntos diputados que, de acuerdo con las constancias de mayoría que registrare la Comisión Local Electoral hubieren obtenido mayor número de votos, y de dos presuntos diputados que resultaren electos en la circunscripción plurinominal, con votación más alta.

Determinó que procedía el recurso de reclamación ante el Supremo Tribunal de Justicia, contra las resoluciones del Colegio Electoral de la Cámara de Diputados.

Reformó y adicionó las fracciones XIV y XVI para la explicitación, en el Artículo 48, de las facultades de la Cámara de Diputados para señalar entre otras,  el examinar, discutir y aprobar el Presupuesto de Egresos del Estado y decretar los impuestos necesarios para cubrirlos.

El Ejecutivo del Estado haría llegar a la Cámara los proyectos de presupuestos respectivos a más tardar el día último del mes de Noviembre, debiendo comparecer el Tesorero General del Estado a dar cuenta de los mismos.

No podía haber otras partidas secretas, fuera de las que se consideren necesarias, con ese carácter en el presupuesto; dichas partidas serán empleadas por los titulares de las dependencias por acuerdo escrito del Gobernador del Estado.

Revisar la cuenta pública del año anterior. Esta revisión tendría por objeto conocer los resultados de la gestión financiera, comprobar si se ha ajustado a los criterios señalados en el presupuesto y al cumplimiento de los objetivos contenidos en los programas. Si del examen que se realice aparecieron discrepancias entre las cantidades gastadas y las partidas respectivas del presupuesto, o no existiera exactitud o justificación en los gastos hechos, se determinará la responsabilidad a quien corresponda, de acuerdo con la ley. La cuenta pública debería ser presentada a la Comisión Permanente.

Modificó y adicionó el Artículo 87, para determinar que en cada uno de los municipios sería administrado por un Ayuntamiento de elección directa.  Los municipios que, conforme a la Ley Orgánica Municipal se compongan de ocho regidores de elección mayoritaria relativa, complementarían su ayuntamiento hasta con dos regidores de representación proporcional; los que tuviesen diez, lo harían con tres; y los que tuvieran doce, lo complementarían con cuatro regidores de representación proporcional.

Los partidos políticos podían acreditar regidores de representación proporcional, siempre que hubiesen obtenido, cuando menos, el 1.5% de la votación. En ningún caso se asignarían a un solo partido más de las dos terceras partes de las regidurías de representación proporcional. Los ayuntamientos no podían acordar remuneración alguna para sus miembros, sin aprobación del Congreso.

2.2.1.16. Reforma de 1980

El Licenciado José Guadalupe Cervantes Corona, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del decreto número 1, reformó la Constitución zacatecana.

En realidad, se creó una nueva Constitución, sin respetar la posición doctrinaria de que las constituciones sólo soportan reformas o adiciones, a menos que se realicen por algún constituyente revolucionario. Aduciendo que en razón del Pacto Federal, cada Estado miembro de la Federación tiene el derecho de darse su Constitución Política, sin más limitación que la de no contradecir los principios especiales que consignan en la Carta Magna de la República.

Señaló, esta nueva Constitución o como se prefiera decir reforma, que la Constitución Política vigente en el Estado de Zacatecas, aunque sujeta a reformas parciales, encierra serias contradicciones y se mantiene alejada de nuestra realidad respecto de los fenómenos antes apuntados; y se hace indispensable, por lo mismo, que su normatividad suprema responda a las exigencias del mundo en que debe aplicarse.

Declaraba que por circunstancias especiales y para dar mayor solidez a las instituciones regidas por el derecho, se hacía indispensable incluir dentro del texto constitucional, ciertas materias, que tal vez debieran quedar comprendidas en otros códigos de acuerdo con una ortodoxia de técnica netamente legislativa, pero que atendiendo a las necesidades sociales y económicas de nuestro pueblo, el proceso histórico registra la necesidad de atender fenómenos de explotación del hombre por el hombre.

De ahí que la reforma creyó conveniente debían fijar en la Constitución, los principios inquebrantables de igual categoría para los habitantes del Estado, sea cual sea la posición que ocupen en la organización social contemporánea, las reglas esenciales pero obligatorias de forma acentuada, que favorezcan el cambio y, mantengan a la vez la esencia de nuestro movimiento revolucionario.

Así proscribía del Estado toda discriminación de la índole que fuese, para proporcionar a los hombres que en él se encuentren las mismas oportunidades de trabajo, como salarios justos y suficientes, a la vez que brindarles los servicios públicos necesarios para dignificar su existencia.

Diversificó y amplió la función administrativa, dando mayor fluidez y agilidad a los órganos del Poder Ejecutivo, mediante una estructura en la que el Gobernador del Estado fuese auxiliado por funcionarios que constitucionalmente estuvieran investidos de la misma jerarquía, aunque con las atribuciones específicas, eliminando la función coordinadora del Secretario General de Gobierno, que ha devenido en obstáculos burocráticos que entorpecen la inmediata y eficaz intervención del titular del Ejecutivo en el ejercicio de las facultades que le correspondían, constituyendo una barrera que impide la comunicación entre el gobernante y los gobernados, por consiguiente estimó conveniente reformar la Constitucional a efecto de establecer órganos administrativos más dinámicos que propiciaran la pronta resolución de los asuntos públicos.

Consideró indispensable revisar y adecuar la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, y reestructurar el Supremo Tribunal de Justicia, a efecto de dar mayor agilidad a la tramitación de los negocios de su competencia.

Consideró necesaria regular constitucionalmente a la familia zacatecana e impone tomar medidas legislativas que salvaguarden las estructuras de ésta, dándole solidez a su preservación; implantando reformas que le dan personalidad jurídica, con el objeto principal de proporcionar la integración y defensa del patrimonio que les permita mayor estabilidad, dictando normas categóricas que lo constituyeron por ministerio de ley, y asegurándole su carácter de inalienable, inembargable e imprescriptible, debiendo además reglamentarse con toda claridad y conveniencia lo relativo a las capitulaciones matrimoniales.

Por último, reivindicando al Municipio los atributos históricos que le confiere la Constitución Federal, se derogaron las disposiciones que facultan a los poderes legislativo y ejecutivo, para intervenir en asuntos del ámbito municipal.

2.2.1.17. Reforma Constitucional zacatecana de 1984

El Lic. José Guadalupe Cervantes Corona, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto Número 70, reformó la Constitución del Estado.

El objeto de la reforma consistió, en adecuar la norma fundamental estatal a las reformas y adiciones que se hicieran al Artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Se adujo en la reforma, que la adecuación jurídica constitucional, significaba la respuesta de la voluntad política del Poder Público Estatal, para robustecer la estructura del Ayuntamiento y redefinir la institución municipal, en un encuadramiento orgánico y administrativo, que rescate la fiel tradición municipalista asumida desde el Constituyente de 1917. Y sobre todo para garantizar la efectiva autonomía orgánica, libertad e independencia de los municipios, reintegrándoles derechos y responsabilidades, en una esfera competencial propia, sobre su territorio, población y servicios; y transfiriéndose mayores atribuciones y recursos financieros, antes yuxtapuestos por la inercia, entre los diferentes niveles de Gobierno, a fin de hacer más eficiente y eficaz la prestación de los servicios y la ejecución de la obra pública y ágil y dinámica la acción administrativa municipal, con medidas de coordinación entre el Estado y el Municipio.

Se ubicó el proceso de reformas, en los principios de descentralización de la vida nacional de la renovación moral y de la democratización integral de la sociedad. Postulados que en última instancia posibilitaban la vigorización de las instituciones públicas y estimulan la participación ciudadana, para el logro del bien común y la consecución de ¡os objetivos primordiales de la cosa pública.

El marco legal de la reforma, expresa los esquemas para salvaguardar las garantías constitucionales, sociales y patrimoniales, en una concepción solidaria de la vida humana. Propiciando el acceso a la educación y a la cultura; incidiendo sobre el derecho a la salud y a la vivienda. 

Preconizando la rectoría del Estado en los procesos del desarrollo nacional, e inscribiendo la planeación y conducción, coordinación y orientación de la actividad económica, con el concurso de los sectores social y privado, en la organización de un sistema de planeación democrática, dentro del Plan Nacional de Desarrollo.

Concibiendo que toda persona tiene pleno derecho al trabajo, a la capacitación y al adiestramiento, para alcanzar empleos productivos y percibir un salario justo y remunerador; apoyando la generación de empleos y la protección al salario y al consumidor.

La concepción de la reforma, preserva las actividades político-electorales de la ciudadanía, garantizando la participación de las minorías, cuando asume el espíritu de la reforma del Artículo 115 Constitucional, al incorporar la representación proporcional en la integración de todos los ayuntamientos del Estado. Y como capítulo innovador, establece facultades a la Legislatura para dirimir problemas y controversias que en el Ayuntamiento se susciten, mediante los procedimientos legales de declaración de desaparición de ayuntamientos, suspensión definitiva de los mismos y suspensión y revocación de los miembros de los cuerpos edilicios, dentro de los cuales se consagra el derecho de audiencia.

2.2.1.18. Reformas del 23 de mayo de 1986

El Lic.  José Guadalupe Cervantes Corona, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, por Decreto número 243 reformó la Constitución del Estado.

La reforma señaló, que habiéndose presentado iniciativas diversas a la Ley Estatal de Salud, el Código Familiar, Código Penal y el Código Civil y, con el objeto de que tengan la debida operatividad las leyes de referencia, se imponía la necesidad de realizar adiciones a la Constitución Política del Estado.

Se adicionó el Artículo 3° de la Constitución Política del Estado, para establecer , que el Estado atendería de la manera más amplia posible, la solución de los problemas característicos del Sector Salud, de manera que la descentralización de los servicios de salubridad y asistencia que se habían llevado a cabo, tuviesen cabal satisfacción.

El Estado dictaría las normas de derecho que regulen la institución de la familia, para que ésta cumpla cabalmente la función que le corresponde en la sociedad contemporánea. También, dictaría las normas jurídicas tendientes a proteger al menor, esencialmente en los casos en que el mismo se constituya en infractor de las leyes que integra nuestro sistema de derecho.

Así mismo, aquella normatividad que tienda a organizar el auxilio que deba prestarse a los desvalidos, a los ancianos, a los menesterosos, creando para ello los organismos necesarios.
Se adicionó el Artículo 4°, para señalar, que el Estado, para el cumplimiento de los fines que mencionaba este artículo, crearía los organismos que fuesen necesarios para la capacitación de aquellos miembros de su población que queden sujetos a leyes restrictivas de su libertad y deban sujetarse a procesos de rehabilitación y adaptación a la vida humana en la comunidad de que formen parte.

Se adicionó la Fracción XVIII del Artículo 47 para expresar que el Congreso podría expedir las leyes reglamentarias que procedan en beneficio de los trabajadores al servicio del Estado, en razón del tiempo de la prestación de su trabajo, la edad, la enfermedad, los accidentes laborales y todas aquellas otras circunstancias que impliquen la terminación de su trabajo y la compensación correspondientes, sea en vía de jubilación, de pensión, de compensación o de reconocimiento de derechos hereditarios correlativos; tornando en cuenta, además, lo dispuesto por la Fracción XXXVI de este mismo Articulo.

2.2.1.19. Reformas del 13 de Noviembre de 1986

Primer Reforma Constitucional del Lic. Genaro Borrego Estrada, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, que realizó mediante Decreto número 5.

La reforma a la Constitución, propuso adecuaciones de fondo a la actividad del Poder Judicial, para hacer más expedita la impartición de justicia, al aumentar el número de magistrados y juzgados de Primera Instancia. 

Las reformas propuestas no afectaron nuestra normatividad vigente, ya que se refieren básicamente a precisiones en los nombres de algunas entidades municipales. Así como la terminología que se pretende dar a los Servidores Públicos.

Se reformaron los artículos 22, 29, fracciones IV y V; 34, párrafo segundo; 43 Fracción III; 47, fracciones III, VII, XIV, XX, XXVIII, XXIX, XXXII, y XXXVIII; 48, Fracción 111; 55, 56, Fracción IV; 59, fracciones I y VIII; 62, 64, 65, 66, Fracción IV; 67, 72, 73; encabezado del Capítulo II del Titulo Sexto; 74, 75; se modifica el encabezado del Capítulo III, Titulo Sexto; 80, 90, párrafo segundo; 103, 105, 107, 108, 111, 112 y 125. Todos de la Constitución Política de Zacatecas.

Del Artículo 22, se modificó lo relativo a las partes integrantes del territorio del Estado: General Enrique Estrada, Trinidad García de la Cadena, y Francisco R, Murguía.

Del Artículo 29, de los requisitos para ser Diputado: no ser Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, ni titular de las dependencias que menciona la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, cuando menos sesenta días antes de la elección; no ser Juez de Primera Instancia, servidor público de la Secretaría de Finanzas; Presidente Municipal, Secretario del Ayuntamiento, ni Tesorero Municipal en cualesquiera de las municipalidades comprendidas dentro del Distrito Electoral respectivo, cuando menos sesenta días antes de la elección.

Respecto del Artículo 34, se adicionó que procedía el recurso de reclamación ante el Tribunal Superior de Justicia contra las resoluciones del Colegio Electoral de la Legislatura del Estado.

Sobre del Artículo 43, relativo a la facultad para iniciar leyes o decretos, adicionó, también, al Tribunal Superior de Justicia del Estado.

Del Artículo 47, relativo a las facultades de la legislatura, se incorporó el designar a los Magistrados Propietarios, Supernumerarios y Suplentes del Tribunal Superior de Justicia; recibir la protesta de ley a los Diputados, al Gobernador y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; así como a la presentación de los presupuestos de ingresos y egresos del Estado, deberían comparecer los Secretarios de Finanzas y de Planeación y Contraloría; el erigirse en Gran Jurado, para declarar si ha o no lugar a formación de causa por los delitos comunes y si son o no culpables de los oficiales de que fueren acusados el Gobernador del Estado, los Magistrados del Supremo Tribunal de Justicia y los Diputados a la Legislatura del Estado; también, el calificar las excusas que para desempeñar sus cargos aduzcan los Diputados, el Gobernador y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; aceptar sus renuncias a los Diputados, al Gobernador y a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; y el solicitar informes al Ejecutivo del Estado, al Tribunal Superior de Justicia y a los ayuntamientos, sobre asuntos de su competencia, cuando lo estime conveniente, para el mejor ejercicio de sus funciones;

Igualmente se incorporó el dirimir los conflictos políticos entre el Ejecutivo y el Tribunal Superior de justicia, de los municipios entre sí y con otros poderes estatales; los conflictos del Ejecutivo y los municipios y los de éstos entre sí que sean de naturaleza jurídica se resolverán sumariamente por el Tribunal Superior de Justicia.
Respecto de la Comisión Permanente, en el Artículo 48, se adicionó el recibir, en su caso, la Protesta de Ley al Gobernador del Estado y a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia.

En el caso del párrafo anterior, así como en las faltas repentinas se encargará desde luego del poder Ejecutivo, en calidad de Gobernador Provisional, al Presidente del Tribunal Superior de Justicia, mientras la Legislatura hace la designación a que se refiere el artículo siguiente, llamándose al electo a cuyo efecto le señalará la Legislatura el término de treinta días, advirtiéndole que de no hacerlo, sin causa justificada, se tendrá por renunciado el cargo.

Referente al Artículo 56, se estableció, que el Gobernador en sus faltas temporales, por más de quince días, o absolutas, sería substituido por la persona que designara la Legislatura, y entre otras, si la falta absoluta ocurriera en términos de quedar acéfalo el Poder Ejecutivo, el Presidente del Tribunal Superior de Justicia se haría cargo de él mientras se procedía a nueva elección de Gobernador.

Del Artículo 59, relativo a las facultades y obligaciones del Gobernador del Estado, se adicionó, el de nombrar y remover 1ibremente a los servidores de la Administración Pública estatal en los términos de la Ley del Servicio Civil; 
así como, pedir informes a la Legislatura y el Tribunal Superior de Justicia sobre los asuntos que juzgue convenientes.

Se reformó el Artículo 62, para expresar, que todos los acuerdos, reglamentos, decretos, convenios y disposiciones generales que expidiera el Gobernador deberían ser firmados por éste y por el titular del ramo a que el asunto correspondiera, sin cuyo requisito no serían válidos. En caso que correspondiera a dos o más dependencias, firmarían los titulares de los distintos ramos.

Respecto a la integración del Poder Judicial, el Artículo 64, se modificó, para expresar que el Tribunal Superior de Justicia estaría integrado por siete Magistrados Propietarios e igual número de suplentes. Los segundos suplirían a los primeros en los términos que dispone el Artículo 69 de esta Constitución. Asimismo, podrían designarse dos o más Magistrados Supernumerarios cuyas atribuciones les serían señaladas por el pleno del Tribunal Superior.

Los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, a propuesta del Ejecutivo, serían elegidos por mayoría absoluta de votos, en escrutinio secreto, por la Legislatura del Estado, constituida en Colegio Electoral, coincidiendo el tiempo de su ejercicio con el del Gobernador que los propuso. (Artículo 65).

Para ser Magistrado del Tribunal Superior de Justicia, según reforma al Artículo 66, determinó en la fracción IV de éste, el No tener parentesco de consanguinidad hasta el tercer grado con los demás Magistrados del Tribunal Superior, ni con el Procurador General de Justicia.

También, que el Tribunal Superior de Justicia sería presidido por el Magistrado que anualmente designara el propio Tribunal, pudiendo ser reelecto (Artículo 67). Los magistrados del Tribunal Superior de Justicia se darán cuenta personalmente de la marcha de la administración de justicia, en los juzgados de su jurisdicción, en la forma y términos que establece la Ley Reglamentaria respectiva (Artículo 72). 

Señaló la reforma, que los magistrados del Tribunal Superior de Justicia y los jueces no podrán, en ningún caso, aceptar y desempeñar empleo o cargo de la Federación, de otros estados o de particulares, salvo los cargos docentes u honoríficos de asociaciones científicas o literarias y de los de beneficencia e instrucción publicar artículo 73. 

Se modificó la designación del Título Sexto, Capítulo II denominado de las facultades y obligaciones del Tribunal Superior de Justicia en sus artículo 74 y 75.
Igualmente, se reformó el encabezado del Capítulo III del Titulo Sexto de la Constitución Política del Estado para designarse ahora De los jueces de primera instancia.

Se derogó el Artículo 78 de la Constitución Política del Estado.

La modificación del Artículo 80, registró que la Ley Reglamentaria organizaría al Ministerio Público, cuyos integrantes serían nombrados y removidos libremente por el Ejecutivo del Estado, teniendo como jefe nato al Procurador General de Justicia, el que debería llenar los requisitos que para ser Magistrado del Tribunal Superior de Justicia.

Del Artículo 90, se adicionó lo relativo a que los ayuntamientos prestarían con eficiencia los servicios públicos que les señale la Legislatura quien tomaría en cuenta las condiciones territoriales y socioeconómicas, así como su capacidad administrativa y financiera, como lo establece la Fracción XII del Artículo 47.

En materia de finanzas públicas, la reforma del Artículo 103, determinó, que no sería pagada por la Secretaría de Finanzas cantidad alguna sin orden del Gobernador y autorizada por el Presupuesto de Egresos.

El servidor público de la Secretaría de Finanzas es personal y pecuniariamente responsable de los pagos que hiciere, sin estar previamente autorizado o decretado en la forma establecida (Artículo 105). La ley determinará la organización y funcionamiento de la Secretaría de Finanzas y de sus unidades administrativas (Artículo 107).

Los Diputados a la Legislatura del Estado, los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, los Secretarios, los Coordinadores y el Procurador General de Justicia serían responsables por los delitos comunes que cometan durante el tiempo de su cargo y por los delitos, faltas u omisiones en que incurrieran en el desempeño del mismo (Artículo 108). Si el delito fuere oficial, conocería de él, como jurado de Instrucción, la Legislatura Local y, como jurado de Sentencia el Tribunal Superior de Justicia (Artículo 111). El jurado de Instrucción declararía a mayoría absoluta de votos, si el indiciado era o no culpable. Si la declaración fuere absolutoria, el servidor público continuaría en el ejercicio de su cargo.  Si fuere condenatoria, quedaría inmediatamente separado de dicho cargo y sería puesto a disposición del Tribunal Superior de Justicia. Este actuando en pleno, erigido en Jurado de Sentencia, con audiencia del inculpado, del Procurador General de Justicia y del acusador; si lo hubiere, procedería a aplicar por mayoría absoluta de votos la pena que la ley señale (Artículo 112). 

Cuando desaparezcan los poderes Legislativo y Ejecutivo del Estado, el Tribunal Superior de Justicia, por voto de mayoría de sus miembros, nombraría un Gobernador Provisional; pero si desaparecieren todos los poderes del Estado, se haría cargo del Gobierno, con el carácter de Gobernador Provisional, por ministerio de ley, el último presidente del Tribunal Superior de Justicia y, a falta de éste, los demás, por orden numérico de sus nombramientos; y, a falta de todos ellos, el último Presidente de la Legislatura desaparecida (Artículo 125).

2.2.1.20. Reformas del 19 de Noviembre de 1987

Por Decreto Número 129, el Gobernador Lic. Genaro Borrego Estrada, reformó la Constitución del Estado de Zacatecas.

Señalaba la reforma, que pugnando por el perfeccionamiento en la impartición de justicia apareció el Decreto correspondiente en el Diario Oficial de la Federación Tomo CD II, Número 12, del 17 de Marzo del año en curso; por el cual fueron reformados los artículos 17, 46 y 116 de la Constitución Política Federal. Del texto de las reformas se desprendió el robustecimiento de las garantías constitucionales de acceso a la jurisdicción, al señalar sus calidades, independencia en sus órganos, prontitud en sus procesos y resoluciones, que sea imparcial y gratuita para cumplir con la encomienda de velar por la igualdad democrática.

Con las reformas hechas a la Constitución General de la República se actualizaron las bases para que la organización y funcionamiento de los poderes judiciales de los estados se vigorizaran. Y ello se integra no sólo con la dinamización de la actuación judicial, sino que debe presuponer la sólida estructuración del propio órgano judicial y éste, como premisa fundamental demanda ser independiente, conforme al principio de la división de poderes.  Es por ello que se consideró reformar al Artículo 47 de la Constitución Política del Estado en la Fracción III, dejando como facultades de la Legislatura, reprobar o vetar los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia hechos por el Gobernador del Estado, modificando el contenido de la anterior norma que en la propia fracción prescribe: “Designar a los Magistrados propietarios del Tribunal Superior de Justicia”, en relación a la reforma propuesta por el Ejecutivo del Estado, la modificación, en el sentido de que correspondería a la Legislatura del Estado, sólo aprobar o vetar los nombramientos de magistrados hechos por el Gobernador del Estado; lo cual no hizo sino actualizar el procedimiento para nombramiento de los Magistrados al Tribunal Superior de Justicia, para que la actividad del órgano Legislativo, sea de coordinación con el Órgano Ejecutivo en cuanto a la facultad de aprobar o vetar un nombramiento.

Importante por la trascendencia que reviste, es el hecho que en el presupuesto de egresos, debe contemplar el Ejecutivo del Estado la partida de los gastos que deberá hacer el Poder Judicial, a fin de que éste lo ejerza autónomamente; el reconocimiento de la aplicación de los recursos que se le asignen, hacen que el Poder Judicial, pueda actuar con la independencia que necesita en su actividad, para que ésta, no sea constreñida y su tarea de aplicación e interpretación de la ley, se realice con absoluta autonomía del órgano judicial, también fue objeto de la presente reforma.

El deseo largamente añorado por el Poder Judicial, de hacer posible la aplicación a sus personas del principio de inmovilidad, se da en la Reforma; y esto, aunado a lo manifestado en el anterior punto, robusteció la garantía a los funcionarios judiciales de que, su trabajo estría plenamente garantizado, y justamente pagado; porque se garantizó su estadía en el cargo de la judicatura, trayendo consigo su seguridad personal, y en cuanto a la permanencia en un mismo lugar, lo que redundaría en una mejor aplicación de la justicia.

La capacidad correlativa que se demandó a los ciudadanos que desearan formar parte de la judicatura en calidad de jueces, quedaba asegurada para la sociedad, en cuanto a la aplicación de exámenes de oposición, para obtener la responsabilidad de fungir como juez de Primera Instancia.

Esto aunado a los atributos de calidad moral, antecedentes jurídicos que se prescriben en la presente reforma, aunado a la prohibición de dedicarse a otras actividades ajenas a su función, con excepción de las docentes dan la garantía de que los jueces y funcionarios judiciales, sólo podrían dedicarse en forma exclusiva a su alta responsabilidad; lo que haría que su tiempo, capacidad, vocación de servicio y cualidades morales hagan posible que la aplicación de la justicia se realice en los tribunales del Estado, con la prontitud, certeza, gratuidad y capacidad que se exige en esta función del Estado, que es la justicia.

Por ello, las reformas y adiciones afectaron a los artículos 47, 59 y al Título Sexto de la Constitución Política del Estado del artículo 63 al 78-A.

2.2.1.21. Reformas del 21 de Mayo de 1993

El Licenciado Arturo Romo Gutiérrez, Gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto número 24, reformó la Constitución del Estado.

El objeto de propiciar una nueva cultura política, reorganizar la economía para generar empleo y atentar los desequilibrios del campo con las ciudades y elevar los niveles de bienestar de las familias, resultó conveniente llevar a cabo la adecuación jurídica Constitucional, obedeciendo a la necesidad de responder a profundas transformaciones de la sociedad tanto en lo político, en lo económico y en lo social a través de la participación ciudadana en asuntos políticos.

La reforma consideró que uno de los aspectos fundamentales de la nueva cultura política, lo es el fortalecimiento y consolidación del municipio libre como célula básica de la organización política del Estado.

Para la consecución de tales objetivos, se hacía necesario reformar la estructura del Ayuntamiento y redefinir la institución municipal que consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ampliando la efectiva autonomía orgánica, libertad e independencia de éstos.

La reforma determinó convertir al municipio zacatecano, en el ámbito propicio para el desarrollo autónomo, democrático y autogestivo de las comunidades; transformando a los ayuntamientos, en células políticas eficientes, cabildos abiertos, plurales, dinámicos e itinerantes y asegurando el derecho de la población a la participación informada, consciente y organizada de todos los asuntos que conciernen a la vida municipal; la elaboración de planes y programas operativos, ejecución y vigilancia de la obra pública, la prestación de servicios y la orientación general del desarrollo.

El marco legal de la reforma, introdujo nuevas formas de concertación y coordinación de atribuciones y recursos entre el Gobierno del Estado y los ayuntamientos, para promover el progreso de los municipios y mejorar la vida de las comunidades que los constituyeren; es el caso de los convenios únicos de desarrollo municipales, que permitieran sumar esfuerzos en beneficio de las familias y regiones y asegurar la congruencia y complementariedad entre los planes Nacional, Estatal y municipales de desarrollo, asimismo se agrupan en un sólo capítulo las disposiciones relativas al municipio, dispersas en la Constitución y reubica facultades de la legislatura en el lugar correspondiente y clarifica el sentido de los ordenamientos.

En suma, la iniciativa presentada por el Ejecutivo del Estado representó un enorme paso en el camino del fortalecimiento de la democracia en Zacatecas, puesto que propició que los ciudadanos participaran activamente en la toma de decisiones colectivas y en el ejercicio del poder político.

De esta manera, se reformaron y adicionaron los artículos 47, fracción V y XLIV; 59, fracción VII; 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89 y 132, fracción III. 

Así como se derogaron el párrafo segundo de la fracción XII del Artículo 47, así como el segundo párrafo de la fracción XV del mismo articulo; y los artículos 90, 91, 92, 93, 94, 95, 96, 97, 98, 99, 100, 114 y el párrafo segundo de la fracción III del Artículo 132.

2.2.1.22. Reformas del 10 de enero de 1994

Arturo Romo Gutiérrez, gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto número 62, reformó la Constitución local, ha efecto de elevar a rango constitucional los derechos del niño.

La reforma se fundamentó en considerar a la libertad, la justicia y la paz como la base del reconocimiento a la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e inalienables de todos los miembros de la familia humana.

Por tanto consideró que los niños tienen derecho a la protección y asistencia necesaria para el pleno desarrollo de sus facultades físicas, mentales, morales, sociales, y a ser educados en un espíritu de paz, dignidad, tolerancia, libertad, igualdad y solidaridad. Por ello, las instituciones, la sociedad y la familia y los individuos estaban obligados a dispensar por ley y por otros medios una protección especial a los niños para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad.

La reforma ratificaba y reconocía, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la Declaración sobre los Derechos del Niño, en los convenios de los organismos internacionales especializados en el bienestar de la infancia, y en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, derechos que debían plasmarse la Constitución Política Estatal, a fin de que, padres, hombres y mujeres individualmente, organizaciones particulares y autoridades locales lucharan por su observancia.

Se adicionó el Artículo 6° de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, un párrafo que estaría situado entre el segundo y el tercero del texto vigente, para señalar, que los niños gozarían de atención y cuidados especiales por parte de las instituciones públicas y de la colectividad, para que alcancen un desarrollo equilibrado y armónico de todas sus facultades y se desenvuelvan en un ambiente de libertad y dignidad. Las leyes determinarían los medios para la eficaz protección de los derechos de los niños.

2.2.1.23. Reformas del 8 de agosto de 1994

Arturo Romo Gutiérrez, gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto número 93, reformó la Constitución local, ha efecto de modificar la denominación de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito.

La reforma adució, que las necesidades del desarrollo urbano demanda de la institución especializada, no nada más el tránsito de vehículos sino la posibilidad de que se desarrolle la vialidad, conforme al crecimiento de las ciudades, caminos y como consecuencia su vialidad. Entendiendo esta como los métodos del urbanismo que estudia y soluciona los problemas de la circulación de vehículos, localización y determinación de estacionamientos, semaforización sistematizada, áreas de peatones, ubicación de comercio semifijo y ambulantes, de grupos y eventos especiales, así como el diseño de vías rápidas, tránsito ordinario, vías de auxilio y seguridad y circulación de minusválidos, todo con la finalidad de hacer de la vía pública una superficie de convivencia armónica, segura y humana.

El Gobierno del Estado de Zacatecas, debía analizar y actualizar la legislación local para adecuarla a los problemas que presentaban el crecimiento de nuestra sociedad, aspiración y demanda del pueblo de Zacatecas, plasmados en el Plan de Desarrollo 1992-1998, y reflejando esta exigencia del pueblo, se consideró cambiar el nombre de la Dirección de Seguridad Pública y Tránsito por una que modifique las condiciones para mejorar y modernizar las funciones, para servir con mayor eficiencia a la ciudadanía, por lo que se reformó la denominación esta Dirección, por la de Dirección de Seguridad Pública y Vialidad.

Lo anterior no cambió de título, sino una reforma de fondo en el organigrama, y funciones de la dependencia, para atender como prioritario entre otros, los problemas de vialidad y la seguridad en las Cabeceras Municipales más numerosas, en especial la de la Capital del Estado.

Por lo tanto, en esta tesitura, se reformó el inciso h) de la fracción IV del Artículo 84 de la Constitución Política del Estado.

2.2.1.24. Reformas del 10 de marzo de 1995

Arturo Romo Gutiérrez, gobernador Constitucional del Estado de Zacatecas, a través del Decreto número 131, reformó la Constitución local, ha efecto de modificar las normas jurídico constitucionales en materia electoral.

La reforma manifestó, que el avance cultural y político del grupo social y la evolución misma de los partidos, se orientan hacia el disponer de más y mejores espacios tanto para participar como para manifestarse, para responder a la dinámica social en su procuración de integrarse a la actividad política, al ejercicio del poder y a las adecuaciones jurídicas que le aseguren estabilidad, permanencia y futuro.

Por ello, aseveraba la reforma, la sociedad de Zacatecas ha venido impulsando una nueva cultura democrática con mayor apertura y compromiso ciudadano. Gobierno y partidos coincidían en que la política es el mecanismo idóneo para acceder a canales de expresión individual y colectiva.

Las reformas, fueron producto del esfuerzo plural y en razón de que recogió las diversas opiniones de los ciudadanos, de las organizaciones civiles y profesionales, agrupaciones cívicas y partidos políticos, todos concordantes en que una nueva cultura política se concibe como el reflejo de una sociedad dinámica y perseverante. Las numerosas ponencias de organizaciones políticas, académicas y sociales aportaron elementos importantes que la Legislatura del Estado retomó y que sustentarán el debate y las resoluciones que habrán de conformar la reforma electoral.

La reforma implementó la participación de la sociedad civil, que se cristaliza en la propuesta para la integración de las organizaciones electorales, y por primera vez se incluye a los representantes ciudadanos, manteniéndose la presencia del Estado y los partidos políticos.

Por ello, y en congruencia con el plan estatal de desarrollo del Ejecutivo al inicio de su mandato se retomó el concepto de que la reforma más urgente, mas sentida y que sirva de sustento a todas las demás, debe efectuarse precisamente en el quehacer político, puesto que será éste que establecería la trayectoria por donde deba conducirse la vida institucional de la entidad.

La presente reforma, decretó la supresión del sistema de autocalificación que se había utilizado anteriormente en las elecciones de diputados y ayuntamientos municipales. Únicamente se facultó a la Legislatura para constituirse en Colegio Electoral y calificar los comicios para elegir al Gobernador del Estado. Se estableció, un nuevo sistema de medios de impugnación que permitiera a los partidos políticos la interposición de recursos en contra de todos aquellos actos que pudieran ser violatorios del proceso electoral.

Se determinó, en correspondencia con los recursos referidos, la creación de un nuevo Tribunal Estatal Electoral, con resoluciones de carácter definitivo e inatacable, elevado a rango constitucional, para dirimir las inconformidades que se presentaren en el proceso.

Así mismo, y en razón del crecimiento demográfico de la entidad, se determinó que la población debía contar con más representantes populares en la Legislatura del Estado, por lo que se incrementó el número de diputados por principio de mayoría relativa a 18, lo que significó la creación de tres nuevos distritos uninominales, y hasta por doce diputados por el principio de representación proporcional, en una sola circunscripción plurinominal.

Complementando el espíritu de la reforma electoral constitucional, y de agilizar la investigación de los delitos que pudieran someterse durante el proceso comicial, se facultó al Gobernador del Estado para nombrar a un agente especial del Ministerio Público, encargado de tales averiguaciones. La presencia de nuevas formas delictivas en materia electoral exigió modificaciones que serían incluidas en el Código Penal local.

Se estableció la obligación ciudadana para prestar servicios obligatorios y gratuitos en las funciones inherentes al proceso electoral, y se previnieron sanciones a los infractores.

En razón de la evidente y mayor presencia y actividad de grupos sociales y políticos no registrados formalmente como partidos, se contempló en estas reformas, la creación de partidos políticos estatales, que tengan la posibilidad de encontrar en las próximas elecciones estatales y municipales el ámbito propicio para sus labores, en respuesta a la demanda de sectores de la población que se organizan y funcionan actualmente al margen de los partidos políticos nacionales.  La Constitución de los partidos políticos estatales, deberán sujetarse a los requisitos que estableciera el Código Electoral del Estado.

De esta manera, se reformaron y adicionaron en la Constitución Política del Estado
 los artículos 14, 15, 20, 27, 28, 34, 47, 59 y 83.

2.3.

Análisis de la reforma y adición

integral a la Constitución del 

Estado de 1998

La iniciativa de reformas y adiciones a la Constitución Local, enviada por el C. Lic. Arturo Romo Gutiérrez Gobernador Constitucional del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, inscribió un momento histórico sobresaliente para el Estado; la reforma fue producto de una consulta ciudadana con el objeto de que éstos decidieran la orientación y contenido de ésta.

Asistieron a este Foro, numerosos estudiosos de la materia, representantes de organizaciones políticas y sociales, así como también maestros, mujeres y jóvenes de la población zacatecana.

Se definía que la Constitución no solamente es un ordenamiento jurídico supremo, sino también, un proceso de transformación social, ya que implica un cambio en las estructuras jurídicas de la entidad. Entender así a la Constitución, implica promover la vida del estado; impulsar el desarrollo económico a través de la participación de los sectores públicos, privado y social.

De esta manera y en acatamiento de la suprema voluntad popular, el Gobernador , al presentar su cuarto informe de gobierno, expresó:

“Que la distinta realidad en que vivimos los zacatecanos hacían no solo aconsejable sino imprescindible promover una reforma integral a nuestra ley suprema, que fuese la expresión jurídica y política del modo de ser de nuestro pueblo y cause de una sociedad mejor que la actual”.

Tal iniciativa se postuló como instrumento que fortaleciera la vida social, democracia y procure el desarrollo económico y político del Estado y sus habitantes.

La reforma estructuró a la Constitución en nueve Títulos, a saber:

I).- De los Principios Políticos Fundamentales;

II).- De los derechos Fundamentales: Garantías Individuales y Sociales;

III).- Del sistema Electoral;

IV).- De los Poderes del Estado;

V).- Del Municipio Libre;

VI).- Del sistema Económico del Estado;

VII).- De las relaciones laborales y la Responsabilidad de los Servidores Públicos;

VIII).- Prevenciones Generales ; y, 

IX).- De la Constitución.

El proyecto se sustentó en los grandes sentimientos históricos de nuestro pueblo y en las lecciones que no lega el constitucionalismo mexicano. No hay duda que las distintas generaciones que han vivido en Zacatecas, desde que se erigió en Estado en 1824, han mantenido muy en alto los principios de democracia, su aprecio por los derechos del hombre y apego a la libertad.

Hace patente que desde la primera Constitución de Zacatecas promulgada el 17 de enero de 1825, y producto de la situación nacional y local se promulgaron otras en 1832, 1857, 1869 y 1910 con el cual se cerró el escenario político jurídico en el siglo XIX. Más adelante, como producto de la revolución Mexicana iniciada en 1910, se generó la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en 1917, misma que en su artículo 41 facultó a los estados para dar sus leyes que más les acomodaran, sin que pudieran contravenir el pacto federal. De esta manera en 1918, se promulgó la Constitución de nuestro Estado por su constituyente revolucionario.

2.3.1. Efectos en materia económica

Estableció el título VI denominado Del Sistema Económico del Estado, con el objeto de desarrollar y enriquecer la economía mixta que postula el constitucionalismo mexicano, a través de:

— Fortalecer el sistema de planeación democrática del desarrollo estatal y municipal;

— Precisar los agentes fundamentales del proceso de crecimiento;

— Establecer el objetivo  fundamental de todo centro de trabajo, que es crear empleos dignos y adecuadamente remunerados;

— Ratificar la función social de la propiedad y las obligaciones que corresponden al Estado para regular e impulsar la economía y contribuir al desarrollo de las actividades productivas de la entidad;

— Trazar con claridad lo referente a la propiedad inmobiliaria y Asentamientos humanos, patrimonio y hacienda pública del Estado y Municipios. Así como las reglas a que debe sujetarse las adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones de bienes, prestación de servicios, y contratación de obras.

— Pugna por la promoción del desarrollo económico, incentivando la inversión pública y privada con el establecimiento de industrias; así, el párrafo último del Artículo 31 intenta que se declare de interés público a las compañías que privilegien la creación de empleos, realicen acciones concretas para proteger el salario de los trabajadores y el ingreso de la población en general, y produzcan, distribuyan o comercialicen bienes o servicios socialmente necesarios, en condiciones de precio y calidad mejores que los prevalecientes en el estado.

Elevó a rango constitucional las atribuciones de la Contaduría Mayor de Hacienda como órgano técnico auxiliar de la Legislatura, con el objeto de que esa representación popular verifique y fiscalice el nítido y trasparente manejo, uso  y destino de los fondos públicos en manos del estado y Municipios.

Vinculando lo anterior, en lo que toca al Poder Ejecutivo la reforma precisó las acciones que deberá realizar, no sólo para avanzar en la construcción del sistema democrático (Artículo 87 fracciones VII y VIII) sino para asegurar el manejo honesto  de los recursos públicos, lo cual se debe de relacionar con el capítulo III, Titulo VI de la misma, que hace referencia al Patrimonio y la Hacienda Pública del Estado, y que ahora establece definiciones certeras para garantizar la administración limpia y eficiente de dichos recursos.

Además de fortalecer la personalidad jurídica y política del municipio zacatecano, se incorporan nuevas atribuciones y se propone la obligación del ayuntamiento de informar a la población cada mes de los trabajos realizados por cada uno de los departamentos que conformen su administración, y de cada tres meses acerca del estado que guardan las finanzas públicas, igual obligación que se plantea para el Gobierno del Estado.

2.3.2. Efectos en materia política

Acorde al reclamo popular, se estableció el referéndum, el plebiscito y la rectificación del voto, como mecanismos de participación ciudadana en el quehacer gubernativo y consolidación de la democracia.

De esta manera, en el ámbito municipal, se estableció —inicialmente por que en la actualidad también se contempla para las autoridades del Estado—  el sometimiento a plebiscito de los actos que requieran de aprobación de la población, así como realizar cada año el Congreso de Presidentes Municipales que deliberarán sobre asuntos de interés común.

Respetó los términos que estipula la Constitución federal para la modificación de leyes electorales, y como parte sustantiva de derecho de representación ciudadana, se considera en los capítulos 11, fracción III y IV del Título tercero, las bases que fortalecerán la democracia electoral.

Se pugna por una nueva cultura política, donde la ciudadanía asuma corresponsablemente con sus autoridades, el impulso y desarrollo de su realidad; para ello, se establecieron el plebiscito, la iniciativa popular, el referéndum y la rectificación del voto. De este modo el gobierno estará en condiciones de consultar las medidas de interés común, sus modificaciones, aplicaciones y limitaciones a los ciudadanos del Estado, a fin de tratar que esas medidas reproduzcan la voluntad general.

Es importante subrayar los contenidos del artículo 53, relativas al recurso de rectificación del voto para los ciudadanos del municipio, aplicable cuando alguno de los servidores públicos municipales incurran en actos u omisiones que causen perjuicio cierto a los intereses públicos, podrán pedir la revocación del cargo. Recientemente se modificó, para contemplar también a las autoridades del Estado.

Se precisan en el texto, las obligaciones de la población del Estado y la naturaleza de la vecindad, así como las calidades de ciudadanía zacatecana, como también las condiciones que reúne el ciudadano, sus derechos y prerrogativas, los deberes que le corresponden un las causas de modificación, perdida o restitución de tales derechos, sin dejar olvidado el concepto de quienes son considerados extranjeros.

En el título IV de la reforma, se desarrolla la teoría del equilibrio, independencia y reciproca colaboración entre los poderes del Estado de manera orgánica y armónica. Por ejemplo, y por lo que respecta a la Legislatura del Estado: 

Introduce nuevas y necesarias facultades para que el legislativo ejerza a plenitud su función de vigilancia de la buena marcha de las instituciones. Se precisa para los diputados, el deber de actuar como procuradores de los intereses y demandas de los pueblos; de realizar durante los recesos de la Legislatura, visitas de trabajo a las comunidades y centros de población que conforman a los distritos que representan, para constatar la eficaz prestación de los servicios públicos y conocer de cualquier anomalía que pudiera afectar la seguridad y la tranquilidad pública; igualmente, les autoriza para presentar informes acerca de los problemas detectados y las propuestas para su solución, además de establecerles la obligación de rendir informe de su actuación ante los electores.

La presente reforma de 1998, determinó que en lo sucesivo correspondería a la Legislatura del Estado, la facultad de designar a los integrantes de la Comisión Estatal de Derechos Humanos. Lo cual redundará en mayor desarrollo y mejor observancia de los derechos subjetivos públicos que se reconocen a las personas, así como a consolidar al poder legislativo en sus facultades naturales de contención de la preeminencia del ejecutivo.

Se clarifican los supuestos para la fusión, creación y desaparición de municipios; se perfecciona la facultad de la Legislatura de interponer ante los Tribunales de la Federación, en representación del Estado, recursos y demandas procedentes.

Incorpora nuevos capitulados que definen con claridad las reglas para la creación, fusión y supresión de municipalidades, como también las facultades y obligaciones de los regidores, síndico y presidente municipal.

El régimen de responsabilidad de los servidores públicos, consustancial a todo sistema democrático en la reforma se mejora la técnica jurídica y le da tratamiento unitario, sistematizado y completo, con lo cual se previenen conductas que pudieran causar daño a los interese de la población y abuso de poder especificándose detalladamente las sanciones a que se harían acreedores los funcionarios que cometieron faltas.

2.3.3.
Referéndum, plebiscito

y rectificación del voto

El referéndum es un instrumento democrático de participación ciudadana, mediante el cual el voto mayoritario de los electores en los términos que establezca la ley, aprueba o rechaza disposiciones legislativas de notoria trascendencia para la vida en común.

La definición que actualmente precisa la constitución zacatecana vigente es, que el referéndum, es un instrumento democrático de participación ciudadana, por el cual, mediante el voto mayoritario de los electores, en los términos que establezca la Ley, aprueba o rechaza disposiciones legislativas de notoria trascendencia para la vida común en el amito estatal o municipal.

El referéndum puede ser total o parcial, según se refiera a una ley o solamente a algunos de sus preceptos.

La legislación reglamentaria establecerá las materias que pueden ser objeto de referéndum, los requisitos para convocar y el órgano facultado para hacerlo, así como los plazos para su realización, los procedimientos que estará sujeto, los porcentajes mínimos de participación electoral y los efectos que produzcan sus resultados.

En ningún caso y por ningún motivo podrá convocarse a referéndum en materia tributaria o fiscal, ni respecto  de reformas a la Constitución  del Estado o a las leyes locales que se hubieren expedido para adecuar el marco jurídico del Estado a las reformas o adiciones que hiciere a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Podrá solicitar que se convoque a referéndum, el Gobernador del Estado, los Diputados de las Legislatura, los Ayuntamientos y los ciudadanos en los términos que establezca la Ley Reglamentaria, la que además señalará el órgano que califique el resultado del referéndum, quien lo hará saber a la Legislatura  para su formalización y publicación.

La reforma de 1998 definía al plebiscito, como un instrumento democrático de participación ciudadana a través del cual el Ejecutivo del Estado o los Ayuntamientos podrán someter  a la consideración de los ciudadanos los actos de gobierno que pretendan llevar a cabo o los convenios que deseen celebrar para su aprobación o en su caso, desaprobación.

Actualmente define al Plebiscito, como el instrumento de participación ciudadana a través del cual se podrán someter a la consideración de los ciudadanos los actos de gobierno que pretendan llevar a cabo, en el ámbito estatal o municipal, para su aprobación o en su caso, desaprobación.

El plebiscito será aplicable a los actos que corresponde efectuar a la Legislatura del Estado en lo relativo a la supresión, fusión o formación de Municipios.

Los acuerdos referentes a las tarifas de los servidores públicos no son susceptibles de consulta a través de plebiscito.

En el texto original de la reforma de 1998, establecía que podían solicitar que se convoque a plebiscito, el Gobernador del Estado, la tercera parte de los Diputados integrantes de la Legislatura o los ciudadanos que formen el diez por ciento de los electores registrados en el Estado. Cuando la materia del plebiscito afecte intereses de uno o varios Municipios, podrá ser solicitado por los ayuntamientos involucrados.

En la actualidad, se ha definido que podrán solicitar que se convoque a plebiscito, el Gobernador, los Diputados de la Legislatura del Estado, los Ayuntamientos y los ciudadanos en los términos que establezca la Ley Reglamentaria.
 Cuando la materia de plebiscito afecte intereses de uno o varios municipios, podrá ser solicitado por los Ayuntamientos involucrados.
 

La ley reglamentaria establecerá las bases para la realización de plebiscito, aplicándose en lo conducente las normas contenidas en el artículo 45 respecto del referéndum.

2.3.4.
Efectos de la reforma 

de 1998 en materia social

La reforma determinó que la observancia de la legalidad, en todo acto de autoridad será cuidadosamente observada, dado que ésta no puede hacer nada que no esté expresamente previsto en la ley, y el respeto a la libertad individual y social de los habitantes, están enunciados en los Títulos I y II.

El último Capítulo, además  de que proclama las garantías individuales contenidas en la Constitución federal, externa preocupación por el respeto a los derechos humanos y el otorgamiento de facultades para que el Estado genere condiciones que favorezcan y perfeccionen la dignidad humana.

Así, el artículo 24 de la reforma, consignó dos elementos fundamentales:

1).- El derecho que toda persona tiene a la protección efectiva de sus derechos humanos individuales y sociales; y

2).- El fortalecimiento de la Comisión Estatal de Derechos Humanos como organismo descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, de carácter autónomo y servicio gratuito, encargado de la defensa y promoción  de los derechos humanos.

En aras de procurar el acceso a la Justicia a los no privilegiados, la reforma de 1998 determinó que es justo que el Estado provea la defensa y la representación gratuita en juicio, a todo individuo cuya condición social le impida hacer valer plenamente sus derechos.

Señala la reforma de 1998, el deber que tendrá el Estado para combatir y eliminar en todo lo posible las causas de la migración que conlleva a sometimiento y lesión de la dignidad de la persona. Para ello, no se quedó en sólo buenas intenciones: 

1).- Determinó la creación del Instituto Estatal de Migración;

2).- Estableció normas que protegen el desarrollo de la familia;

3).- Enumeró los derechos de los niños zacatecanos, incluidos los que comprenden la declaración de los derechos del niño que sancionó la O.N.U.; así como los de la senectud; y

4).- No descuidó lo referente a la alimentación, la salud, la asistencia social, la vivienda, el descanso y la sana recreación de las personas y el derecho a la educación y la cultura como factores indispensables al ejercicio de la libertad, la equidad y la convivencia pacífica de las personas y sus familias; decretándose paralelamente las obligaciones que el Estado tendrá en la activación y reactivación del desarrollo educativo, cultural, científico y tecnológico, junto con la distribución justa de la riqueza material, el ingreso y los bienes culturales, incluidos desde luego los educativos.

Igualmente, estableció la obligación del Estado para subsidiar anualmente a las universidades e instituciones públicas de nivel superior, para que puedan cumplir eficazmente las tareas que se le han encargado.

Conceptúa el derecho al trabajo como digno, útil, bien remunerado, en los términos del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como; lo referente a la capacitación de los trabajadores; la protección de salarios; y el ingreso, bajo el concepto de que el trabajo del individuo es reconocido, como el carácter sin el cual el progreso económico, social y personal no sería posible.

Asimismo, en el título VII y capítulo I dispuso elevar a nivel constitucional el derecho de los trabajadores al servicio del Estado y municipios, de contar con una herramienta legal que prevea sus conquistas y les signifique plenamente, para que nunca más su estabilidad en el empleo dependa del capricho o de la arbitrariedad, sino de la norma tutelar.

Una de las novedades en el constitucionalismo zacatecano, lo constituye la declaración como obligación del Estado, de garantizar a la población el disfrute de su vida en un ambiente sano; y de proteger el patrimonio artístico y cultural de la entidad; con lo cual se inauguró el Derecho Ambiental y Ecológico local.

2.3.5. División de Poderes

En el máximo ordenamiento jurídico podemos encontrar lo que se refiere a los poderes del Estado a partir del artículo 49. Primero, tendremos que señalar que el poder que tiene el Ejecutivo, Legislativo y Judicial es limitado y limitable, ya que la misma norma constitucional le señala limites para evitar cualquier exceso o en su caso el abuso del poder hacia el gobernado, garantizando con ello, el Estado de Derecho, entendido como aquel que se somete a su propio derecho.

El poder del Estado entre sus características cuenta con la indivisibilidad, lo cual significa: que este es uno solo pero se adopta el principio de Montesquieu, sólo para el ejercicio de sus funciones.

Señala que el Poder Público se divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y Judicial, no pudiéndose reunir dos o más poderes en una sola persona o corporación, existiendo al respecto una excepción la cual solo será para los casos de facultades extraordinarias concedidas al Ejecutivo.

El ejercicio del Poder Legislativo se deposita en una Asamblea denominada anteriormente Congreso Constitucional del Estado, con la modificación que hace ahora la reforma y se le denominará Legislatura del Estado, la cual estará integrada por representantes del pueblo electos en su totalidad cada tres años.

La Legislatura del estado se integrará por dieciocho diputados, electos por el principio de mayoría relativa, mediante el sistema de distritos uninominales y por doce electos según el principio de representación proporcional, conforme al sistema de listas plurinominales votada en una sola circunscripción electoral.

Para que un partido tenga derecho a participar en la asignación de Diputados por el principio de representación deberá acreditar:

1.- Que participa con candidatos cuando menos en trece distritos electorales uninominales, así como la totalidad de las formulas por listas plurinominal; y

2.- Que obtuvo por lo menos dos por ciento de la votación total efectiva en el estado.

En cuanto a los requisitos para ser Diputado señaló que deberán tener cuando menos un año de residencia efectiva; y en cuanto a la edad la redujo a 21 años.

La legislatura del Estado tendrá dos periodos de sesiones: el primero iniciará el 8 de septiembre y concluirá el 15 de diciembre, pudiendo prorrogar hasta  el día treinta  y uno del mismo mes; el segundo comenzará el primero de febrero y terminará el 30 de junio.

En la apertura del primer período ordinario de sesiones asistirá el Gobernador para informar por escrito acerca del Estado que guarda la Administración Pública, en este caso, el Presidente de la Mesa Directiva de la Legislatura, será quien le responda.

En lo que respecta al título IV determinó un nuevo desarrollo mediante la tesis de  equilibrio, independencia y recíproca colaboración entre los Poderes. En lo que se refiere al capítulo, introduce nuevas y necesarias facultades para que el poder legislativo ejerza a plenitud su función de vigilancia de la buena marcha de las instituciones y establece, para los diputados diversas obligaciones entre ellas las de fungir como gestor de las demandas y peticiones de los habitantes, presentar informe de los problemas detectados en su recorridos y las propuestas para su solución así como rendir el informe del desempeño de su  responsabilidades ante los electores.

Otra de las facultades con que cuenta la Legislatura, es proponer y designar a los integrantes de la Comisión Estatal de Derechos Humano; se precisan los supuestos para la fusión, creación y desaparición de Municipios, y asimismo, resuelve sobre incorporaciones o límites de los mismos.

Se elevó a rango constitucional a la Contaduría Mayor de Hacienda, como un órgano técnico de fiscalización y control gubernamental, auxiliar de la Legislatura del Estado.

Por modificación realizada en la presente administración que encabeza el Lic. Ricardo Monreal Ávila, le modificó su denominación y algunas facultades y ahora se lama Instituto de Fiscalización Superior  del Estado al cual  al cual se le dieron facultades de revisión de las cuentas públicas, fiscalizar ingresos y egresos, el manejo, la custodia y la aplicación de los fondos y los recursos de los poderes del Estado y Municipios y de los entes públicos paraestatales y paramunicipales.

La Auditoría Superior del Estado, inició sus funciones el primero de abril del año 2000; al desaparecer la Contaduría Mayor de Hacienda, el personal de base, así como los recursos materiales y patrimoniales pasarían a formar parte de ésta. 

El Poder Ejecutivo estará a cargo del Gobernador del Estado, el cual se encargará de asegurar el manejo de los recursos públicos, para que éstos se apliquen de manera honesta, limpia y transparente.

Así, también se detalló cuáles son las acciones que no debe realizar el Gobernador en su numeral 83, y que tienden a asegurar el ejercicio del poder de manera racional y permanente, comprometido con el pueblo: no entorpecer la administración de justicia, obstruir, limitar o imposibilitar el libre ejercicio de las funciones que el Congreso tiene, etcétera.

En cuanto al Poder Judicial, se aumentó a diez el número de Magistrados Numerarios integrantes del Tribunal Superior de Justicia, así como el requisito de diez años mínimos de antigüedad profesional al día de su designación.

Se adicionó la fracción VI al artículo 98, la cual señala que un Magistrado no podrá pertenecer al estado eclesiástico, ni ser ministro de algún culto religioso; señalando excepción al respecto, siempre y cuando se separe de manera formal, material y definitivamente del mismo.

En esta reforma de 1998, se trató de fortalecer la independencia funcional y decisoria del Poder Judicial respecto de los otros poderes, por lo tanto el mismo propone el acatamiento de la justicia a las circunstancia de los individuos, sobre todo de aquellos que sufren el desamparo por sus condiciones de pobreza e ignorancia. Es así, que se reformó el artículo 90, 110, 111, derogando lo referente al Jurado Popular como integrante del Poder Judicial.

El ejercicio del Poder Judicial sólo se depositó en:

1.- Un Tribunal Superior de Justicia;

2.- Un Tribunal Estatal Electoral; y

3.- Juzgados de Primera Instancia y Municipales.

Por lo tanto la reforma eliminó la figura del Jurado Popular; asimismo, adicionó el número de Magistrados a un total de 13, los cuales duraran en su encargo catorce años, al fin de los mismos tendrán derecho a un haber por retiro.

También adiciono un nuevo párrafo que señala, que:

“Ninguna persona que haya sido Magistrado podrá ser nombrado para un nuevo período, salvo que hubiere ejercido su cargo con el carácter de provisional o interino”.

Por falta definitiva de algún Magistrado, el Gobernador deberá someter a la Legislatura una terna, con la comparecencia de las personas que se señalan en la misma, de la cual se designará al Magistrado que deberá cubrir la vacante por votación de las dos terceras partes de los miembros de la Legislatura; al no resolverse dentro del término de treinta días, ocupará el cargo de Magistrado una de las personas contempladas en dicha terna y que designe el Gobernador.

En caso de no ser aceptada la terna propuesta por el Gobernador, se someterá una nueva, en caso de ser rechazada nuevamente, ocupara el cargo la persona que dentro de dicha terna, designe el Gobernador.

A las faltas temporales de magistrados por más de tres meses, serán sustituidos mediante propuesta de terna.

El tribunal Superior de Justicia será presidido por un Magistrado, el cual no integrará sala, siendo designado por el Tribunal en pleno el primer día hábil del mes de febrero de cada tres años y sólo podrá ser reelecto, una sola vez.

Las ausencias temporales del titular, serán suplidas por el Magistrado Presidente de la sala de mayor antigüedad. En caso, de ausencia definitiva, el pleno hará una nueva designación; así también se les adicionan nuevas facultades como la de emitir acuerdos generales, crear o suprimir unidades jurisdiccionales o administrativas, etcétera.

2.3.6.
El régimen municipal

en la reforma de 1998

La reforma propuso, elevar a rango constitucional un elemento que perfecciona el derecho de petición, y que consiste en la obligación a cargo de la autoridad, de dar respuesta al peticionario en un plazo perentorio.

Se depura la sección que corresponde al Ministerio Público y se da un paso decisivo para superar la administración de justicia al proponer la creación del Juzgado de lo Contencioso Administrativo.

La vocación municipalista de la reforma se advierte en el título V, eleva a rango constitucional, las figura popular y órgano administrativo de éstos; presidente municipal, síndico y regidores. De esta manera: 

1).- Determinó que se transfieran a los ayuntamientos la facultad de incorporar a sus caudales los impuestos provenientes del funcionamiento y operación derivados del almacenaje, distribución, venta y consumo de bebidas alcohólicas; 

2).- Igualmente, incorporen los que fueren producto de diversiones y espectáculos públicos;

3).- Fortalece la figura del cabildo abierto e itinerante; y

4).- Así como la organización popular de los Comités de Participación y Consejos de Planeación para el Desarrollo, como órganos de control democrático de la vida municipal.

2.3.7.
Reforma de 1998 y responsabilidad

de los servidores públicos

Estableció el grado de responsabilidad de los servidores públicos de acuerdo con su rango y la clase de bienes que se encuentran bajo su custodia. El objeto y fin de ésto, fue evitar el abuso que de los cargos pudieran hacer los funcionarios o servidores públicos, y que en la administración estatal se impongan  que en cada uno de los actos que realicen éstos, se ajusten a derecho, ya que el derecho es el límite y la base de toda acción del Estado.

Por lo tanto, los procedimientos establecidos en la reforma de 1998, se clasifican en un carácter político, penal y administrativo, según sea el caso, pero siempre basados en el principio de equidad y de la oportunidad de defensa.

Creándose así, en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y sus Municipio, normas que procuren que tengan libertad de actuar o no actuar, conforme lo establece ésta, ya que su contenido les dará la pauta  para realizar determinados actos u omisiones, y en caso de que incurran en responsabilidad se hagan acreedores a la sanción  que pudiera sobrevenir como correlativo de su falta.

Señaló que son sujetos responsables todas aquellas personas que desempeñen un empleo, cargo o comisión, ya sea en la administración pública del Estado o en los Municipios, en los organismos Paraestatales y en el Poder Legislativo y Judicial.

La definición que actualmente postula la Constitución zacatecana vigente acerca de un servidor público, es todo aquél que sea representante de elección popular; servidores y empleados del Poder Ejecutivo y de los ayuntamientos; los miembros del Poder Judicial y cualquier persona que desempeñe cargo, empleo o comisión dentro de la administración pública.

Además, señala que las sanciones por responsabilidad administrativa pueden ser desde el apercibimiento privado o público, amonestación, suspensión, sanción económica, destitución del puesto y por último la inhibitoria temporal para desempeñar empleo, cargo o comisión en el servicio público.

Definió a los servidores públicos, como los representantes de elección popular estatal y municipales, los miembros del Poder Judicial del Estado, los funcionarios y empleados de los Poderes Legislativos y Ejecutivo, los Magistrados de otros tribunales, los integrantes del Instituto Estatal Electoral y, en general, toda persona que desempeñe algún empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza al servicio de la Administración Pública centralizada y Paraestatal, municipal y paramunicipal, quienes serán responsables de los actos u omisiones en que incurran en el desempeño de sus funciones.

Se considerarán responsables en lo que se refiere a violaciones a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como al manejo indebido de fondos y recursos federales al Gobernador del Estado, a los Diputados de la Legislatura, y por último, a los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia.

Se reguló la figura del Juicio Político o en su caso la declaración de procedencia, cuando el Gobernador viole el ordenamiento jurídico local, por actos u omisiones que obstruyan el ejercicio de la función electoral, y por delitos graves de orden común.

La Legislatura del Estado estará encargada de expedir la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios, así lo señala esta reforma en el texto constitucional en su artículo 150.

Las sanciones que se podrán otorgar a los servidores públicos serán:

1.- Destitución por inhabilitación;

2.- Se aplicara la ley penal en cuanto realice este delitos de orden común; y

3.- Sanciones administrativas.

El primero se refiere a aquellos casos en que cause perjuicio a los intereses públicos o en el buen despacho de los mismos, por incurrir en actos u omisiones; en lo referente a los segundos, será por la comisión de cualquier delito del orden común; y en lo que respecta al último, en aquellos casos en que se afecte la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia que se deba de observar en el mismo.

Se estableció la figura de enriquecimiento ilícito de los servidores públicos, consistentes en el aumento sustancial de su patrimonio, en que adquieran bienes públicos o se conduzcan como dueños sobre ellos y cuya procedencia licita no pudiesen justificar. Otorgándose sanción penal correspondiente, además del decomiso y privación de dichos bienes.

En lo que se refiere al Juicio Político, estableció la reforma, que habrá un Jurado de Instrucción que será el Poder Legislativo y un Jurado de Sentencia integrado este por el Tribunal Superior de Justicia. El Jurado de Instrucción se encargará de la denuncia, para determinar si procede o no, o si el indiciado es culpable o inocente; en caso de ser declarado inocente, continuará en el desempeño de su cargo; y en caso contrario, de ser condenatoria la resolución el Jurado de Instrucción ordenará la separación del cargo, dando vista al Jurado de Sentencia para que determine el tiempo de inhabilitación.

En cuanto a la Declaración de Procedencia, esta la otorga la Legislatura del Estado por las dos terceras partes de sus miembros presentes en la sesión, en aquellos casos en que servidores públicos —en el desempeño de su cargo— realicen actos delictivos. El efecto de la declaración de que ha lugar a proceder contra el inculpado, será separado de su encargo en tanto esté sujeto a proceso penal. Si éste culmina  en sentencia absolutoria, el inculpado podrá reasumir su función. Si la sentencia fuese condenatoria y se trata de un delito cometido durante el ejercicio de su encargo, no se le concederá la gracia del indulto.

2.4. Legislación y reformas mínimas

derivadas de la reforma de 1998

Considero que no sería completo este trabajo, sino aventuramos el señalamiento de los proyectos legislativos que se requieren con motivo de esta reforma constitucional de 1998.

Derivado de las reformas y adiciones a la Constitución Política del Estado de Zacatecas (en adelante CPEZ) realizadas por la administración de Arturo Romo Gutiérrez, y que la presente administración pública estatal deberá realizar las adecuaciones a las normas jurídicas secundarias, sean ordinarias, orgánicas y reglamentarias de la entidad; teniendo como condicionante el término fatal que establece el articulo 3° transitorio de la CPEZ, que textualmente dice:

“En el término máximo de dos años, contados a partir del inicio de la vigencia de estas reformas y adiciones, se deberán integrar las entidades y los organismos que aquéllas crean, expedir las leyes reglamentarias correspondientes y revisar las secundarias, para adecuarlas al contenido de la presente Constitución; mientras tanto, las leyes ordinarias orgánicas y reglamentarias se aplicarán en lo que no la contravengan”.

Por lo tanto, mínimamente se requiere de adecuar y legislar:

1).- Se deberán reglamentar los procesos del Plebiscito y el Referéndum (artículos 45, 46, 47, fracción IX del 116, fracción XIII del 119 de la CPEZ); la Iniciativa Popular (artículo 48 y fracción VI del 60), la Revocación de Mandato artículos 14 fracción II y 15 fracción VI.

2).- En materia Ecológica, se debe expedir la Ley Reglamentaria del Artículo 30 de la CPEZ, cuyas reformas y adiciones deberán ser publicadas según lo señala el artículo 10 transitorio.

3).- La Ley Orgánica del Municipio Libre deberá ser reformada, de tal manera que sean incorporadas y reguladas orgánicamente las nuevas facultades que la Constitución del Estado otorga al municipio.  Igualmente, se debiera establecer las bases para una sensible descentralización administrativa municipal.

4).- Igualmente, deberá expedirse la Ley Reglamentaria de los artículos 45, 46, 47, de la fracción IX del 116 y fracción XIII del 119 de la CPEZ, donde se establezca las causas, procedimiento y autoridad competente para aplicar el referéndum y plebiscito.

5).- Promulgar la Ley Reglamentaria del artículo 124 para determinar el carácter y facultades de las congregaciones; y se regule la creación, fusión, desaparición de municipalidades.

6).- Las reformas y adiciones realizadas a la Constitución local en materia laboral, deberán incorporarse a la Ley del Servicio Civil, y en especial a los requisitos de ser ciudadano zacatecano para ocupar puestos públicos y empleos en el gobierno estatal y municipal (artículo 12).

7).- Reforma a la Ley orgánica de la Administración Pública del Estado, y elaboración de la ley correspondiente que estructure y reglamente al Instituto Estatal de Migración (artículo 24 último párrafo).

8).- Reforma a la Ley de Planeación para precisar el papel ciudadano en la planeación democrática del desarrollo estatal y municipal; así como para revitalizar las funciones del COPLADEZ (artículo 34).

9).- Reformar o expedir la Ley Orgánica de la Contaduría Mayor de Hacienda de la H. Legislatura del Estado (artículo 65 fracción XV).  Pese a que es un órgano interno de la Legislatura, desde nuestro punto de vista, la Constitución adolece de precisión conceptual, puesto que debiese decir Reglamento Interior, dado que este órgano no es autónomo ni independiente, mucho menos descentralizado.

10).- Reforma a la Ley Orgánica del Ministerio Público y Reglamentar la Policía Ministerial.

11).- Reformar la Ley Orgánica de¡ Poder Judicial para que se delimite el ámbito del Tribunal de lo Contencioso Administrativo (Artículo 112).

12).- Se deberá reglamentar el artículo 50 de la Constitución, a efecto de determinar el uso del Escudo de Armas del Estado y la Marcha de Zacatecas, como símbolos distintivos y emblemáticos del Estado.

13).- Expedir el marco jurídico que regule la ciudadanía zacatecana.

14).- Se deberá adicionar un artículo a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y sus municipios, para que precise y cumplimente:

“Todas las personas que ejercen funciones de autoridad sólo deben hacer lo que el orden jurídico les autoriza”.

Lo cual implica la desaparición de facultades discrecionales, según lo previsto en el artículo 30 de la CPEZ.

15).- Reformar lo referente a la Comisión Estatal de los Derechos Humanos, en lo relativo al nombramiento de su personal directivo y ordenamiento que regule sus atribuciones (artículo 23).

16).- Modificar la Ley de Hacienda y Fiscal del Estado y Municipio, a efecto de hacer valer el extremo consagrado en la fracción II del Artículo 25 CPEZ que señala:

“Los pensionados y jubilados tendrán consideraciones especiales en el pago de obligaciones fiscales estatales y municipales, en la forma y los términos que señalen las leyes”.

17).- Reformar o expedir una nueva la Ley de Educación al tenor del Artículo 27 CPEZ, sobre todo en lo relativo a considerar obligatoria la educación media básica (Secundaria). Así mismo, deberá normarse la prestación del servicio educativo.

18).- Creación de la Ley de la Defensoría de Oficio, que objetive al numeral 31 que determina en su párrafo tercero:

“El Estado proveerá a la defensa y representación gratuita de todo individuo cuya condición social le impida hacer valer plenamente sus derechos”.

Esto significa, hacerlo extensivo a todos los ordenamientos legales: civil, penal, familiar, etcétera.

19).- Debe adicionarse un capítulo en la Ley de Justicia en Materia de Faltas de Policía, que enumere las sanciones económicas por violación de las disposiciones administrativas contenidas en artículo 60 de ésta, a efecto de que se cumplimente lo estipulado en el artículo 32 de la CPEZ, así como lo determinado en su penúltimo párrafo que dice:

“Si el infractor es menor de dieciocho años y dependiente económico de otra persona, la multa será acorde a las condiciones económicas de la persona de quien el menor dependa”.

20).- Reformar el Código Penal, para efectos de determinar las facultades y competencia del Jurado Popular (artículo 110 CPEZ)

21).- Reformar la denominación del Tribunal Local de Conciliación y Arbitraje, por la expresada en los artículos 114 y 115 CPEZ.

22).- Expedir la ley reglamentaria del artículo 119 Fracción X, donde señala:

“Convocar a los ciudadanos para que presenten iniciativas de reglamentos municipales y propuestas para mejorar la administración y los servicios públicos”.

Esta norma debiese denominarse de Participación Ciudadana, o en su caso, inscribirse un capítulo específico en la Ley Orgánica del Municipio Libre en el Estado, para que allí se precisen los mecanismos de participación en el quehacer municipal, y se precise la iniciativa popular.

Igual situación deberá verificarse para el Estado, con la planeación democrática del desarrollo estatal y se expida la ley reglamentaria del artículo 129.

23).- Reformar la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia, para que sea competente para conocer en juicio ordinario, única instancia y sentencia inapelable, los conflictos por límites territoriales que presenten los municipios del estado (artículo 124 último párrafo).

24).- Expedición de la Ley Reglamentaria del Artículo 125 CPEZ, referente a la suspensión y desaparición de poderes municipales.

25).- Expedir la Ley Reglamentaria del Artículo 143, relativa a los bienes del Estado del dominio público y privado.

26).- Expedir la Ley Reglamentaria del Articulo 145, relativa a los bienes del Municipio del dominio público y privado.

2.5. Reformas y adiciones específicas en 1998

Para tener una idea exacta de las reformas y adiciones realizadas en 1998 a la Constitución del Estado de Zacatecas, pormenorizadamente fueron:

2.5.1. En materia de reformas
1).- La denominación del Título Primero y Capítulo I. Por el Título l que se denominará De los Principios Políticos Fundamentales.

2).-  El Capítulo Primero De la Naturaleza y Atributos del Estado

3).- Artículo 1º contiene un texto nuevo que corresponde al artículo 40 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

4).- Correspondiente a los artículos 18 y 21, da lugar al artículo 2 del proyecto.

5).- Artículo 3º contiene un nuevo texto.

6).- Artículo 4º, contiene nuevo texto.

7).- Artículo 5º se modifica e integra un texto nuevo.

8).- Se Reforma el Capítulo Segundo, cuya denominación corresponde a los Capítulos I y II del Título Segundo de la Constitución vigente, y ahora se propone se denomine De la Soberanía del Estado y su Forma de Gobierno.

9).- Se reforma el artículo 19, que ahora pasará a constituir el artículo 6º.

10).- Se Reforma al artículo 20-1, que ahora pasará a constituir el artículo 7º.

11).- El Capítulo Tercero Del Territorio y Límites del Estado Reforma. Corresponde al Capítulo III del Título Segundo de la Constitución vigente.

12).- El correspondiente artículo 21 CPEZ, se reforma para ahora constituir el artículo 8º.

13).- Corresponde al artículo 118. CPEZ, se reforma para ahora constituir el artículo 9º.

14).- Reforma que corresponde al Capítulo IV del Título Primero, que se propone integre el Capítulo Cuarto, denominado De la Población del Estado.

15).- Reforma artículo 10 CPEZ vigente, corresponderá al artículo 10 del proyecto.

16).- Reforma del artículo 2, que en proyecto pasa a constituir el artículo 11. Corresponde al 2.

17).- Artículo 12 se reforma y contiene un nuevo texto.

18).- Artículo 13 se reforma y contiene un nuevo texto.

19).- Artículo 14 se reforma y contiene un nuevo texto.

20).- Artículo 15 del proyecto corresponde al artículo 12 CPEZ.

21).- La fracción IV del artículo 15 del proyecto, reforma el artículo 12 de la CPEZ vigente.

22).- La fracción V del artículo 15 del proyecto, reforma el artículo 13 de la CPEZ vigente.

23).- Artículo 16 del proyecto, se reforma y corresponde al artículo 12 de la CPEZ vigente.

24).- Artículo 17 del proyecto, se reforma y corresponde al artículo 14 de la CPEZ vigente.

25).- Artículo 18 del proyecto, se reforma y corresponde al artículo 15 de la CPEZ vigente.

26).- La fracción I del artículo 18 del proyecto, corresponde al artículo 15 de la CPEZ vigente en su similar fracción.

27).- Reforma el artículo 17 CPEZ. Corresponde al artículo 19 del proyecto.

28).- En la fracción IV del artículo 19 del proyecto, se suprimen la fracción III y el último párrafo del artículo 17 de la CPEZ.

29).- Reforma del artículo 16 que incorpora la doble ciudadanía; en el proyecto corresponde al artículo 20.

30).- Reforma en el artículo 21 que integra un nuevo texto, y que corresponde a la fracción III del artículo 17 CPEZ. Fracciones sin guión.

31).- Reforma del último párrafo del artículo 17 de la CPEZ, en el proyecto, el numeral corresponderá al artículo 22.

32).- Reforma del artículo 11; en proyecto corresponderá al artículo 23.

33).- Reforma a los Capítulos I y II del Título Primero de la CPEZ; en el proyecto corresponderá al Título II De Los Derechos Fundamentales; Capítulo Único: De Las Garantías Individuales y Sociales.

34).- Reforma del artículo 1º de la CPEZ; corresponderá en el proyecto al artículo 24.

35).- Reforma en el artículo 25 del proyecto, que contiene un nuevo texto.

36).- Reforma en el artículo 26 del proyecto, que contiene un nuevo texto.

37).- Reforma en el artículo 27 del proyecto, que contiene un nuevo texto. 

38).- Reforma del artículo 6 de la CPEZ; en el proyecto, corresponderá al artículo 28.

39).- Reforma de los párrafos 2º y 3º del artículo 6º de la CPEZ; en el proyecto corresponde al párrafo tercero del artículo 28.

40).- La fracción I del artículo 28 del proyecto, corresponde al párrafo tercero del artículo 6º de la CPEZ.

41).- La fracción II del artículo 28 del proyecto, corresponde y retoma los principios contenidos en el último párrafo del artículo 3º de la CPEZ.

42).- Reforma en el artículo 29 del proyecto, que incorpora un nuevo texto.

43).- Reforma en el artículo 30 del proyecto, que incorpora un nuevo texto.

44).- Reforma del artículo 4º de la CPEZ, en el proyecto corresponde al artículo 31.

45).- Reforma en el artículo 32 del proyecto, que incorpora un nuevo texto.

46).- Reforma en el artículo 33 del proyecto, que incorpora un nuevo texto.

47).- Reforma en el artículo 34 del proyecto, que incorpora un nuevo texto.

48).- Reforma en el artículo 35 del proyecto, que incorpora un nuevo texto.

49).- Reforma en el artículo 36 del proyecto, que incorpora un nuevo texto.

50).- Reforma en el artículo 37 del proyecto, que incorpora un nuevo texto. Corresponde al artículo 17 de la CPEUM.

51).- El párrafo segundo del artículo 37 del proyecto, corresponde al artículo 70 de la CPEZ vigente.

52).- Se reforma tanto la denominación de Título y Capítulo, por Título III Del Sistema Electoral; y Capítulo Primero De los Procesos Electorales.

53).- Reforma del artículo 20-7 de la CPEZ; en el proyecto corresponde al artículo 40.

54).- Reforma del artículo 20-6 de la CPEZ; en el proyecto corresponde al artículo 41.

55).- Reforma del artículo 20-8 de la CPEZ; en el proyecto corresponde al artículo 42.

56).- Reforma del artículo 20-9 A de la CPEZ; en el proyecto corresponde al artículo 43.

57).- La fracción I del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-A.

58).- La fracción II del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-B.

59).- La fracción III del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-C.

60).- La fracción IV del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-D.

61).- La fracción V del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-E.

62).- La fracción VI del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 209 - Fracción.

63).- La fracción VII del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-G.

64).- La fracción VIII del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-H.

65).- La fracción IX del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-H.

66).- La fracción IX párrafo segundo del artículo 43 del proyecto, corresponde al artículo 20.9-I.

67).- Reforma del artículo 20.10; en el proyecto corresponderá al artículo 44.

68).- Reforma del artículo 20.11; en el proyecto corresponderá al artículo 45.

69).- Reforma del artículo 34 párrafo primero; en el proyecto corresponderá al artículo 46.

70).- Reforma del artículo 34 párrafo segundo; en el proyecto corresponderá al artículo 46 párrafo segundo.

71).- Reforma del artículo 34, párrafo 2º; en el proyecto corresponderá al artículo 47.

72).- Reforma del artículo 20.2. de la CPEZ; en la iniciativa corresponde al artículo 48.

73).- El párrafo segundo del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12 D de la CPEZ.

74).- El párrafo tercero del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12 D de la CPEZ.

75).- El párrafo cuarto del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12 D de la CPEZ.

76).- El párrafo quinto del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12 de la CPEZ.

77).- La fracción I del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12-A de la CPEZ. Por estilo hacemos notar, que las fracciones están separadas por punto y guión y en otras partes del texto de la reforma no se hace así.

78).- La fracción II del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12-B de la CPEZ.

79).- La fracción III del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12-C de la CPEZ.

80).- El segundo párrafo de la fracción III del artículo 49 del proyecto, corresponde al artículo 20.12-D de la CPEZ.

81).- Se reforma el Título Cuarto de la CPEZ, y se modifica la denominación por: Título IV De los Poderes del Estado.

82).- El artículo 54 de la iniciativa, corresponde al artículo 24 de la CPEZ.

83).- El Capítulo Primero denominado Del Poder Legislativo permanece igual tanto en el proyecto como en la CPEZ.

84).- El artículo 55 de la iniciativa, corresponde a los artículos 25 y 26 de la CPEZ.

85).- El artículo 56 de la iniciativa, corresponde al artículo 27 de la CPEZ.

86).- El artículo 57 de la iniciativa, corresponde al artículo 28 de la CPEZ. 

87).- Se reforma el penúltimo párrafo de la fracción II del artículo 57 de la iniciativa, con la disposición de la representación ajustada a la votación obtenida, lo que se conoce como sobre o sub-representación.

88).- Reforma del artículo 29 de la CPEZ; en el proyecto corresponde al artículo 58.

89).- Reforma del artículo 29 de la CPEZ y se propone supresión de la fracción VII; en el proyecto corresponde al artículo 58, y en sus fracciones IV y VI se reforma.

90).- Reforma del artículo 30 de la CPEZ. En el proyecto corresponde al 59.

91).- Artículo 60 de la iniciativa, corresponde al artículo 31 de la CPEZ.

92).- Artículo 61 de la iniciativa y sus  IV fracciones, corresponden al artículo 33 de la CPEZ.

93).- Artículo 62 de la iniciativa, corresponde al artículo 36 de la CPEZ.

94).- Artículo 63 de la iniciativa, corresponde al artículo 35 de la CPEZ.

95).- Artículo 64 de la iniciativa, corresponde al artículo 39 de la CPEZ.

96).- Se reforma el Capítulo II del Título IV de la CPEZ, por la Sección Segunda De la Iniciativa y Formación de Leyes.

97).- El artículo 65 de la iniciativa en sus V fracciones, corresponde al artículo 43 de la CPEZ.

98).- El artículo 66 de la iniciativa, corresponde al artículo 44 de la CPEZ.

99).- El artículo 67 de la iniciativa en sus VIII fracciones, corresponde al artículo 45 de la CPEZ. Suprimió el párrafo segundo del citado artículo 45.

100).- La fracción VII del artículo 67 de la iniciativa retoma el párrafo segundo de la fracción I del artículo 45 de la CPEZ.

101).- El artículo 68 de la iniciativa, corresponde al artículo 46 de la CPEZ.

102).- El artículo 69 de la iniciativa, corresponde al artículo 41 de la CPEZ.

103).- Reforma al Capítulo III del Título IV de la CPEZ, por la Sección Tercera De las Facultades y Obligaciones de la Legislatura.

104).- El artículo 70 de la iniciativa, corresponde al artículo 47 de la CPEZ.

105).- La fracción II del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXIV del artículo 47 de la CPEZ.

106).- La fracción IV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción VII del artículo 47 de la CPEZ.

107).- Se fusionan las fracciones XLVIII y XLVIII-A del artículo 47 de la CPEZ, en la fracción VI del Artículo 70 de la iniciativa.

108).- Se fusionan las fracciones IX y XII del artículo 47 de la CPEZ, en la fracción VII del Artículo 70 de la iniciativa.

109).- Se fusionan los elementos de las fracciones XLI y XLII de la fracción II del artículo 5º de la CPEZ, en la fracción X del artículo 70 de la iniciativa.

110).- La fracción XIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXIII del artículo 47 de la CPEZ.

111).- La fracción XIV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción I del artículo 47 de la CPEZ.

112).- La fracción XV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción I-A del artículo 47 de la CPEZ.

113).- La fracción XVI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción II del artículo 47 de la CPEZ.

114).- La fracción XVII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción III del artículo 47 de la CPEZ.

115).- La fracción XVIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción VII-A del artículo 47 de la CPEZ.

116).- La fracción XIXI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción IV del artículo 47 de la CPEZ.

117).- La fracción XX del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la primera parte del párrafo primero de la fracción V del artículo 47 de la CPEZ.

118).- El segundo párrafo de la fracción XX del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la segunda parte del párrafo primero de la fracción V del artículo 47 de la CPEZ.

119).- La fracción XXI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción VI del artículo 47 de la CPEZ.

120).- El segundo párrafo de la fracción XXI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción IV del artículo 47 de la CPEZ.

121).- La fracción XXII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción VIII del artículo 47 de la CPEZ. 

122).- La fracción XXIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XII del artículo 47 de la CPEZ.

123).- La fracción XXIV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XIII del artículo 47 de la CPEZ.

124).- La fracción XXV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XIV del artículo 47 de la CPEZ.

125).- La fracción XXVI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XV del artículo 47 de la CPEZ.

126).- La fracción XXVII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XVI del artículo 47 de la CPEZ.

127).- La fracción XXVIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XVII del artículo 47 de la CPEZ.

128).- Reforma el texto del párrafo tercero de la fracción XXVIII del Artículo 70 de la iniciativa, que corresponde a la fracción XVII del artículo 47 de la CPEZ.

129).- La fracción XXIX del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXI del artículo 47 de la CPEZ.

130).- La fracción XXX del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XIX del artículo 47 de la CPEZ.

131).- La fracción XXXI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXIX del artículo 47 de la CPEZ.

132).- La fracción XXXIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XX del artículo 47 de la CPEZ.

133).- La fracción XXXIV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXI del artículo 47 de la CPEZ.

134).- La fracción XXXV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXII del artículo 47 de la CPEZ.

135).- La fracción XXXVI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde al párrafo primero de la fracción XXIII del artículo 47 de la CPEZ.

136).- La fracción XXXVII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde al párrafo segundo de la fracción XXIII del artículo 47 de la CPEZ.

137).- La fracción XXXVIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXX del artículo 47 de la CPEZ.

138).- La fracción XXXIX del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXVI del artículo 47 de la CPEZ.

139).- La fracción XL del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXVIII del artículo 47 de la CPEZ.

140).- La fracción XLI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXIX del artículo 47 de la CPEZ.

141).- La fracción XLII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXII del artículo 47 de la CPEZ.

142).- La fracción XLIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXIII del artículo 47 de la CPEZ.

143).- La fracción XLIV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXIV del artículo 47 de la CPEZ.

144).- La fracción XLV del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXVII del artículo 47 de la CPEZ.

145).- La fracción XLVI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XXXVIII del artículo 47 de la CPEZ.

146).- La fracción XLVII del Artículo 70 de la iniciativa, se integra por las fracciones XLI, XLII y XLIII del artículo 47 de la CPEZ.

147).- La fracción XLVIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde al párrafo primero de la fracción XLX del artículo 47 de la CPEZ. 

148).- La fracción XLIX del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde al párrafo segundo de la fracción XLV del artículo 47 de la CPEZ. 

149).- La fracción L del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XLVI del artículo 47 de la CPEZ.

150).- La fracción LI del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción XLVII del artículo 47 de la CPEZ.

151).- La fracción LII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción L del artículo 47 de la CPEZ.

152).- La fracción LIII del Artículo 70 de la iniciativa, corresponde a la fracción LI del artículo 47 de la CPEZ.

153).- Reforma completa del Artículo 71 de la iniciativa, con sus VI fracciones.

154).- Reforma completa del Artículo 72 de la iniciativa.

155).- Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde al artículo 48 de la CPEZ.

156).- La fracción I del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción I del artículo 48 de la CPEZ.

157).- La fracción II del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción II del artículo 48 de la CPEZ.

158).- La fracción III del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción III del artículo 48 de la CPEZ.

159).- La fracción IV del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción IV del artículo 48 de la CPEZ.

160).- La fracción V del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción V del artículo 48 de la CPEZ.

161).- La fracción VI del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción VI del artículo 48 de la CPEZ.

162).- La fracción VII del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción VII del artículo 48 de la CPEZ.

163).- La fracción VIII del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción IX del artículo 48 de la CPEZ.

164).- La fracción IX del Artículo 73 de la iniciativa, que corresponde a la fracción X del artículo 48 de la CPEZ.

165).- El segundo párrafo de la fracción IX del Artículo 73 de la iniciativa, corresponde a la fracción VIII del artículo 48 de la CPEZ.

166).- El Artículo 74 de la iniciativa, corresponde al artículo 38 de la CPEZ.

167).- El Artículo 75 de la iniciativa, corresponde al artículo 40 de la CPEZ.

168).- El Capítulo I del Título Quinto de la CPEZ, por el Capítulo Segundo: Del Poder Ejecutivo.

169).- El Artículo 77 de la iniciativa, corresponde a los artículos 50 y 53 de la CPEZ.

170).- El Artículo 79 de la iniciativa, corresponde a la fracción VI del artículo 59 de la CPEZ.

171).- El Artículo 80 de la iniciativa, corresponde al artículo 51 de la CPEZ.

172).- Fracción II del Artículo 80 de la iniciativa, corresponde a la fracción I artículo 51 de la CPEZ.

173).- El párrafo segundo de la Fracción II del Artículo 80 de la iniciativa, que corresponde a la fracción I artículo 51 de la CPEZ. 

174).- Fracción III del Artículo 80 de la iniciativa, corresponde a la fracción II artículo 51 de la CPEZ.

175).- Fracción IV del Artículo 80 de la iniciativa, corresponde a la fracción IV artículo 51 de la CPEZ.

176).- Fracción V del Artículo 80 de la iniciativa, corresponde a la fracción V artículo 51 de la CPEZ.

177).- Fracción VI del Artículo 80 de la iniciativa, corresponde a la fracción VIII artículo 51 de la CPEZ.

178).- Fracción VII del Artículo 80 de la iniciativa, corresponde a la fracción III artículo 51 de la CPEZ.

179).- El Artículo 81 de la iniciativa, corresponde al artículo 52 de la CPEZ.

180).- El Artículo 82 de la iniciativa, corresponde al artículo 54 de la CPEZ.

181).- El párrafo segundo del Artículo 82 de la iniciativa, corresponde al artículo 55 de la CPEZ.

182).- El artículo 83 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 55 de la CPEZ.

183).- El artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 56 de la CPEZ.

184).- La fracción I del artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción I del artículo 56 de la CPEZ.

185).- La fracción II El artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción II del artículo 56 de la CPEZ.

186).- La fracción III del artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción III del artículo 56 de la CPEZ.

187).- La fracción IV del artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde al párrafo segundo de la fracción IV del artículo 56 de la CPEZ.

188).- La fracción V del artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción V del artículo 56 de la CPEZ.

189).- La fracción VI del artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción VI del artículo 56 de la CPEZ.

190).- La fracción VII del artículo 84 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción VII del artículo 56 de la CPEZ.

191).- El artículo 85 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 57 de la CPEZ. Numeral sin punto.

192).- El segundo párrafo del artículo 85 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 58 de la CPEZ.

193).- Al Capítulo II del Título V de la CPEZ, por la Sección Segunda: De las Facultades y Obligaciones del Gobernador.

194).- Artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 59 de la CPEZ.

195).- La fracción II del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción I del artículo 59 de la CPEZ. 

196).- La fracción IV del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción II del artículo 59 de la CPEZ. 

197).- La fracción V del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción III del artículo 59 de la CPEZ. 

198).- La fracción VI del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción IV del artículo 59 de la CPEZ. 

199).- La fracción VIII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción V del artículo 59 de la CPEZ.

200).- La fracción X del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción VI del artículo 59 de la CPEZ. 

201).- La fracción XI del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción VII del artículo 59 de la CPEZ.

202).- La fracción XII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción VIII del artículo 59 de la CPEZ. 

203).- La fracción XIII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción IX del artículo 59 de la CPEZ. 

204).- La fracción XIV del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XI del artículo 59 de la CPEZ. 

205).- La fracción XV del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XII del artículo 59 de la CPEZ.

206).- La fracción XVI del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XIII del artículo 59 de la CPEZ. 

207).- La fracción XVII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XV del artículo 59 de la CPEZ. 

208).- La fracción XVIII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XIV del artículo 59 de la CPEZ. 

209).- La fracción XIX del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XVI del artículo 59 de la CPEZ.

210).- La fracción XX del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XVII del artículo 59 de la CPEZ.

211).- La fracción XXIII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XVIII del artículo 59 de la CPEZ. 

212).- La fracción XXIV del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XX del artículo 59 de la CPEZ.

213).- La fracción XXV del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XXII del artículo 59 de la CPEZ.

214).- La fracción XXVI del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XXIII del artículo 59 de la CPEZ.

215).- La fracción XXVII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XXIV del artículo 59 de la CPEZ. 

216).- La fracción XXVIII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XXV del artículo 59 de la CPEZ. 

217).- La fracción XXIX del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XXVI del artículo 59 de la CPEZ.

218).- Segundo párrafo de la fracción XXIX del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde al párrafo segundo de la fracción XXVI del artículo 59 de la CPEZ.

219).- La fracción XXX del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XXVII del artículo 59 de la CPEZ.

220).- La fracción XXXI del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XXIX del artículo 59 de la CPEZ.

221).- La fracción XXXVIII del artículo 87 de la iniciativa de Reforma, corresponde a la fracción XIX del artículo 59 de la CPEZ. Falta incorporar el artículo 43 de la CPEUM.

222).- Artículo 89 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 60 de la CPEZ.

223).- El artículo 90 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 62 de la CPEZ.

224).- El artículo 91 de la iniciativa de Reforma, corresponde al párrafo segundo del artículo 49 de la CPEZ.

225).- El artículo 92 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 79 de la CPEZ.

226).- El segundo párrafo del artículo 92 de la iniciativa de Reforma, corresponde al párrafo segundo del artículo 80 de la CPEZ.

227).- El artículo 93 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 79 de la CPEZ.

228).- El segundo párrafo del artículo 93 de la iniciativa de Reforma, corresponde al segundo párrafo del artículo 79 de la CPEZ.

229).- El artículo 94 de la iniciativa de Reforma, corresponde a los artículos 80 y 81 de la CPEZ.

230).- El párrafo segundo del artículo 94 de la iniciativa de Reforma, corresponde al artículo 80 de la CPEZ.

231).- Capítulo Tercero Del Poder Judicial, Reforma, corresponde al Capítulo I del Título VI.

232).- Artículo 95.-

- Primero párrafo. Reforma artículo Corresponde al artículo 63.

- Tercer párrafo. Reforma. Corresponde al artículo 71-B

233.- Artículo 96.- Reforma. Corresponde al artículo 70.

234.- Artículo 97.- Reforma. Corresponde al artículo 71.

235.- Artículo 98.- Reforma. Corresponde al artículo 71.

236.- Artículo 99.- Reforma. Corresponde al artículo 72.

237.- Artículo 100.- Reforma. Corresponde al artículo 73-A.

238.- Sección Segunda Del Tribunal Superior de Justicia Reforma al Capítulo II del Título VI.

239.- Artículo 101.- 

Primer párrafo. Reforma. Corresponde a los artículo 64 y 66-A

Segundo Párrafo. Reforma. Corresponde al artículo 64.

240.- Artículo 102.-


— Primer párrafo. Reforma. Corresponde al párrafo 1º del artículo 65.


— Segundo párrafo. Reforma. Corresponde al párrafo 2º del artículo 65.


— Tercer párrafo. Reforma. Corresponde al párrafo 3º del artículo 65.


— Cuarto párrafo. Reforma. Corresponde al párrafo 4º del artículo 65.


— Quinto párrafo. Reforma. Corresponde al párrafo 5º del artículo 65.


— Sexto párrafo. Reforma. Corresponde al párrafo 6º del artículo 65.


— Séptimo párrafo. Reforma. Corresponde al artículo 68.

241.- Artículo 103.- Reforma. Corresponde al artículo 66.


— Fracción I, reforma a la Fracción I.


— Fracción II, reforma a la Fracción II.


— Fracción III, reforma a la Fracción III.

242.- Artículo 104.


— Primer párrafo, reforma, corresponde al a. 67.


— Segundo párrafo, reforma, corresponde al 2º párrafo del artículo 67.

243.- Artículo 105, reforma, corresponde al artículo 69.

— Fracción I, corresponde a la Fracción I.


— Fracción II, corresponde a la Fracción II.


— Fracción III, corresponde a la Fracción III.

— Fracción IV  se reforma y corresponde a la Fracción IV.

244.- Artículo 106, reforma, corresponde al artículo 74.


— Fracción I, corresponde a la Fracción I.


— Fracción II, corresponde a la Fracción II.


— Fracción III, corresponde a la Fracción III.


— Fracción IV, corresponde a la Fracción IV.


— Fracción V, reforma, corresponde a la Fracción VI.


— Fracción VI, reforma, corresponde a la Fracción VIII.


— Fracción VII, reforma, corresponde a la Fracción VIII.


— Fracción VIII, reforma, corresponde a la Fracción X.


— Fracción X, reforma, corresponde a la Fracción X.

245.- Artículo 107, reforma, corresponde al artículo 75.


— Fracción I, corresponde a la Fracción I.


— Fracción II, corresponde a la Fracción II.


— Fracción III, corresponde a la Fracción III.


— Fracción IV, corresponde a la Fracción IV.


— Fracción V, corresponde a la Fracción VI.


— Fracción VI, corresponde a la Fracción VII.

246.- Artículo 109, reforma, corresponde al artículo 75-A.


— Segundo párrafo, reforma, corresponde al párrafo 2º del artículo 75-A.


— Tercer párrafo, reforma, corresponde al párrafo 3º del artículo 75-A.

247.- Artículo 110, reforma, corresponde al artículo 75-B.


— Fracción I, corresponde a la Fracción I del artículo 75-B.


— Fracción II, reforma, corresponde a la Fracción II del artículo 75-B.

— Fracción II 2º párrafo, reforma, corresponde al párrafo 2º de la Fracción II del artículo 75-B.

— Fracción III, corresponde a la Fracción III del artículo 75-B.

— Fracción IV, corresponde a la Fracción IV del artículo 75-B.


— Fracción V, corresponde a la Fracción V del artículo 75-B.


— Fracción VI, corresponde a la Fracción VI del a 75-B.

248.- Sección Quinta de los Jueces de Primera Instancia y Municipales. Reforma, corresponde al capitulo III del Título VI.

249.- Artículo 111, reforma, corresponde al artículo 72-A.

250.- Artículo 112, reforma, corresponde al artículo 73.

251.- Artículo 113, reforma, corresponde al artículo 76.

252.- Artículo 114, reforma, corresponde al artículo 77.

— Fracción I, reforma,  corresponde a la Fracción I del artículo 77.

— Fracción II, reforma,  corresponde a la Fracción II del artículo 77.

— Fracción III, corresponde a la Fracción III del artículo 77.

— Fracción IV, corresponde a la Fracción IV del artículo 77.

— Fracción V, corresponde a la Fracción V del artículo 77.

253.- Artículo 115, reforma, corresponde al artículo 78.


Segundo párrafo, reforma, corresponde al p. 2º del artículo 78.


Tercer párrafo, reforma, corresponde al artículo 71-A.

254.- Artículo 116, reforma, corresponde al artículo 78-A.

255.- Título V Del Municipio Libre, reforma, corresponde al Título VII.

Capítulo Primero De la Estructura, reforma, corresponde al Capítulo Único del Título VII.

256.- Artículo 123, reforma, corresponde al artículo 83.

257.- Artículo 124, reforma, corresponde al artículo 22, se reforma anteponiendo Florencia a Benito Juárez y desaparecen las congregaciones de Trancoso e Ignacio Allende.

— Último párrafo, reforma, corresponde al artículo 23.

258.- Artículo 125, reforma, corresponde al p. 2º del artículo 83.

— Fracción I, corresponde a la Fracción I.

— Fracción II, párrafo 1º, reforma, corresponde a la Fracción II p. 1º.

— Segundo párrafo, corresponde a la Fracción II p. 2º.

— Tercer párrafo, corresponde a la Fracción II p. 3º.

— Fracción III, corresponde a la Fracción III.

— Segundo párrafo, corresponde al 2º p. de la Fracción III.

— Tercer párrafo, reforma, corresponde al p. 3º de la Fracción III.

— Cuarto párrafo, reforma, corresponde al 4º p. Fracción III.

— Fracción IV, corresponde a la Fracción IV.

— Segundo párrafo, reforma al 2º p. de la Fracción IV.

— Fracción V, corresponde a la Fracción V.

— Incisos A).- y B).- Se adicionaron las literales.

— Fracción VI, corresponde a la Fracción VI.

— Fracción VI, corresponde a la Fracción VII.

— Fracción VIII, reforma a la Fracción VIII.

— Fracción IX, corresponde a la Fracción IX.

— Segundo párrafo, corresponde al 2º p. de la Fracción IX.

259.- Artículo 126, reforma, corresponde al artículo 84 y a su Fracción I.

— Fracción II, reforma a la Fracción I.

— Fracción III, reforma a la Fracción II.

— Segundo párrafo, reforma al 2º p. de la Fracción II.

— Fracción V, reforma a la Fracción III.

— Fracción VI, reforma a la Fracción IV, se reforma el inciso k) que corresponde al inciso i).

— Fracción VII, reforma el 2º p. del inciso i) de la Fracción IV del artículo 84.

— Fracción VIII, reformas a las Fracción V y VI.

— Fracción X, reforma a la Fracción VIII.

— Fracción XI, reforma a la Fracción VIII del artículo 84.

— Fracción XII, reforma a la Fracción IX.

— Fracción XIII, reforma a la Fracción X.

— Fracción XVI, reforma a la Fracción XI.

— Fracción XVII, reforma a la Fracción XII.

— Fracción XVIII, reforma a la Fracción XIII.

— Fracción XIX, reforma a la Fracción XIV.

260.- Artículo 127.- Reforma, corresponde al artículo 85.

— Fracción I, corresponde a la Fracción I.

— Fracción II, corresponde a la Fracción II.

— Segundo párrafo, corresponde al 2º p. de la Fracción II.

— Fracción III, corresponde a la Fracción III.

— Fracción IV, reforma a la Fracción IV.

— Fracción V, reforma a la Fracción V.

— Segundo párrafo, reforma al 2º p. de la Fracción V.

261.- Artículo 128.- Reforma, corresponde al artículo 86.


Segundo párrafo, reforma el 2º p. del artículo 86.

262.- Artículo 129.- Reforma, corresponde al artículo 87.


Segundo párrafo corresponde al 2º p. del artículo 87.

263.- Artículo 131.- Reforma, corresponde al artículo 88.

264.- Artículo 132.- Reforma, corresponde al artículo 89.


Fracción IV, reforma la Fracción I del artículo 89.


Fracción V, reforma la Fracción V del artículo 89.

265.- Artículo 133.-  Reforma, corresponde al párrafo 2º de la Fracción V del artículo 47.

— Tercer párrafo, reforma, corresponde al párrafo 3º de la Fracción V del artículo 47.

— Cuarto párrafo, reforma al 4º p. de la Fracción V del artículo 47.

266.- Título VI Del Sistema Económico del Estado y Capítulo Primero De la Estructura, reforma de las denominaciones.

267.- Artículo 143.- Reforma, corresponde al inciso d).- del artículo 3º.

268.- Capítulo Segundo De la Propiedad Inmobiliaria y los Asentamientos Humanos, reforma la denominación anterior era Facultades y Obligaciones del Tribunal Superior de Justicia.

269.- Artículo 146.- Reforma corresponde al artículo 9º.

— Fracción I, corresponde a la Fracción I.

— Fracción II, corresponde a la Fracción II.

270.- Artículo 148.

— Segundo párrafo, reforma, corresponde al 2º p. del artículo 5º.

271.- Artículo 149.- Reforma, corresponde a la Fracción III del artículo 5º.

272.- Artículo 150.- Reforma, corresponde a la f. IV del artículo 5º.

273.- Artículo 151.- Reforma, corresponde al artículo 101.

274.- Artículo 152.- Reforma, corresponde al artículo 101.

275.- Artículo 153.- Reforma, corresponde al p. 1º del artículo 102.

— Segundo párrafo, reforma, corresponde al 2º p. del artículo 102.

276.- Artículo 154.- Reforma, corresponde al artículo 103.

277.- Artículo 155.- Reforma, corresponde al artículo 104.

278.- Artículo 156.- Reforma, corresponde al artículo 105.

279.- Artículo 157.- Reforma, corresponde al artículo 106.

280.- Título VII De las Relaciones Laborales y la Responsabilidad de los Servidores Públicos. Capítulo Primero De las Relaciones Laborales. Se reforma la denominación del Título y Capítulo.

281.- Artículo 171.- Reforma, corresponde al artículo 108.

— Segundo párrafo, reforma, corresponde al artículo 109.

282.- Artículo 173.- Reforma al 2º párrafo del artículo 109.

283.- Artículo 174.

— Tercer párrafo, reforma al artículo 116.

284.- Artículo 175.

— Segundo párrafo, reforma el artículo 117.

285.- Artículo 176. Reforma a los artículo 110, 11 y 112.

286.- Artículo 179. Reforma al artículo 115.

287.- Artículo 180.

— Primer párrafo, reforma al artículo 110.

— Segundo párrafo, reforma al a. 110.

— Tercer párrafo, reforma al artículo 110.

288.- Título Octavo Prevenciones Generales. Capítulo Único, se suprimió la denominación del Capítulo que era De la Hacienda Pública.

289.- Artículo 181. Reforma, corresponde al artículo 119.

290.- Artículo 182. Reforma, corresponde al artículo 120.

291.- Artículo 183. Reforma, corresponde al artículo 121.

292.- Artículo 184.- Reforma, corresponde al artículo 122.

293.- Artículo 185.- Reforma corresponde al artículo 123.

294.- Artículo 186.- Reforma, corresponde al artículo 124.

295.- Artículo 187.- Reforma, corresponde al artículo 125.

296.- Artículo 188.- Reforma, corresponde al artículo 126.

297.- Artículo 189.- Reforma, corresponde al artículo 127.

298.- Titulo IX. Capítulo Primero. Reforma a la denominación de ambos.

299.- Artículo 190. Reforma, corresponde al artículo 132.

— Fracción I, corresponde a la f. I.

— Fracción II, corresponde a la f. II.

— Fracción III, corresponde al p. 1º de la f. III.

— Segundo párrafo, reforma el 2º p. de la f. III.

300.- Artículo 191.- Reforma al artículo 133.

301.- Artículo 192.- Reforma al artículo 130.

302.- Artículo 193.- Reforma, corresponde al artículo 131.

2.5.2. Adiciones

1).- El párrafo segundo del artículo 3º del proyecto.

2).- El párrafo segundo del artículo 8º del proyecto.

3).- Se adiciona en el título I el Capítulo Quinto De los Vecinos del Estado.

4).- El Capítulo Sexto denominado De los Zacatecanos, adicionándose el capítulo IV correspondiente del Título I de la CPEZ.

5).- Las fracciones I, II, III del artículo 15 del proyecto son adición acorde a las reformas de los artículos 30, 32 y 37 de la CPEUM.

6).- Se adiciona el Capítulo Séptimo De los Ciudadanos Zacatecanos, su denominación corresponde al Capítulo  IV del Título II de la CPEZ vigente.

7).- Las fracciones V, VI, y VII del artículo 18 del proyecto.

8).- Adición del Capítulo Octavo De los Extranjeros.

9).- Adición que retoma el artículo 691 del Código Familiar, el párrafo segundo del artículo 28 del proyecto.

10).- Adición del párrafo segundo, tercero, cuarto y quinto del artículo 31 del proyecto.

11).- Párrafo tercero del artículo 37 del proyecto.

12).- El artículo 38 de la iniciativa, contiene un nuevo texto que retoma disposiciones contenidas en diversos artículos de la CPEUM y del Código de Procedimientos Penales del Estado.

13).- El artículo 39 del proyecto, contiene nuevo texto.

14).- Adición del Título Tercero que tiene un Capítulo Único, por el Capítulo Segundo De los Partidos Políticos, del proyecto.

15).- El artículo 49 del proyecto párrafo primero.

16).- Adición al Título Tercero de la CPEZ, que además sólo tiene un Capítulo Único, por un Capítulo Tercero: Del Referéndum,  Plebiscito, Iniciativa Popular y Rectificación del Voto.

17).- Se adiciona al texto constitucional el artículo 50 del proyecto.

18).- Se adiciona al texto constitucional el artículo 51 del proyecto.

19).- Se adiciona al texto constitucional el artículo 52 del proyecto.

20).- Se adiciona al texto constitucional el artículo 53 del proyecto. Las VIII fracciones sin guión.

21).- El artículo 54 párrafo segundo de la iniciativa.

22).- El segundo párrafo del artículo 59 de la iniciativa, adiciona la fracción VII del artículo 29 de la CPEZ.

23).- La Sección Primera De la Instalación de la Legislatura y Periodo de Sesiones. 

24).- El párrafo segundo del artículo 63 de la iniciativa.

25).- La fracción III del Artículo 70 de la iniciativa.

26).- La fracción V del Artículo 70 de la iniciativa.

27).- Adición a la fracción VIII del 70 de la iniciativa. 

28).- La fracción IX del 70 de la iniciativa.

29).- La fracción XI del 70 de la iniciativa.

30).- La fracción XII del 70 de la iniciativa.

31).- Párrafo tercero de la fracción XXI del 70 de la iniciativa.

32).- Segundo párrafo de la fracción XXV del artículo 70 de la iniciativa.

33).- Segundo párrafo de la fracción XXVI del artículo 70 de la iniciativa.

34).- Parte final del segundo párrafo de la fracción XXVIII del artículo 70 de la iniciativa.

35).- Fracción XXXII del artículo 70 de la iniciativa. Sugerimos sea cambiada a las facultades del Ejecutivo.

36).- Se adiciona el numeral de la fracción LIV del Artículo 70 de la iniciativa, y que corresponde a la fracción LII del artículo 47 de la CPEZ.

37).- Se adiciona el numeral de la fracción LV del Artículo 70 de la iniciativa, y que corresponde a la fracción LIII del artículo 47 de la CPEZ.

38).- La Sección Cuarta: De los Deberes de los Diputados.

39).- La Sección Quinta: De la Comisión Permanente.

40).- La Sección Sexta: De los Periodos Extraordinarios.

41).- La Sección Séptima: De la Contaduría Mayor de Hacienda.

42).- Artículo 76 y su párrafo segundo de la iniciativa.

43).- Artículo 78 de la iniciativa.

44).- La Sección Primera: De los Requisitos y Elección.

45).- Fracción del artículo 80 de la iniciativa.

46).- Artículo 86 de la iniciativa.

47).- Fracción I del Artículo 87 de la iniciativa.

48).- Fracción III del Artículo 87 de la iniciativa.

49).- Fracción VII del Artículo 87 de la iniciativa.

50).- Segundo párrafo de la Fracción VII del Artículo 87 de la iniciativa.

51).- Fracción IX del Artículo 87 de la iniciativa.

52).- Tercer párrafo de la Fracción XIX del Artículo 87 de la iniciativa.

53).- Fracción XXI del Artículo 87 de la iniciativa.

54).- Fracción XXII del Artículo 87 de la iniciativa.

55).- Segundo párrafo de la Fracción XXII del Artículo 87 de la iniciativa.

56).- Tercer párrafo de la Fracción XXII del Artículo 87 de la iniciativa.

57).- Fracción XXXII del Artículo 87 de la iniciativa.

58).- Fracción XXXIII del Artículo 87 de la iniciativa.

59).- Fracción XXXIV del Artículo 87 de la iniciativa.

60).- Fracción XXXV del Artículo 87 de la iniciativa.

61).- Fracción XXXVI del Artículo 87 de la iniciativa.

62).- Fracción XXXVII del Artículo 87 de la iniciativa.

63).- Fracción XXXIX del Artículo 87 de la iniciativa.

64).- Artículo 88  con sus VI fracciones de la iniciativa.

65).- La Sección Tercera: Del Despacho del Ejecutivo.

66).- El párrafo segundo del Artículo 89 de la iniciativa de Reforma.

67).- Párrafo tercero del artículo 94 de la iniciativa.

68).- Sección Primera De las Disposiciones Generales.

69).- Segundo párrafo del Artículo 95.

70).- Sección Segunda.

71).- La Fracción VI del Artículo 103 de la iniciativa.

72).- La Fracción VII del Artículo 103 de la iniciativa.

73).- La Fracción IX del Artículo 106 de la iniciativa.

74).- Sección Tercera. Del Consejo de la Judicatura.

75).- Artículo 108, texto completo. 

76).- Sección Cuarta, Del Tribunal Estatal Electoral.

77).- Sección Sexta, Del Jurado Popular.

78).- Artículo 117.

79).- Artículo 118.

80).- Capítulo Cuarto, De la Justicia Administrativa. Sección Primera Del Tribunal de lo Contencioso Administrativo.

81).- Artículo 119.

82).- Artículo 120.

83).- Sección Segunda, Del Tribunal de Conciliación y Arbitraje.

84).- Artículo 121.

85).- Artículo 122.

86).- Artículo 124. Penúltimo párrafo. Adición.

87).- Capítulo Segundo. De las Facultades y Obligaciones del Ayuntamiento.

88).- Se adiciona en el Artículo 126 de la iniciativa:

— Fracción I. 

— Fracción IV.

— Fracción VI. Adición de los incisos i), j) y l).

— Fracción IX. Adición.

— Segundo párrafo. Adición.

— Tercer párrafo. Adición.

— Fracción XIV. Adición.

— Fracción XV: Adición.

— Fracción XVI Segundo Párrafo. Adición.

— Fracción XVI Tercer Párrafo. Adición.

— Fracción XX. Adición.

— Fracción XXI. Adición.

— Fracción XXII. Adición.

— Fracción XXIII. Adición.

— Fracción XXIV. Adición.

—  Fracción XXV. Adición.

89).- Artículo 130.

90).- Capítulo III. De la Creación, Fusión y Supresión de Municipios.

91).- Adición en el Artículo 132, en:


— Fracción I. Adición.


— Fracción II. Adición.


— Fracción III. Adición.


— Fracción V. 


— Segunda Párrafo. Adición.


— Tercer Párrafo. Adición.


— Cuarto Párrafo. Adición. 

92).- Capítulo Cuarto. De la Desaparición de Poderes en el Municipio.

93).- Segundo Párrafo del Artículo 133.

94).- Artículo 134.

95).- Capítulo Quinto. Del Gobierno Municipal. Sección Primera. De los Titulares del Gobierno Municipal. Adición de Capítulo y Sección.

96).- Artículo 135.

97).- Sección Segunda. Del Presidente Municipal.

98).- Artículo 136.

99).- Artículo 137.- Adición de todo el texto legal.

100).- Sección Tercera. Del Síndico.

101).- Artículo 138.- Adición de todo el texto.

Nota: se requiere agregar en las modificaciones, dos títulos derogados.

2.6. Análisis comparativo

Las diferencias de fondo y forma que encontramos en las constituciones del antiguo régimen en Zacatecas, son varias y de naturaleza diversa, tanto como lo son sus similitudes; por esta razón sólo haremos referencia a aquellos aspectos que —desde nuestro punto de vista— son de mayor importancia. Sin pretender que este análisis sea concluyente, creemos que podemos establecer las líneas generales que nos permitan en un estudio aparte, dedicar mayor atención al respecto.

La diferencia crucial existe entre el conjunto de las constituciones de 1825, 1832, 1857 y 1869, y la de 1910, en cuanto se refiere a que las cuatro primeras, hacen una invocación a Dios como legislador universal y, que en la de 1910 este detalle se omitió deliberadamente, considerando al pueblo como la fuente de la soberanía; fenómeno que representa un rasgo del proceso modemizador del derecho local, que puede asimismo ser apreciado, más como indicador de la culminación del proceso que como su comienzo.

Otra diferencia importante se manifiesta entre las dos primeras constituciones —las de 1825 y1832— consiste en que contenían disposiciones que establecían como obligatorio proporcionar la educación primaria a todos los habitantes de los pueblos del Estado, instituyendo a los ayuntamientos como los encargados de ejecutar y vigilar el cumplimiento de dicha disposición. Por desgracia, fueron derogadas y no se suplieron de manera alguna en las posteriores constituciones.

En el rubro de los elementos comunes que contienen las constituciones de referencia, pueden citarse las siguiente: primeramente que la forma de gobierno que adoptó el Estado, fue la misma en todas ellas.

También las cinco constituciones coincidieron, en que las personas que pertenecieran a algún estado eclesiástico, no pudieran desempeñar el cargo de diputado.

En cuanto a la evolución que se observa en las diferentes Constituciones, tenemos por ejemplo que en una de ellas, se dejó en libertad a todos los habitantes de Zacatecas para profesar la religión que quisieran. Ya que como describimos, en las primeras constituciones locales se establecía como oficial la religión católica, sin tolerancia de ninguna otra; y en las tres restantes no se hizo señalamiento al respecto.

Otro avance notorio lo encontramos en la preparación profesional y cualidades morales que debían exigirse alas personas que desempeñaran los cargos judiciales, como los de magistrados, fiscales y jueces, mientras que las primeras constituciones —1825 y 1832— entre los requisitos exigidos establecían, que las personas llamadas al desempeño de tales cargos debían tener un concepto y opinión de literatura y denotada honradez. En cambio, a partir de la de 1857, se exigió tener una mayor preparación, debido al requerimiento indispensable de contar con el título de abogado.

Tanto la Constitución de 1825 como la de 1832, establecieron con claridad el tiempo que debía transcurrir para su modificación —reformas o adiciones—.  En cambio, las posteriores —las de 1857, 1869 y 1910—, no incorporaron ningún señalamiento al respecto, lo cual nos hace entender, que se mantuvo como facultad del Congreso, indefinida y general para hacerles modificaciones mediante el procedimiento expresado en las primeras constituciones.

Conclusiones

I).- Mediante la firma de los Tratados de Córdoba se reconoció a México como un país independiente; consumándose en 1821 lo que fue iniciado en 1810. En ellos quedó establecido que se ofrecería la corona del Imperio Mexicano a Femando VII, o alguien de su familia, adoptando la forma de gobierno monárquico.

II).- Con la Constitución de 1824 se instauró el federalismo, expresando con ello la repulsa a los tratados y al intento de Iturbide por establecer la monarquía en nuestro país. Ciertamente se trató de un federalismo sui generis, dado que nuestra organización territorial no presentaba ningún antecedentes de organizaciones estaduales autónomas que fundamentaran la adopción de esta forma de gobierno; más bien, fueron nuestros vecinos del norte quienes influyeron en la decisión. La Constitución de referencia hizo a los Estados, y no éstos a la Constitución.

III).- Las diferentes constituciones que ha tenido Zacatecas desde 1825 a 1910 establecieron, entre otras cosas, para regular el gobierno interior del Estado, la forma de gobierno republicana, representativa y popular; situación que se modificó cuando a nivel nacional se establecieron constituciones centralistas, corno sucedió en 1836 y 1843 cuando los Estados fueron convertidos en departamentos; aunque Zacatecas siempre pugnó por el establecimiento del régimen federal. Además, las constituciones federalistas nacionales y sus homólogas en nuestro Estado, han dividido el ejercicio del poder público en legislativo, ejecutivos judicial.

IV).- El Poder Legislativo quedó depositado en una asamblea denominada Congreso del Estado, la cual ha tenido a su cargo diferentes facultades y atribuciones; algunas de ellas fueron reformadas y otras derogadas.  Por ejemplo, todas las constituciones concuerdan en que éste órgano parlamentario debe de crear las leyes, determinar anualmente los gastos de la administración pública, así como crear nuevos distritos judiciales en el Estado.

V).- Por otra parte, únicamente en la Constitución de 1910, se otorgaron atribuciones al Congreso, para condicionar al Poder Ejecutivo cuando realizaba empréstitos sobre el crédito del Estado.

VI).- Al Congreso se le ha impuesto ciertos períodos de sesiones; en las dos primeras constituciones se estableció, por ejemplo, que deberían realizarlas durante todo el año, dos días de cada semana. Las constituciones de 1857 y 1869, por su parte, establecían un sólo período de sesiones, el cual comenzaba el 16 de septiembre y concluía el 16 de febrero. La de 1910, señalaba dos períodos de sesiones, el primero comenzaba el 16 de septiembre y terminaba el 15 de diciembre; el segundo comenzaba el 1' de abril y concluía el día último de mayo.

VII).- Las atribuciones del ejecutivo que no sufrieron variación alguna desde la primera Constitución hasta la de 1910, que resultaron ser el promulgar; cumplir y hacer cumplir las leyes; velar por la conservación del orden público; cuidar de la administración y recaudación de rentas en el Estado y otorgar indulto a los reos que se encontraran a su disposición.

VIII).- Las innovaciones de mayor importancia que hace referencia la Constitución de 1910, en relación al Poder Ejecutivo, fue la celebración de convenios con los Estados vecinos, y decretar la expropiación por causa de utilidad pública.

IX).- En lo que respecta al Poder Judicial, las diferentes constituciones coinciden en que la justicia ha de ser aplicada con base a las leyes y los tribunales previamente establecidos, y en ningún caso puede hacerlo el Congreso,  el Gobernador, ni comisión especial alguna.

X).- Sin embargo existen diferencias entre las constituciones analizadas en cuanto al número de instancias y de sentencias definitivas a que estaban sujetos los procedimientos criminales y civiles; dado que las de 1825 y 1832 establecieron que los negocios no podían tener más de tres instancias y otras tantas sentencias y; que sólo se podía interponer —ejecutoriada la sentencia— el recurso de nulidad. En cambio en las tres constituciones restantes, se estableció que los juicios sólo deberían tener dos instancias y no se podría interponerse recurso alguno; empero la de 1910 instituyó el recurso de casación.

XI).- Las constituciones de corte federal en nuestro país del siglo XIX, establecieron la preeminencia del Poder Legislativo sobre los demás poderes cuestión que se modificó con la promulgación de la Constitución de 1917, lo cual significó para los estados transitar por senderos similares.

XII).- Todas las constituciones necesitan y requieren de adecuación –por lo menos esa nuestra tradición jurídica mexicana- por parte del Constituyente Permanente o bien del Revolucionario; de esta manera, la reforma, adición o supresión a una Ley, adecua el marco legislativo a las nuevas formas de convivencia humana.

XIII).- Podemos aseverar que la constitución zacatecana vigente desde 1918, en lo relativo a los poderes del Estado, no contaban con las facultades que ahora tienen, ya que a través de las diferentes modificaciones se les han otorgando nuevas y diferentes. Sí la sociedad evoluciona, por tanto las normas jurídicas tienen necesarios cambios.

XIV).- Es así, que la reforma más importante del Zacatecas contemporáneo, se realizó en 1998, donde el trabajo del legislador impactó en materia económica, la creación de nuevas determinaciones jurídicas que aseguraran la dignidad en el trabajo, la libre competencia; no se puede ignorar las modificaciones que en materia municipal fortalecerán su estructura y funciones.

XV).- En política —la reforma de 1998— creó figuras jurídicas que permiten que los ciudadanos tener mayor participación en el ámbito del quehacer público; además, determinó un sensible acrecentamiento del estatus jurídico-político de los ciudadanos al establecer el referéndum, plebiscito y la rectificación del voto.

XVI).- Estableció la reforma de 1998, principios en materia social que protegen al individuo, tanto en lo particular como en los social; delimitó el principio de legalidad que ahora señala que las autoridades sólo realizaran aquello que la ley les señale y les permita, no dejándose así que se cometan atropellos contra la integridad de las personas; además, creó un organismo descentralizado denominado Instituto Estatal de Migración, quien se encargará de proteger a los ciudadanos zacatecanos que se encuentren en el extranjero como inmigrantes y coadyuvar con las políticas que en materia de política exterior realiza nuestro país.

XVII).- Para que el Ejecutivo realice de manera limpia, transparente y honesta, en la misma reforma de 1998, se detalló con precisión y exactitud cuales serán sus obligaciones y facultades.
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� Usted  y la Ley. Editado por Readers Digest México. Impreso en México, Impresora y Editorial Mexicana.
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� Periódico Oficial, Órgano del Gobierno del Estado de Zacatecas. Decreto No. 309, de fecha 5 de Julio de 1930. Artículo 58. Constitución Política del Estado de Zacatecas.
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